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PRESENTACIÓN

En 1953 se reformó la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos para permitir por primera vez el voto de las mujeres en México; 
un año después, en 1954, México tuvo a su primera diputada federal, 

Aurora Jiménez de Palacios. A casi 70 años de estos grandes avances en la 
lucha por la igualdad, la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados del H. 
Congreso de la Unión pasará a la historia como la Legislatura de la paridad de 
género. Por primera vez en la historia del Poder Legislativo Federal, se alcan-
zó una composición igualitaria entre diputadas y diputados, ya que cerca del 
50 por ciento de la Cámara se integró por mujeres.

Sobresale que, en dos de los tres años de ejercicio de la presente Legisla-
tura, la Mesa Directiva ha sido encabezada por mujeres: actualmente, la di-
putada Dulce María Sauri Riancho; y en el segundo año, la diputada Laura 
Angélica Rojas Hernández. Adicionalmente resalta que 20 de 46 comisiones 
han sido presididas por diputadas. 

Destaca también que, por segunda ocasión en su historia, la Cámara de 
Diputados cuenta con una mujer como titular de la Secretaría General, lo que 
ha permitido que el trabajo administrativo y parlamentario tenga como eje 
rector la igualdad entre mujeres y hombres.

Estas cifras son significativas por sí mismas, además el hecho de contar 
con un mayor número de legisladoras federales y que más mujeres cuenten 
con espacios de toma de decisiones como la coordinación de grupos parla-
mentarios, el presidir comisiones y el dirigir las labores administrativas im-
plicó que la agenda legislativa se enfocara como nunca antes en materias de 
género, igualdad y erradicación de todas las formas de violencia y discrimi-
nación contra las mujeres.

Lo anterior, se ha reflejado en el funcionamiento cotidiano de la Cámara 
de Diputados, así como en reformas legales y acciones en favor de las mu-
jeres. En efecto, ha habido importantes avances legislativos en el reconoci-
miento de los derechos de las mujeres en materias de género e igualdad.
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Por ejemplo, en esta Legislatura se aprobó la reforma constitucional en ma-
teria de igualdad y paridad de género que garantiza los derechos de las mujeres 
a ejercer cargos públicos en condiciones de igualdad.1 Asimismo, se aprobó la 
llamada “Ley Olimpia” que sanciona la violación a la intimidad sexual.2

Estos adelantos en la agenda legislativa de género son evidentes, sin em-
bargo, aún quedan pendientes por atender diversos temas.

Desde un enfoque de derechos humanos y con perspectiva de género, la 
presente obra realiza un análisis multidisciplinario sobre los avances legis-
lativos que se han tenido en temas como: la representación política de las 
mujeres en México; la agenda de género en América Latina; el género y el 
cambio climático; el derecho a los cuidados; el derecho a la comunicación con 
perspectiva de género;  el género y la migración, asilo político y refugio; gé-
nero y movilidad; género y la Agenda 2030.

Cada uno de los capítulos desarrolla un tema o problemática que se buscó 
atender a través del trabajo legislativo de la LXIV Legislatura. Además, incor-
pora un análisis sobre el estado actual en las materias referidas y presentan 
una visión prospectiva sobre hacia dónde deben encaminarse los esfuerzos de 
las próximas legislaturas en la construcción de una realidad más igualitaria.

Debe recordarse que el principio de progresividad, contemplado en el artí-
culo 1º de la Constitución Federal, exige que todas las autoridades del Estado 
mexicano, en el ámbito de sus competencias, incrementen de forma continua 
el grado de tutela en la promoción, respeto, protección y garantía de los de-
rechos humanos. La labor de la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados 
ha sido sobresaliente en la protección progresiva de los derechos de todas 
las personas, pero los retos en materia de igualdad entre mujeres y hombres 
siguen estando vigentes. Para hacerles frente se requiere la suma de visiones 
y esfuerzos estructurados de todos los sectores públicos, sociales y privados 
del país. Esta obra representa la unión de diversas perspectivas y voluntades 
encaminadas a contribuir a alcanzar la igualdad sustantiva.

Graciela Báez Ricárdez
Secretaria General

1  Reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de junio de 2019.
2  Reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 1º de junio de 2021.
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INTRODUCCIÓN
Sol Cárdenas Arguedas

Ruth Zavala Hernández

Martha Tagle Martínez

El feminismo, a pesar de contar con más de dos siglos de andadura, ha 

sido tradicionalmente ignorado por la historia tanto de las ideas como de 

los movimientos sociales. Sólo en fechas muy recientes esta situación ha 

comenzado a cambiar y el reconocimiento -tal vez más nominal que otra 

cosa, pero reconocimiento al fin y al cabo- llega al punto de que cada día 

es más común escuchar o leer que la feminista ha sido la única revolución 

que ha triunfado en el siglo XX. (…) El feminismo, no hace falta decirlo, no 

habría avanzado sin los cambios legales y otras reformas estructurales del 

espacio público ligadas al estado de bienestar, pero su consolidación real 

procede igualmente de la lucha por captar las mentes y propiciar el empo-

deramiento personal y colectivo de las mujeres en su vida cotidiana y en sus 

interacciones en el resto de los contextos de la acción social.

Amorós y De Miguel, 2020, pp. 56, 63.

El género configura y organiza las relaciones sociales, políticas, eco-
nómicas y culturales entre las personas, las cuales se caracterizan por 
la opresión y dominación de las mujeres en beneficio de los hombres. 

En otras palabras, el género se entiende como un ordenador social (Conne-
ll, 1987 y 2003) y político (Lagarde, 1997), un sistema género-sexo (Rubin, 
1986) y un dispositivo de poder (Amigot y Pujal, 2009). A esto se le conoce 
también como patriarcado. Uno de los objetivos de los feminismos actuales 
es erradicar las asimetrías de género producto del patriarcado. 

Respecto a estas desigualdades de género, en 2019, México se encuentra 
en la posición 71 de 189 países (UNDP, s.f.) de acuerdo con el Índice de Des-
igualdad de Género diseñado por el Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo (PNUD). Y según datos más recientes en 2021, con respecto al ín-
dice que mide la brecha de género global del Foro Económico Mundial (WEF, 
por sus siglas en inglés), México se encuentra en el lugar 34 de 156 países y 
se posiciona en cuarto lugar de la región Latinoamericana (WEF, 2021, p. 10). 
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De acuerdo con el INEGI (2020, p. 253), en México 66 de cada 100 mujeres, 

que viven en el país han sufrido a lo largo de la vida al menos un incidente 

de violencia de cualquier tipo. El 53.1% de las mujeres de 15 años y más han 

sufrido al menos un incidente de violencia por parte de otros agresores dis-

tintos a la pareja a lo largo de la vida y el 43.9% han sufrido violencia por 

parte de la pareja actual o última a lo largo de su relación.

La forma más extrema de violencia de género es el feminicidio. Según la 
Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana (SSyPC) de enero a mayo de 
2021, al sumar los feminicidios y los homicidios dolosos contra mujeres en el 
país, son asesinadas en promedio once mujeres al día. 

Las violencias son la principal amenaza a los derechos de las mujeres, 
pues estas son las que limitan e impiden el acceso a derechos como la edu-
cación, el trabajo, a la participación política e incluso a transitar libremente. 
Derechos que a las mujeres les costaron muchos esfuerzos y alcanzar su re-
conocimiento tomó varias décadas. Hoy, se ven amenazadas por la violencia 
y es por ello que se vuelve central en la agenda pública y debe ser atendida por 
los poderes del Estado.

Justamente, una de las funciones que tiene el poder legislativo es formular 
los entramados jurídicos institucionales en un país, tomando en consideración 
la diversidad de demandas y necesidades de su población. En este caso, las asi-
metrías y violencias que sufren las mujeres en su vida cotidiana deben ser con-
sideradas porque son un problema político, público y afectan a más del 50% de 
la población en México. 

Por lo tanto, se vuelve primordial el estudio de los avances legislativos en 
esta materia y sus efectos. En pocas palabras, tanto la legislación como sus 
iniciativas o reformas tendrán impactos y consecuencias en los distintos ór-
denes de gobierno y en la implementación de políticas públicas que impulsen 
la prevención, la atención, la sanción, la reparación del daño y la erradicación 
de las desigualdades y violencia contra las mujeres.

En este libro se abordan distintas temáticas de la agenda legislativa de la 
Cámara de Diputados y Diputadas, Legislatura LXIV (2018-2021), también 
conocida como la Legislatura de la paridad de género. Esto a través de un aná-
lisis multidisciplinario que transversaliza la perspectiva de género en cada 
uno de los capítulos. Adicionalmente, este trabajo integra la perspectiva tan-
to de investigadoras especialistas en distintas temáticas, así como de actoras 
políticas, protagonistas clave, de esta legislatura (diputadas federales). 
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Para su lectura, este libro se estructura en cinco ejes temáticos que recu-
peran algunos temas de la agenda feminista en México, a saber: 1. Paridad 
y representación política de las mujeres; 2. Agenda 2030, cambio climático 
y género; 3. Derecho a los cuidados y precarización laboral en razón de gé-
nero; 4. Planeación con perspectiva de género; y 5. Violencia de género y 
algunas de sus manifestaciones.  

Una de las características de este libro es que, se podrá apreciar en sus 
textos que la gran mayoría de las autoras manifiestan la diversidad de pro-
blemáticas que se han generado en la vida de las mujeres, sobre todo la in-
tensificación de la desigualdad de género y las distintas manifestaciones de 
la violencia contra ellas. Esto como consecuencia de la contingencia sanitaria 
mundial de la Covid-19, la cual en México comenzó en marzo de 2020. 

El primer eje temático, Paridad y representación política de las mujeres, 
se compone de tres capítulos, el primero se titula “Reformas en materia de 
representación política en México: ‘Paridad en todo’ y violencia política con-
tra las mujeres en razón de género” de Sol Cárdenas Arguedas y Ana Karen 
Cortés Hernández. Desde la Ciencia Política, analizan las reformas más rele-
vantes en materia de representación política durante esta legislatura. 

Por un lado, exponen la reforma constitucional que reconoce la “Paridad 
en todo”, la cual transversaliza y extiende los alcances de la paridad (ya no 
sólo a los cargos del poder legislativo) en los tres niveles del poder ejecuti-
vo; así como en el poder judicial y organismos públicos autónomos. Por el 
otro, abordan las reformas en materia de violencia política contra las muje-
res en razón de género que incorporan modificaciones y adiciones a diversas 
disposiciones de seis leyes generales y dos leyes orgánicas. 

Adicionalmente, se contextualiza el marco en el que se dieron estas refor-
mas, así como algunos de sus posibles efectos político-electorales (se presen-
tan los resultados principales de los procesos electorales 2020-2021). En este 
sentido, se exponen también los retos que aún quedan pendientes por trabajar 
y avanzar en materia de representación política de las mujeres en México.

El segundo trabajo, “La paridad: una tarea pendiente” de Verónica Beatriz 
Juárez Piña, amplía el tema de la reforma constitucional en materia de pari-
dad entre los géneros desde una visión jurídica. De acuerdo con la autora, en 
los últimos años, ésta es la reforma que mayor relevancia ha tenido para la 
democracia en nuestro país. 

De igual forma, Juárez señala que esta reforma debe permear más allá de 
sólo el ámbito público de la representación política, trascendiendo entonces 
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hacia todos los sectores de nuestra sociedad. Lo anterior, a través del esta-
blecimiento de lineamientos normativos que justamente busquen compensar 
las carencias paritarias en las instituciones y que además faciliten las condi-
ciones para que todas las personas puedan acceder paritariamente a todos los 
espacios de toma de decisiones. 

El tercer texto, “Anotaciones para un análisis comparado de las reformas 
institucionales para la igualdad de género en América Latina” de Irais Mo-
reno López, realiza un estudio comparativo desde el enfoque politológico. 
Expone los elementos más representativos de los diversos rediseños institu-
cionales, así como los procesos históricos en los que se dieron las reformas 
legislativas en materia de representación política (cuotas de género y pari-
dad) en diversos países latinoamericanos (centrándose en México, Argenti-
na, Chile y Uruguay).

Asimismo, la autora de manera general expone los distintos avances le-
gislativos en esta materia y también presenta los países con rezagos. Sobre 
México, recupera la relevancia de la reforma “Paridad en todo” (2019) de la 
actual Legislatura, la cual ha sido pieza clave para dar continuidad a la refor-
ma política electoral de 2014. 

El segundo eje temático, Agenda 2030, cambio climático y género, co-
mienza con el texto “Género, Agenda 2030 y la agenda legislativa de México 
en la materia” de Blanca Elena Gómez García. Desde las Relaciones Inter-
nacionales, revisa los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de la Agenda 
2030 de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) y su armonización en 
la agenda legislativa, específicamente en materia de género. Igualmente, la 
autora describe las metas e indicadores del ODS 5, Igualdad de género, que 
buscan dar atención a los retos que enfrentan las mujeres en cuanto a des-
igualdad, empoderamiento y su incorporación en las agendas legislativas.

Al respecto, destaca la relevancia que ha tenido la reforma a la Ley de Pla-
neación de febrero de 2018, a través de la cual se incluyen los principios de la 
Agenda 2030, no solamente a los planes federales, sino también a los locales 
de desarrollo y al presupuesto federal. 

El segundo texto, “Incorporación de la perspectiva de género en la legis-
lación climática en México: retos para la LXIV Legislatura” de Ruth Zava-
la Hernández, aborda el fenómeno del cambio climático como un problema 
compartido a escala global y con efectos diferenciados producto de la des-
igualdad de género. Se advierte que, de no transversalizar la perspectiva de 
género en el diseño y rediseño institucional, concretamente en los planes de 
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mitigación y adaptación al cambio climático, se corre el riesgo de seguir per-
petuando y profundizando esas asimetrías. 

Igualmente, la internacionalista reflexiona sobre la iniciativa de reforma 
que integra la perspectiva de género a la Ley General de Cambio Climático en-
viada al Senado y que se encuentra pendiente de aprobación. De igual forma, 
el análisis se enmarca en los compromisos internacionales que ha adquirido 
México, por ejemplo, los derivados de la Convención Marco de las Naciones 
Unidas sobre Cambio Climático, el Protocolo de Kioto y el Acuerdo de París 
sobre cambio climático. 

Zavala propone aplicar el principio de responsabilidades comunes, pero 
diferenciadas no sólo entre Estados, sino también explorar la aplicación de 
este principio entre los individuos con la finalidad de esclarecer que hombres 
y mujeres han tenido una relación diferenciada con la naturaleza y que son 
responsables, pero no en la misma medida, de la crisis ecológica. 

El tercer eje temático, Derecho a los cuidados y precarización laboral en 
razón de género, inicia con el capítulo “El derecho a los cuidados, cambio 
estructural para la igualdad” de Martha Tagle Martínez. La autora, a partir 
de un enfoque de derechos humanos e interdisciplinario, plantea el tema de 
los cuidados como una noción que se encuentra en constante debate y con-
ceptualización y que, además, han sido considerados social y culturalmente 
como una responsabilidad de las mujeres, debido a la tradicional división se-
xual del trabajo. 

Asimismo, discute que los cuidados históricamente no han sido vistos 
como un derecho humano ni como un trabajo que debe ser reconocido, remu-
nerado y redistribuido; y mucho menos se han concebido como sostén de la 
vida en todas sus esferas, incluida la económica. Este tema ha adquirido pre-
ponderancia en la agenda pública, y a partir de la pandemia por Covid-19 hay 
cada vez más evidencias de las desigualdades estructurales que representa. 

En años recientes, Tagle destaca que esta problemática se ha instalado en 
la agenda legislativa, influida por los avances normativos en materia de de-
rechos humanos e igualdad de género, así como por el activismo y demandas 
sociales de las mujeres y los feminismos que configuran una agenda públi-
ca cada vez más extensa. Por lo que, en esta Legislatura inició el proceso de 
aprobación de una reforma constitucional que busca el reconocimiento de los 
cuidados como un derecho humano de todas las personas.

El otro capítulo que conforma este eje temático es “Derechos laborales 
de las personas trabajadoras del hogar” de María Wendy Briceño Zuloaga, el 
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cual expone el importante avance legislativo que tuvo el proyecto de decreto 
por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley 
Federal del Trabajo y de la Ley del Seguro Social en materia de las personas 
trabajadoras del hogar, con el objetivo de modificar la denominación del Ca-
pítulo XIII por el de “Personas Trabajadoras del Hogar”. 

El texto presenta las cifras más significativas sobre las personas trabaja-
doras del hogar en México, así como cuál fue el proceso legislativo, su vin-
culación con distintas organizaciones sociales y su implementación a favor 
de los derechos laborales. De igual modo, Briceño expone las principales re-
formas aprobadas y algunas de las reflexiones más relevantes de diputadas y 
senadoras partícipes de esta reforma. 

El cuarto eje, Planeación con perspectiva de género, se divide en dos ca-
pítulos. El primero, “La perspectiva de género en los presupuestos públicos: 
la importancia del Anexo 13” de Dulce María Sauri Riancho, desarrolla la re-
levancia que constituyen los presupuestos públicos como instrumentos fun-
damentales que cumplen funciones sociales y económicas en la planeación 
institucional. Lo anterior, se enmarca en conceptos centrales de la adminis-
tración pública y el diseño de políticas públicas. 

En este tenor, la autora se basa en la importancia que implican los presu-
puestos para la igualdad, ya que reflejan las prioridades del gobierno en rela-
ción con sus obligaciones de garantizar y proteger los derechos humanos de 
las mujeres. Esto a través del estudio del “Anexo transversal 13. Erogaciones 
para la igualdad entre hombres y mujeres” del Presupuesto de Egresos de la 
Federación (PEF), destacando una serie de medidas que pueden implemen-
tarse para fortalecer y mejorar los instrumentos presupuestales con perspec-
tiva de género, con el objetivo de acelerar el proceso de construcción de la 
igualdad de género en nuestro país.

El segundo capítulo, “La Incorporación de la perspectiva de género en la 
Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desa-
rrollo Urbano (2018-2021)” de Erika A. Alcantar García, examina, a partir de 
un enfoque urbanístico, las dos propuestas de decreto que se presentaron en 
esta Legislatura para reformar la Ley General de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano (LGAHOTDU).

De esta manera, Alcantar se propone responder tres cuestionamien-
tos centrales; estos son: ¿qué papel juega la perspectiva de género en la 
LGAHOTDU, siendo esta el eje rector de la planificación urbana en Méxi-
co?, ¿qué impactos ha tenido en la legislación urbana el incremento de la 
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violencia contra las mujeres en nuestro país? y, por último, ¿qué progresos 
en materia de género se advierten en esta Legislatura respecto a la legis-
lación urbana? 

 El último eje temático, Violencia de género y algunas de sus manifesta-
ciones, se compone de tres capítulos. Los primeros dos textos se plantean 
desde las Ciencias de la Comunicación. “El derecho a la comunicación y la 
violencia mediática, avances en la LXIV Legislatura”, de Andrea Samaniego 
Sánchez, revisa los conceptos del derecho a la comunicación y la violencia 
mediática. De igual forma, desarrolla tanto los tratados internacionales como 
las leyes nacionales en esta materia.

Samaniego expone que una de las formas en las que se manifiesta la vio-
lencia simbólica es la que se vive a través de los medios de comunicación, en 
donde los contenidos muestran figuras femeninas estereotipadas (mujeres 
violentadas o sexualizadas) y que al proyectarse al resto de la sociedad termi-
nan normalizando discursos que atentan contra las mujeres.

En este sentido, uno de los trabajos realizados durante esta Legislatura 
fue el de regular la violencia mediática; para ello, se presentaron distintas 
iniciativas y modificaciones a la Ley General de Acceso de las Mujeres a una 
Vida Libre de Violencia que tipificó este tipo de violencia en específico.

El capítulo “El combate a la violencia digital y ‘la Ley Olimpia’”, de Mó-
nica S. Amilpas García, plantea que la tecnología influye en la manera en la 
que nos relacionamos, comportamos y comunicamos. Desde la década de los 
noventa, se ha incrementado la apropiación tecnológica de las mujeres y las 
niñas, propiciando la visibilización de la agenda de sus derechos humanos. 
En tal sentido, al ser un ámbito de interacción, la violencia contra las mujeres 
no ha estado exenta.

Como consecuencia de lo anterior, Amilpas describe que la situación 
actual es preocupante, razón por la cual, este tema es parte de la agenda 
pública y legislativa. En 2020, se implementaron diversas modificaciones 
legislativas encausadas a atender la violencia digital contra las mujeres, 
especialmente para sancionar la difusión no consentida de imágenes con 
contenido sexual. 

 El tercero y último capítulo, “Reformas en materia de migración, asilo 
político y refugio en México” de María Fernanda Lavín Robles, presenta un 
recorrido histórico del asilo político en México durante el siglo XX. Además, 
expone que durante la presente Legislatura tuvieron lugar una serie de re-
formas en materia de migración, asilo político y refugio. Concretamente, se 
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efectuaron adiciones a la Constitución para tratar el caso de niños, niñas y 
adolescentes migrantes que requieran las figuras de asilo o refugio para per-
manecer en México. En este tenor, enuncia los temas pendientes en cuanto a 
la protección de niñas y mujeres quienes son el sector más vulnerable de la 
población migrante.

Lavín esboza que, en noviembre de 2020 se implementaron una serie de 
adhesiones a la legislación en favor de las infancias y juventudes migrantes, 
así como para aquellas personas que buscan asilo político y refugio en nues-
tro país. Estas reformas se centraron otorgarles mayor protección frente a los 
riesgos que enfrentan. 

Finalmente, aunque este libro no abarca todas las reformas aprobadas, su 
lectura permitirá tener una visión amplia de la agenda con perspectiva de gé-
nero impulsada durante la Legislatura de la Paridad.
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Reformas en materia de representación política 
en México:  “Paridad en todo” y violencia política 

contra las mujeres en razón de género
Sol Cárdenas Arguedas1

Ana Karen Cortés Hernández2

Introducción

La noción misma de poder se encuentra generizada y naturalizada en 

la masculinidad, y al suceder esto, todas las personas (en especial las 

mujeres) que no pertenecemos al mandato de la masculinidad hegemó-

nica, sufrimos los efectos de las desigualdades estructurales producto 

del patriarcado.

La representación política se refiere a “hacer presente algo que de he-
cho no está presente” (Pitkin, 1985, p. 101). Este concepto se liga a la 
participación política, ciudadanía y la toma de decisiones vinculadas 

al poder. La forma en la que se comprende la representación política es fun-
damental para el entendimiento de su ejercicio, la responsabilidad y la res-
ponsividad; así como la transparencia y rendición de cuentas de su ejecución.

Pitkin (1985) clarifica nociones de entendimiento de la representación 
política. Ella manifiesta que se necesita “un modo de hacer justicia a las di-
versas aplicaciones más destacadas que se han hecho de la representación en 
contextos diferentes, cómo la cosa ausente se hace presente y quién conside-
ra eso de semejante forma” (p. 11).

La representación política como la conocemos actualmente surge de la 
mano del Estado liberal o de derecho y se encuentra estrechamente vincula-
da a la democracia liberal, valores como igualdad y libertad son producto de 
la Ilustración, de la Revolución Francesa, de la Revolución Industrial inglesa 
y de la Independencia de los Estados Unidos. Es así que, la política se com-

1  Doctora con mención honorífica en ciencias políticas y sociales (orientación en ciencia política) por la Universidad Na-
cional Autónoma de México. Candidata a Investigadora Nacional (SNI-Conacyt). Miembro de la Red de Politólogas - #No-
SinMujeres. Miembro de la Sociedad Mexicana de Estudios Electorales (SOMEE). Actualmente es secretaria académica del 
Centro de Estudios Políticos de la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales de la UNAM; además es profesora de asignatura 
adscrita a la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales de la UNAM. solcardenas@politicas.unam.mx 
2  Egresada de Ciencias Políticas y Administración Pública (opción Ciencia Política) en la Facultad de Ciencias Políticas y 
Sociales de la UNAM. Actualmente realiza su tesis para obtener el grado que se intitula: La representación política de las mu-
jeres en la XLIV Legislatura en México. anakarencortes@politicas.unam.mx 
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prende en el espacio público, donde históricamente las mujeres nos encon-
trábamos relegadas al espacio privado y bajo la tutoría de un hombre. Lo que 
implicaba que para participar en la política se debía ser ciudadano.

A través de la historia, la representación política se ha sustentado en el 
discurso político de la “universalidad” y la “neutralidad”, y la realidad es que 
se ha naturalizado y operado como androcéntrica (Lagarde, 1997; Amorós, 
2005; Amigot y Pujal, 2009). Esto significa que no siempre se incluyó a todas 
ni a todos, fue hasta finales del siglo XIX y mayoritariamente en el siglo XX 
que las mujeres en el mundo alcanzamos el voto.3

En pocas palabras, el patriarcado ha excluido históricamente a las muje-
res de la representación política. Para contrarrestar estas asimetrías en las 
últimas tres décadas en nuestro país se han impulsado diversas reformas que 
han tenido impactos fundamentales en la representación política descriptiva 
de las mujeres.

Este capítulo tiene como objetivo analizar las reformas más relevantes 
en materia de representación política durante la Legislatura LXIV (2018-
2021) de la Cámara de Diputados y Diputadas. Para su análisis se divide en 
dos apartados. 

El primero, expone la reforma constitucional que asienta la “Paridad 
en todo”, que buscó complementar y ampliar la reforma política electoral 
de 2014 (puso en práctica la paridad de género en las candidaturas para 
cargos del poder legislativo en ambos niveles, local y federal). “Paridad en 
todo”, como su nombre lo dice, transversaliza y extiende los alcances de 
esta paridad (ya no sólo a los cargos del poder legislativo) en los tres nive-
les del poder ejecutivo; así como en el poder judicial y organismos públicos 
autónomos. 

De igual modo, en este apartado se contextualiza el marco en el que se 
presentó esta reforma, se presentan algunos de sus principales efectos polí-
tico-electorales y se exponen algunas reflexiones en torno a la relevancia de 
alcanzar una representación política sustantiva de las mujeres en nuestro país.

En el segundo apartado, se abordan las reformas en materia de vio-
lencia política contra las mujeres en razón de género que incorporan 
modificaciones y adiciones a diversas disposiciones de seis leyes generales 
y dos leyes orgánicas.

Con esta reforma se buscó, también, ampliar sus alcances, por un lado, de 
los protocolos para atenderla (2016 y 2017), incentivando una cultura en las 

3  En México, en “1946 se aprueba una iniciativa que permite a las mujeres votar y ser votadas en elecciones municipales, 
la cual entra en vigor en 1947. Es hasta 1953 que se brinda el derecho al voto a las mujeres” (Maccise y Jua, 2019, p. 205).
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instituciones políticas electorales que promovieran la no violencia y el respe-
to a los derechos políticos electorales de las mujeres, y por el otro, se tipifica 
esta forma de violencia como delito. De forma paralela, se presentan los datos 
más relevantes en materia de violencia política contra las mujeres en los úl-
timos dos procesos electorales en México.

Este trabajo concluye exponiendo cuáles son algunos de los retos que en-
frentamos las mujeres en nuestro país, para lograr avanzar tanto en materia 
de violencia política como de representación política.

“Paridad en todo” Cuotas de género y paridad

Desde la década de los noventa en América Latina y en México se pusieron 
en funcionamiento cuotas de género (acciones afirmativas o discriminación 
positiva), con el objetivo de terminar con prácticas patriarcales de exclusión 
y de dominación de las mujeres en la vida política, pública. En decir, se ins-
tauraron mecanismos jurídicos que buscaran garantizar e incentivar la inclu-
sión de mujeres candidatas y, por consiguiente, mujeres en cargos de toma de 
decisiones al interior de los partidos y del Estado.

A partir de la implementación de las cuotas de género en nuestro país, 
se han observado una diversidad de modificaciones a nivel federal (véanse 
COFIPE: reformas 1993, 1996, 2002, 2008 y 2012; y LGIPE, 2014) que fue-
ron permeando poco a poco a nivel local (véase Freidenberg y Alva, 2017) 
y que han tenido impactos considerables en el aumento de la presencia de 
mujeres legisladoras, tanto en la conformación del Congreso de la Unión 
(véase Maccise y Jua, 2019) como en los Congresos locales (véanse García, 
2019; Hernández, 2017).

A la par de este acrecentamiento en la participación y representación polí-
tica de las mujeres en nuestro país, también se incrementaron las renuencias 
y las distintas formas en las que se manifiesta la violencia de género, tal es el 
caso de la violencia política contra las mujeres. Por presentar algunos datos, 
los procesos electorales 2017-2018, hasta ese momento fueron los más vio-
lentos en nuestro país (ONC, 2018, p. 200). Se presentaron entre 106 (Etellekt, 
2018) y 185 (Redacción, 29 de agosto de 2018) agresiones contra mujeres que 
incursionaron en la política según distintos reportes. 

En el mes de julio de 2018, la Convención sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés) 
presentó su Noveno Informe Periódico de México, en donde si bien se reconocen 
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los esfuerzos realizados por el Estado parte para superar el clima general 

de violencia y promover los derechos de las mujeres (...) lamenta que la 

persistencia de los altos niveles de inseguridad, violencia y delincuencia en 

el Estado parte, así como los problemas asociados a las estrategias de se-

guridad pública, estén afectando negativamente el ejercicio de los derechos 

humanos de las mujeres y las niñas (CEDAW, 2018, p. 3). 

En el apartado “Participación en la vida política y pública” (CEDAW, 2018) 
de dicho informe, se recomienda al Estado mexicano: 

a) impulsar medidas para incrementar y acelerar la participación de las 
mujeres en condiciones de igualdad en todos los ámbitos de su vida políti-
ca, además que se impulsen las condiciones para alcanzar estos objetivos; 
b) adoptar medidas para combatir “las prácticas discriminatorias de iure 
y de facto de los partidos políticos” (p. 12) en los procesos electorales fe-
derales, locales y municipales que desincentivan a las mujeres (sobre todo 
a indígenas y a afromexicanas) a presentarse como candidatas en la con-
tienda electoral, y 
c) armonizar la legislación local con el objetivo de “reconocer como delito 
la violencia política contra las mujeres, estableciendo responsabilidades 
en materia de apoyo, prevención, enjuiciamiento y sanción tanto para las 
autoridades federales, como las estatales y las municipales” (p. 12). 
Como se constatará en párrafos siguientes, estas recomendaciones han 

sido atendidas en buena medida por ambas reformas.

Transversalización de la paridad

Con la reforma política electoral de 2014, como se mencionó, se determinó la pa-
ridad de género en la postulación de candidaturas en el poder legislativo, tanto 
a nivel federal como local. De forma paralela, las autoridades electorales, tanto 
administrativas como jurisdiccionales, pusieron en marcha diversos criterios y 
metodologías.4

4  “Se advierten los criterios establecidos en 2014 y 2015 por la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el [Tribunal Elec-
toral del Poder Judicial de al Federación] TEPJF. Y por el otro, en 2016, el Consejo General del Instituto Nacional Electoral, 
en el Acuerdo INE/CG63/2016, definió́ criterios generales. El Acuerdo fue revocado por el TEPJF, pero como se señaló en la 
resolución, esto no significó que los partidos no debieran “ajustar sus actos a dichas reglas y jurisprudencias y las autori-
dades electorales locales deberán vigilar su cumplimiento y, en su caso, adoptar las medidas necesarias para garantizar 
la paridad de género en la postulación de candidaturas” (SUP-RAP-103/2016). Lo anterior, tuvo un efecto sustancial en 
los procesos electorales locales 2015-2016, los Consejos Generales de los Organismos Públicos Locales (OPL) emitieron 
criterios para que los partidos políticos presentarán sus candidaturas para diputaciones de mayoría relativa y represen-
tación proporcional, así́ como ayuntamientos/municipios/demarcaciones territoriales, respetando la paridad de género 
y sobre todo para evitar la desigualdad en la postulación de candidaturas. En estos lineamientos se instauró que las listas 
de candidaturas se debían ordenar de menor a mayor conforme al porcentaje de votación que en cada uno de ellos hubiese 
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Sin embargo, garantizar la paridad de género implicaba la “Paridad en 
todo” o paridad transversal (Vázquez, 2019). Esta reforma fue producto 

de una lucha incesante de mujeres emprendedoras de políticas, organiza-

ciones de la sociedad civil, legisladoras de diferentes partidos y activistas, 

quienes promovieron con los partidos políticos la aprobación de reglas para 

incluir mujeres en las candidaturas, aun cuando ellos mismos han sido ba-

rreras importantes para las mujeres que han querido participar en la po-

lítica (Hinojosa y Vázquez 2018). Pese a todo, se ganó la batalla épica por 

la paridad, la cual sacudirá y cambiará el sistema político mexicano con 

miras a la construcción de una democracia más justa e igualitaria (Váz-

quez, 2019, p. 1).

 La reforma tuvo como Cámara de origen el Senado, después pasaría a la 
Cámara de Diputados y Diputadas, para después publicarse, el 6 de junio de 
2019, en el Diario Oficial de la Federación, esta reforma significó que se modi-
ficaran nueve artículos de la Constitución (2º, 4º, 35, 41, 52, 53, 56, 94 y 115).

Ahora bien, esta paridad va más allá de únicamente las candidaturas5 del 
poder legislativo6, se suman los otros dos poderes: del ejecutivo, específica-
mente el gobierno (administración pública: personas titulares de las secre-
tarías de despacho y organismos públicos autónomos7) y la postulación de 
candidaturas para las gubernaturas y ayuntamientos8, y del poder judicial9 a 
nivel federal y local. 

obtenido en el proceso electoral anterior, dividiendo las listas en tres bloques; a partir de esto se revisa la totalidad de cada 
bloque, con el objetivo de identificar algún sesgo evidente que favorezca o perjudique a un género en particular” (Cárdenas 
y Hernández, 2020a, pp. 23-24). 
5  Se asentó que los partidos políticos deberán “fomentar el principio de paridad de género (..) [y] como organizaciones 
ciudadanas, hacer posible su acceso al ejercicio del poder público, de acuerdo (...) con las reglas que marque la ley electoral 
para garantizar la paridad de género, en las candidaturas a los distintos cargos de elección popular” (CPEUM, 2019, Art. 41, 
párrafo primero). 
6  En relación al reparto de escaños de diputaciones de representación proporcional se menciona que las listas de pluri-
nominales “se constituirá de cinco circunscripciones electorales plurinominales en el país conformadas de acuerdo con el 
principio de paridad, y encabezadas alternadamente entre mujeres y hombres cada periodo electivo” (CPEUM, 2019, Art. 
53). En cuanto al reparto de las 32 senadurías de representación proporcional en la circunscripción plurinominal nacional, 
las listas se conformarán “de acuerdo con el principio de paridad, y encabezadas alternadamente entre mujeres y hombres 
cada periodo electivo” (CPEUM, 2019, Art. 56). 
7  “La ley determinará las formas y modalidades que correspondan, para observar el principio de paridad de género en los 
nombramientos de las personas titulares de las secretarías de despacho del Poder Ejecutivo Federal y sus equivalentes en 
las entidades federativas. En la integración de los organismos autónomos se observará el mismo principio” (CPEUM, 2019, 
Art. 41).
8  Para el caso de las presidencias municipales, regidurías y sindicaturas, deberá respetar también el principio de paridad 
(CPEUM, 2019, Art. 115). Asimismo, se asienta que, se deberá observar la paridad en los municipios con población indígena 
y en los representantes ante los ayuntamientos. 
9  “La Suprema Corte de Justicia de la Nación se compondrá de once integrantes, Ministras y Ministros, y funcionará en 
Pleno o en Salas. (...) La ley establecerá la forma y procedimientos mediante concursos abiertos para la integración de los 
órganos jurisdiccionales, observando el principio de paridad de género” (CPEUM, 2019, Art. 94).
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Igualmente, en esta reforma se aprecia el uso de lenguaje incluyen-
te, cambiando en la Constitución las palabras “varones” por “hombres” 
(CPEUM, 2019, Art. 4), “derechos del ciudadano” por “derechos de la ciuda-
danía” (CPEUM, 2019, Art. 35).10 Se modifican los artículos 52 y 53, donde ya 
no únicamente se habla de diputados, sino que ahora se menciona “diputadas 
y diputados”. Igualmente, en la Cámara de Senadores se mencionan también 
a las senadoras (CPEUM, 2019, Art. 56). También ahora se habla de “Presi-
dente” y “Presidenta” Municipal (CPEUM, 2019, Art. 115).

En esta reforma se instauró que, el principio de paridad (específicamente 
a lo señalado en el Art. 41) se aplicaría en el proceso electoral 2020-202111 y 
que las legislaturas de las entidades federativas deberían realizar las refor-
mas correspondientes en su legislación.12

La paridad en contexto y algunos efectos 
de su transversalización

Hasta la administración pasada de un total de 236 integrantes de los gabine-
tes presidenciales, sólo 23 mujeres habían ocupado cargos en secretarías de 
Estado, “en 2017 solo el 17% de las secretarías de Estado tenían como titular 
a una mujer, mientras que en un 83% de las Secretarías, el titular era hom-
bre” (Inmujeres, 19 de junio de 2019); en 2018 la integración del gabinete de 
Andrés Manuel López Obrador había concretado la paridad, colocando a ocho 
mujeres (50%) y ocho hombres (50%) en el gabinete. No obstante, con los 
últimos movimientos en su gabinete estos porcentajes se movieron, a nueve 
hombres (56.2%) y ocho mujeres (43.8%) (GOB MEX, 2021). 

Con respecto a las mujeres titulares de secretarías en el ejecutivo local 
(Inmujeres, 13 de julio de 2021), solo cinco13 de 32 entidades federativas cuen-
tan con 50% de mujeres o más; cinco14 cuentan entre 30 y 39%; 1315 entre 20 y 
29%; y nueve16 con menos del 20% (p. 10).

10  La cual puede ser “votada en condiciones de paridad para todos los cargos de elección” (CPEUM, 2019, Art. 35, párrafo 
segundo).
11  Por lo que “hace a las autoridades que no se renuevan mediante procesos electorales, su integración y designación 
habrá de realizarse de manera progresiva a partir de las nuevas designaciones y nombramientos que correspondan, de 
conformidad con la ley” (CPEUM, 2019, Tercero transitorio).
12  “para procurar la observancia del principio de paridad de género en los términos del artículo 41” (CPEUM, 2019, Cuarto 
transitorio).
13  Puebla, Ciudad de México, Quintana Roo, Chiapas y Yucatán.
14  Oaxaca, Veracruz, Sonora, Coahuila, y Morelos.
15  San Luis Potosí, Colima, Tabasco, Zacatecas, Chihuahua, Campeche, Guanajuato, Nayarit, Tamaulipas, Estado de Mé-
xico, Baja California, Jalisco y Aguascalientes.
16  Guerrero, Tlaxcala, Durango, Sinaloa, Querétaro, Nuevo León, Hidalgo, Baja California Sur y Michoacán.
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En estos procesos electorales 2020-2021 se postularon 56 candidatas 
(47.9%) para las quince gubernaturas estatales, en contraste con los 61 can-
didatos (52.1%) de un total de 117 candidaturas17 (INE, 2021c, pp.115-122). Se 
nota una diferencia con los comicios a gubernaturas estatales de 2017-2018, 
en los cuales de nueve entidades federativas (Chiapas, Ciudad de México, 
Guanajuato, Jalisco, Morelos, Puebla, Tabasco, Veracruz y Yucatán) solo el 
22% de candidaturas registradas pertenecían a mujeres, antes bien el 78% 
restante eran hombres, habiendo estados como Chiapas y Yucatán en los que 
no hubo candidaturas de mujeres (INE, 2019, p.3). 

Hasta este momento en nuestro país han sido gobernadoras18 nueve mu-
jeres. Al contrastar los resultados de 2018 con los de 2021, se advierte que, en 
2018, se eligieron dos (22.2%) gobernadoras (Ciudad de México y Puebla) de 
nueve gubernaturas en disputa (INE, 2019, p. 3). 

Por el contrario, en 2021 se aprecia que, por primera vez tendremos el 
mayor número de gobernadoras de forma simultánea (véanse Programas de 
Resultados Electorales Preliminares locales, PREP). De las quince gubernatu-
ras en disputa, seis serán gobernadas por mujeres (Baja California, Campe-
che, Chihuahua, Colima, Guerrero y Tlaxcala), representando el 40% de las 15 
donde se renovó el ejecutivo estatal, lo que significa que cuando las goberna-
doras electas entren en funciones, el 18.5%19 de la población tendrá al frente 
de su poder ejecutivo local a mujeres.20 

En el caso de las presidencias municipales21 o alcaldías, las candidatu-
ras22 de la Ciudad de México en las elecciones 2021 fueron 133 en total, 66 de 
mujeres (49.6%) y 67 hombres (50.4%), esto se reflejó en el crecimiento de 
las alcaldesas electas, siendo elegidas ocho de 16 (50%), logrando la pari-
dad en esta entidad (IECM, 2021). De igual forma, se percibe una diferencia 
con respecto a la elección 2018 pues solo fueron electas cuatro alcaldesas 

17  Se consideraron únicamente candidaturas propietarias.
18  “la primera en 1979 en el estado de Colima y las más recientes en Sonora y en la Ciudad de México” (Inmujeres, 19 de 
junio de 2019).
19  Se contabilizan los estados de Baja California, Campeche, Chihuahua, Colima, Guerrero, Tlaxcala y la Ciudad de México. 
No se tomó en cuenta Puebla porque actualmente (2021) no es gobernada por una mujer.
20  Según los datos del Censo de población y vivienda (INEGI, 2020).
21  En 2018, de las 32 entidades federativas no hubo elecciones para presidencias municipales en Aguascalientes, Baja 
California, Durango, Hidalgo, Nayarit, Tlaxcala y Veracruz. Y en 2021, no hubo elecciones en Durango e Hidalgo.
22  Se consideraron únicamente candidaturas propietarias.
Cabe señalar que con corte al 2 de julio de 2021, aún no existe información disponible en las páginas electrónicas de los 
Organismos Públicos Locales, ni en las de los Observatorios de Participación Política de las Mujeres a nivel local que mues-
tren el “número de candidatos y candidatas a presidencias municipales” y el “número de hombres y mujeres electas en 
presidencias municipales” de los resultados 2021, situación entendible porque es reciente la jornada electoral (6 de junio). 
No obstante, lo que más llama la atención, es que en la mayoría de las páginas electrónicas no se encuentra disponible la 
información concentrada por sexo de las elecciones de presidencias municipales 2018. 
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(25%), las candidatas fueron 48 mujeres (48.9%) y 50 hombres (51.1%) 
(Fernández, 2020). 

En cuanto a las candidaturas23 para diputaciones federales, en 2018, fueron 
2,919 en total, de las cuales 1,459 fueron mujeres (49.9%) y 1,460 (50.1%) 
hombres; los partidos que postularon mayor número de candidatas fueron el 
Partido Verde Ecologista de México (PVEM) con 221 y el Partido Nueva Alian-
za (PNA) con 215 (INE, 2018). 

Por el contrario, en 2021, fueron en total 3,471 candidaturas (INE, 
2021b), de las cuales 1,861 (53.6%) fueron mujeres y 1,610 hombres 
(46.4%); los partidos que postularon mayor número de candidaturas mu-
jeres fueron Fuerza por México (FxM), 256 y Movimiento Ciudadano (MC), 
247 (INE, 2021b). 

Actualmente la Cámara baja24 (2018-2021) se compone por 241 diputadas25 
(48.2%) y 259 diputados26 (51.8%) (Cámara de Diputados, 2021). Mientras 
que, de acuerdo con los resultados de la elección 2021, el Instituto Nacio-
nal Electoral (INE) estima que la Cámara se compondrá por 248 diputadas27 
(49.6%) y 252 diputados (50.4%)28 (INE, s.f.). En este sentido, en la próxima 
legislatura federal (2021-2024) habrá siete diputadas más que en la actual 
(2018-2021).

De igual manera, cabe mencionar que se visualizan también avances con-
siderables en materia de acciones afirmativas en postulación de candidaturas 
a diputaciones federales, este fue el caso para personas indígenas29, con dis-
capacidad, afromexicanas, de la diversidad sexual, migrantes y residentes en 
el extranjero.30 

Referente a la conformación de los Congresos locales de las 32 entidades 
federativas en el país, tomando en consideración los resultados 2021 y suman-
do los de las dos entidades federativas (Quintana Roo y Coahuila) que tuvie-

23  Se consideraron únicamente candidaturas propietarias.
24  La Cámara de Diputados y Diputadas se compone de 300 diputaciones por el principio de mayoría relativa y 200 por el 
de representación proporcional.
25  Mayoría relativa (MR): 141 (47%) y representación proporcional (RP): 100 (50%).
26  MR: 159 (53%) y RP: 100 (50%).
27  MR: 148 (49.3%) y RP: 100 (50%).
28  MR: 152 (50.7%) y RP: 100 (50%).
29  En el proceso electoral 2020-2021, el número de mujeres indígenas diputadas aumentó, ya que de los 21 distritos elec-
torales federales indígenas, se eligieron a 12 diputadas federales indígenas por el principio de mayoría relativa, a compara-
ción de la integración de la legislatura actual (2018-2021) en donde de un total de 13, hubo tres mujeres (INE, s.f.). 
30  En acatamiento a las sentencias (SUP-RAP-121/2020 y SUP-RAP-21/2021) así como a algunos acumulados de la Sala 
superior del TEPJF, se elaboraron acuerdos para el proceso electoral 2020-2021, donde el INE aprobó cuotas para la eleccio-
nes de diputaciones federales personas indígenas (21 MR y nueve RP), con discapacidad (seis MR y dos RP), afromexicanas 
(tres MR y una RP), de la diversidad sexual (dos MR y una RP), migrantes y residentes en el extranjero (cinco RP) (INE, s.f.).
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ron elecciones en 2019 y 2020, respectivamente, se puede apreciar que de las 
28 entidades federativas con información disponible,31 en 1832 de ellas (64.3%) 
las mujeres legisladoras son mayoría33 en sus asambleas, y además en cuatro34 
(14.3%) se visualizan Congresos paritarios (50% hombres y 50% mujeres). Al 
comparar estos resultados con 2018 se aprecia que de un total de 27 entidades 
federativas que tuvieron elecciones para renovar sus Congresos locales, 1135 de 
estos (40.7%) se conformaron mayoritariamente de legisladoras, mientras 
que cuatro36 (14.8%) fueron paritarios (50% diputados y 50% diputados).

El poder judicial “tanto en el ámbito federal como en el local, es uno de 
los espacios de mayor rezago en lo que concierne al número de mujeres que 
ocupan las posiciones de mayor jerarquía, como Ministras, Magistradas y 
Juezas” (Inmujeres, 2020b, p. 41). Con relación a la presencia de magistra-
das en los tribunales electorales locales se advierte que 1337 estados (40.6%) 
cuentan con 50% o más de mujeres, tres38 (9.3%) tienen entre 39% y 49%, 
1239  (37.5%) entre 29% y 39%, una40 (3.1%) entre 29 y 19% y tres41 (9.3%) 
ninguna (Inmujeres, 13 de julio de 2020; Inmujeres, 2020a). Igualmente, 
21 entidades42 (66%) cuentan con mecanismos de género en los tribunales 
electorales de las entidades, en cambio, 1143 (34%) no cuentan con ellos (In-
mujeres, 13 de julio de 2020).

31  No se encontró en línea información de cuatro estados: Chiapas, Chihuahua, Hidalgo y Tamaulipas.
32 Con corte al 29 de julio de 2021, aún no existe información disponible en varios de los Organismos Públicos Locales 
de las entidades federativas. Específicamente, los Acuerdos referentes a la asignación de escaños para diputaciones de 
representación proporcional. Por lo que, los datos sobre la conformación de las mujeres en los Congresos se tomaron de los 
Programas Preliminares de Resultados Electorales Preliminares (PREP) y sobre todo de fuentes hemerográficas como son 
en los casos de: Baja California (Heras, Santos y Ocampo, 09 de junio 2021), Campeche (IEEC, 2021; Tribuna, 15 de junio de 
2021), Nayarit (Navarro, 29 de junio de 2021), Tlaxcala (Zempoalteca, 16 de junio de 2021), Veracruz (IEEV, 2021; García, 7 
de julio de 2021) y Yucatán (Moguel, 13 de junio de 2021). 
33 Aguascalientes (51.9%), Baja California (56%), Baja California Sur (57.1%), Campeche (57.1%), Ciudad de México 
(51.5%), Coahuila (60%), Colima (52%), Jalisco (63.2%), Michoacán (62.5%), Nayarit (56.7%), Oaxaca (59.5%),   Que-
rétaro (52%),  Quintana Roo (52%),  Sinaloa (57.5%), Sonora (57.6%), Tabasco (54.3%), Tlaxcala (52%) y Yucatán (56%).
34  Guerrero, Morelos, Nuevo León y Zacatecas. 
35  Aguascalientes (51.9%), Baja California Sur (57.1%), Campeche (51.1%), Chiapas (65%), Colima (56%), Hidalgo 
(53.3%), Morelos (70% diputadas), Oaxaca (54.8%), Querétaro (52%), Tabasco (51.4%) y Tlaxcala (60%).
36  Nuevo León, Ciudad de México, Guanajuato y Veracruz.
37  Baja California Sur, Chiapas, Colima, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, Michoacán, Morelos, Quintana Roo, San Luis Po-
tosí, Sinaloa, Tabasco y Tamaulipas.
38  Ciudad de México, Estado de México y Zacatecas.
39  Aguascalientes, Baja California, Campeche, Coahuila, Durango, Jalisco, Nuevo León, Oaxaca, Querétaro, Sonora, Ve-
racruz y Yucatán.
40  Nayarit.
41  Chihuahua, Puebla y Tlaxcala.
42  Baja California Sur, Campeche, Chihuahua, Ciudad De México, Coahuila, Estado de México, Guanajuato, Jalisco, Mi-
choacán, Morelos, Nuevo León, Oaxaca, Puebla, Querétaro, Quintana Roo, Sinaloa, Tabasco, Tlaxcala, Veracruz, Yucatán, 
Zacatecas.
43  Aguascalientes, Baja California, Chiapas, Colima, Durango, Guerrero, Hidalgo, Nayarit, San Luis Potosí, Sonora, Ta-
maulipas.
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Como se puede notar, cuanto mayor es el número de candidatas mayor 
es el número de mujeres electas. Lo que implica que esta reforma es un gran 
avance en nuestro país en el ámbito de la representación política y confor-
mación de los distintos órganos de gobierno, aunque quedan elementos pen-
dientes por avanzar, como es la paridad en el poder judicial. 

Es indudable que en los poderes legislativo y ejecutivo se percibe un pro-
greso sustancial para la democracia en nuestro país, en la última década ha 
aumentado significativamente la presencia de mujeres en la toma de decisio-
nes y la representación política. 

Sin embargo, aún tenemos retos por trabajar y avanzar, por un lado, se 
debe cuestionar la lógica propia del poder y la representación política natu-
ralizada en la masculinidad hegemónica. Lógica que sigue generando oposi-
ción. Las renuencias se vislumbran desde los altos niveles de violencia polí-
tica contra las mujeres en razón de género que vivimos en el acceso y en el 
ejercicio del poder (véase apartado siguiente), hasta actitudes de letargo y 
falta de voluntad política en muchas ocasiones por parte de actores políticos 
y partidos políticos para erradicar las asimetrías de género; un ejemplo de 
esto fue el proceso de armonización a nivel local de las reformas, tal fue el 
caso de la reforma de “Paridad en todo” que entre 

junio de 2020 y abril de 2021(...) los partidos promovieron acciones de in-

constitucionalidad contra las reformas aprobadas por los congresos locales 

en varias entidades federativas como Puebla, Baja California, Veracruz, 

Chiapas, Tlaxcala, Morelos, Tamaulipas, Querétaro y Guerrero. (Vázquez y 

Vázquez, 4 de marzo de 2021).

Por el otro lado, se debe analizar el hecho de que, aunque haya un mayor 
número de mujeres legisladoras o en la toma de decisiones, esto no signifi-
ca forzosamente que estas legislarán y ejecutarán tomando en consideración 
la agenda feminista. Es por esto que la discusión que queda pendiente en el 
ámbito de la representación es la diferencia entre lo que se entiende por re-
presentación descriptiva,44 frente a la sustantiva. 

La realidad es que estamos logrando una representación descriptiva, pero 
necesitamos adquirir una sustantiva, porque ésta es una propuesta directa-

44  La representación descriptiva en términos puntuales “se refiere al número y las características de los dirigentes polí-
ticos que acceden a los cargos” (Martínez y Garrido, 2013, p. 10). Pitkin (1985) explica que dichas características desem-
bocan en la idea de que un cuerpo representativo corresponda o asemeje con precisión aquello que representa, como un 
reflejo no distorsionado (p. 65). En otras palabras, la representación descriptiva se limita a la similitud, pero no existe un 
sentido de responsabilidad con la ciudadanía. 
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mente enlazada a la acción de quienes representan, es la “introducción de 
prioridades y de una agenda legislativa específica por parte de aquellos ele-
gidos para los puestos representativos” (Pitkin, 1985, p.152 citada en Martí-
nez y Garrido, 2013, p. 10).

En la representación sustantiva, las y los representantes aceptan una res-
ponsabilidad en la que deben dejar de actuar por sí mismos y deben comenzar 
a actuar por sus representadas y representados; se trata de poner en la agen-
da legislativa los intereses de quienes representan, recibir obligaciones y no 
sustituir a la ciudadanía, sino actuar conforme a esta. 

Violencia política contra las mujeres 
en razón de género

La violencia política contra las mujeres es una forma de violencia de género que 

se manifiesta en diversas esferas y ámbitos en el acceso y ejercicio del poder 

político por el hecho de ser mujeres. Su propósito es impedir, obstaculizar, 

restringir, vulnerar, afectar y/o evitar que estas a) participen y accedan a 

cargos públicos, buscando que se retiren de la contienda; y b) ejerzan ple-

namente las atribuciones referentes a sus cargos públicos o de represen-

tación política. A su vez, esta violencia puede ser producida y reproducida 

por diversas instituciones políticas y por los mismos sujetos. (Cárdenas y 

Hernández, 2020b, p.154).

En México, la primera iniciativa legislativa para tipificar este tipo de vio-
lencia se presentó en 2012 y a partir de ahí se presentaron más de cuarenta 
iniciativas (Vázquez y Vázquez, 5 de mayo de 2021), sólo entre 2015 y 2019 en 
ambas Cámaras se presentaron 22 iniciativas (RPAL, 2019).		

Paralelamente, en 2016, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federa-
ción (TEPJF) en conjunto con otras instancias45 aprobaron la primera versión del 
Protocolo para Atender la Violencia Política contra las Mujeres (PAVPM), misma 
que fue actualizada en 2017, desde entonces este tipo de violencia se enmarcaría 
en la violencia de género. En 2018, la Sala Superior del TEPJF emitió la jurispru-
dencia 21/2018, que fija los elementos para acreditar la existencia de violencia 
política de género que debe considerar en el acto u omisión, quien juzga.

45  Instituto Nacional Electoral (INE), Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos Electorales (Fepade), Subsecre-
taría de Derechos Humanos de la Secretaría de Gobernación (Segob), Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas (CEAV), 
Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (Conavim), Instituto Nacional de las Mujeres 
(Inmujeres) y la Fiscalía Especial para los Delitos de Violencia contra las Mujeres y Trata de Personas (FEVIMTRA). 
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En abril de 2020, se reformaron y adicionaron disposiciones en seis leyes 
generales, entre las que se encuentran: Ley General de Acceso de las Muje-
res a una Vida Libre de Violencia (LGAMVLV), Ley General de Instituciones 
y Procedimientos Electorales (LGIPE), Ley General del Sistema de Medios 
de Impugnación en Materia Electoral (LGSMIME), Ley General de Partidos 
Políticos (LGPP), Ley General en Materia de Delitos Electorales (LGMDE), 
Ley General de Responsabilidades Administrativas (LGRA); así como en dos 
leyes orgánicas, Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República y Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 

Estas modificaciones tuvieron como Cámara de origen la de Diputados 
y Diputadas y la revisora fue el Senado, además fue producto de la “alianza 
exitosa de activistas, políticas de todos los partidos, representantes electas y 
académicas, lo que se ha denominado como el movimiento amplio de muje-
res, conformado por organizaciones como ‘Mujeres en Plural’, ‘50+1’, entre 
otras” (Vázquez y Vázquez, 5 de mayo de 2021).

Es así que, entre los cambios más relevantes se visualiza, por ejemplo, que, en 
la LGAMVLV, se incluye a la violencia política contra las mujeres como una ma-
nifestación más de la violencia de género, se determina qué se entiende por esta, 
y se enumeran las conductas que podrían ser consideradas como una manifesta-
ción de este tipo de violencia (véase DOF, 13 de abril de 2020, Arts. 20 Bis y Ter). 

Asimismo, tanto para el INE como para los OPL se define que deberán in-
corporar la promoción de una cultura de la no violencia contra las mujeres, 
así como la incorporación de la perspectiva de género en el monitoreo a las 
trasmisiones sobre las precampañas y campañas electorales, y sancionar las 
conductas que impliquen violencia política contra las mujeres en razón de 
género (véase DOF, 13 de abril de 2020, Art. 48 Bis). 

En la LGIPE se menciona: 

5. Los derechos político-electorales, se ejercerán libres de violencia política 

contra las mujeres en razón de Género, sin discriminación por origen étni-

co o nacional, género, edad, discapacidades, condición social, condiciones 

de salud, religión, opiniones, preferencias sexuales, estado civil o cualquier 

otra que atente contra la dignidad humana o tenga por objeto anular o 

menoscabar los derechos y libertades de las personas. (Art. 5).

Además, se instituye que uno de los requisitos para obtener una senaduría 
o diputación es “no estar condenada o condenado por el delito de violencia 
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política contra las mujeres en razón de género” (DOF, 13 de abril de 2020, 
Art. 10, inciso g).  Queda instaurado que el INE deberá garantizar la paridad 
de género y los derechos humanos de las mujeres en el ámbito electoral y 
político (DOF, 13 de abril de 2020, Art. 30, inciso h). 

Igualmente, se definen medidas cautelares y procedimientos sancionado-
res (véase DOF, 13 de abril de 2020, Arts. 463 Bis y Ter). En la resolución de los 
procedimientos sancionadores, la autoridad resolutoria deberá considerar 
ordenar medidas de reparación integral, tomando en consideración: a) 
indemnización de la víctima, b) restitución inmediata en el cargo al que fue 
obligada a renunciar por motivos de violencia, c) disculpa pública y d) medi-
das de no repetición (DOF, 13 de abril de 2020, Art. 462 Ter).

En la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación se instituye que 
se podrán promover juicios por temas de violencia política contra las mujeres 
(DOF, 13 de abril de 2020, Art. 80, inciso h). 

En la LGPP, se dispone que los partidos políticos46 deberán garantizar la 
paridad en las candidaturas (DOF, 13 de abril de 2020, Art. 3, párrafo cuarto); 
asegurar la igualdad de condiciones la participación de mujeres y hombres 
en su vida interna, respaldar a las mujeres el ejercicio de sus derechos po-
líticos y electorales libres de violencia política, sancionar por medio de los 
mecanismos y procedimientos internos actos de violencia política contra las 
mujeres, así como garantizar la no discriminación por razón de género en la 
programación y distribución de tiempos del Estado (DOF, 13 de abril de 2020, 
Art 25, incisos s, t, u y w).

En la Ley General en Materia de Delitos Electorales se determinan las 
conductas de violencia política que se consideran delitos y sus respectivas 
sanciones que implican prisión y multas (véase DOF, 13 de abril de 2020, 
Art. 20 Bis).

Las modificaciones antes mencionadas en violencia política contra las 
mujeres tendrían efectos importantes tanto a nivel local como para las au-
toridades electorales (tanto jurisdiccionales como administrativas). A nivel 
local, en el proceso de armonización de las reformas electorales en este tema, 
Freidenberg y Gilas (2020), con corte al mes de septiembre de 2020, señalan 
que “la mayoría de las modificaciones realizadas a las normas se han centra-

46  Asimismo, se determina que en sus declaraciones de principios deberán promover la participación política en igualdad 
de oportunidades y equidad entre mujeres y hombres; promover, proteger y respetar los derechos políticos y electorales 
de las mujeres y definir mecanismos de sanción aplicables a quien o quienes ejerzan violencia política, así como establecer 
mecanismos de sanción para quienes ejerzan violencia política contra las mujeres (DOF, 13 de abril de 2020, Art 37, incisos 
e, f y g). Y en sus estatutos deberán considerar también mecanismos y procedimientos que garanticen la integración de 
liderazgos políticos de mujeres al interior del partido; así como mecanismos que garanticen la prevención, atención y san-
ción de la violencia política (DOF, 13 de abril de 2020, Art. 39, incisos f y g).
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do en las leyes para una vida libre de violencias y en las leyes electorales, que 
han sido reformadas por 23 y 21 estados” (p. 14).

En junio de 2020, la Sala Superior del TEPJF dictó sentencia en el juicio 
SUP-REC-91/2020 y acumulado, ordenando al INE “la emisión de linea-
mientos para la creación de un registro nacional de personas sancionadas 
por violencia política por razones de género” (SUP-REC-91/2020, 2020).  Por 
consiguiente, el INE acata la instrucción del TEPJF y en septiembre de 2020 
aprueba los Lineamientos para la Integración, Funcionamiento, Actualiza-
ción y Conservación del Registro Nacional de Personas Sancionadas en Mate-
ria de Violencia Política contra las Mujeres en Razón de Género.

Asimismo, el Consejo General del INE, en agosto de 2020, aprobó un 
Reglamento de Quejas y Denuncias en Materia de Violencia Política contra 
las Mujeres en razón de Género, reformándose y adicionándose diversas 
disposiciones del Reglamento Interior del INE. 

Como consecuencia de lo anterior y sumado a que el 

19 de octubre del presente año [2020], la Cámara de Diputados y Las Cons-

tituyentes CDMX dirigieron a la Comisión de Igualdad de Género y No Dis-

criminación del INE un escrito signado por diversas legisladoras del ámbito 

federal, local, regidoras, organizaciones feministas, activistas de derechos 

humanos y ciudadanas de las entidades federativas del país para solicitar 

la inclusión de un mecanismo que vele por la implementación de la pro-

puesta 3 de 3 contra la violencia, consistente en que las y los aspirantes a 

una candidatura no se encuentren en ninguno de los supuestos (Acuerdo 

INE/CG517/2020, p. 3). 

En octubre de 2020, estos tres supuestos47 quedaron asentados en el artí-
culo 32 de los Lineamientos para que los Partidos Políticos Nacionales y, en su 
caso, los Partidos Políticos Locales, Prevengan, Atiendan, Sancionen, Reparen 
y Erradiquen la Violencia Política contra las Mujeres en Razón de Género. 

A pesar de los importantes progresos que se distinguen en el trabajo legis-
lativo sobre la violencia política contra las mujeres, esta va al alza. De acuerdo 
con información del INE (véase INE, 23 de junio de 2021) entre abril de 2020 y 

47  “I. No haber sido persona condenada, o sancionada mediante Resolución firme por violencia familiar y/o doméstica, o 
cualquier agresión de género en el ámbito privado o público.  II. No haber sido persona condenada, o sancionada mediante 
Resolución firme por delitos sexuales, contra la libertad sexual o la intimidad corporal. III. No haber sido persona conde-
nada o sancionada mediante Resolución firme como deudor alimentario o moroso que atenten contra las obligaciones 
alimentarias, salvo que acredite estar al corriente del pago o que cancele en su totalidad la deuda, y que no cuente con 
registro vigente en algún padrón de deudores alimentarios” (INE, 28 de octubre de 2020, Art. 32).
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junio de 2021, el número de quejas recibidas48 –por medio de la Unidad Téc-
nica de lo Contencioso Electoral (UTCE)– fue de 134, a diferencia de las 47 
que se recibieron entre 2017-2018, es decir, aumentaron 285%. 

Al respecto, el Registro Nacional de Personas Sancionadas (RNPS) en 
materia de Violencia Política en Razón de Género (VPRG) del INE (2021a) 
actualmente (con corte al 8 de julio de 2021) posee 72 registros, de los cuales 
64 personas están sancionadas,49 es decir, el 88.8%. De estas 64 personas 
sancionadas, 11 son mujeres (17.1%) y 53 son hombres (82.9%).

Sumado a lo anterior, la Observatoria Ciudadana Todas Mx50 manifes-
tó que durante los procesos electorales 2020-2021 con corte al pasado 31 de 
mayo, de los 35 asesinatos a candidatos, 21 candidatas (60%) fueron ase-
sinadas (San Martín, 1º de junio de 2021). De igual modo, señalaron que el 
“80% de los casos de violencia política contra las mujeres en razón de género 
han ocurrido a nivel municipal, 15% a nivel estatal y 5% a nivel federal” (San 
Martín, 1º de junio de 2021). 

En sintonía con la información anterior, el Cuarto Informe Etellek (5 de 
mayo de 2021), indica que el número de aspirantes que declinaron su can-
didatura tras recibir “amenazas, agresiones y constantes violencias” fue de 
17 personas, de las cuales seis fueron mujeres (35.3%) y 11 hombres (64.7%). 
Asimismo, las agresiones de los procesos electorales 2020-2021 se elevaron 
un 17.5% respecto al periodo 2017-2018,51 con 310 agresiones a mujeres (36%) 
de un total de 910 (Etellek, 5 de junio de 2021). 

Frente a este panorama de violencia política contra las mujeres, organis-
mos internacionales han hecho recomendaciones a México, tal es el caso de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), la cual hizo un lla-
mado al Estado mexicano a “prevenir la violencia garantizando medidas de 
protección y seguridad, así como a adelantar las investigaciones pertinentes 
con el objetivo de asegurar los derechos políticos” (Redacción, 28 de mayo 
de 2021).

48  Los estados con más quejas variaron de un proceso electoral a otro, pues en el proceso electoral 2017-2018, Puebla 
tuvo el primer lugar con 15 denuncias, después Coahuila con 11 denuncias, y en tercer lugar, Colima, Nuevo León y Oaxaca 
con ocho denuncias cada uno (INE-AMCEE, 2018). Para el proceso electoral 2020-2021, las entidades con más quejas fue-
ron: Estado de México con 14; Ciudad de México con nueve; y San Luis Potosí, Jalisco y Veracruz con ocho quejas cada uno 
(INE, 23 de junio de 2021).
49  Se indica que los estados con el mayor número de sanciones son Veracruz con 22 (35.4%), Oaxaca con 19 (30.6%) y 
San Luis Potosí con cinco (8%). El cargo con mayor número de sanciones son los presidentes municipales con 21 (33.9%). 
El número más alto de víctimas que ocupaban cargos fueron 29 regidoras municipales (46.8%) (INE, 2021a, con corte al 5 
de julio de 2021).
50  Agrupación integrada por 154 organizaciones feministas.
51  774 agresiones a políticos y candidatos.
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Consideraciones finales

Ambas reformas son fundamentales, e innegables sus efectos positivos en el 
impulso y protección de los derechos político-electorales de las mujeres en 
nuestro país. La reforma “Paridad en todo” de 2019 muestra efectos claros y 
visibles en el incremento de las mujeres en espacios de representación política 
y de toma de decisiones a nivel federal y local. Alza que ya venía avanzando de 
forma relevante desde la reforma de 2014 y que, desafortunadamente, ha ido 
acompañada del crecimiento de la violencia política contra las mujeres.

La reforma de abril de 2020 enmarca a esta violencia en la violencia de gé-
nero y, al definirlo en la ley, desnormaliza y deslegitima esas conductas y com-
portamientos patriarcales al interior de los partidos políticos y de las propias 
instituciones políticas electorales. La complejidad de solución no es por falta 
de avance en esta agenda por parte de estas organizaciones, más bien radica 
en que lo formal-legal se transforme en voluntad y práctica política feminista.

La visibilización del problema de la violencia política contra las mujeres 
en razón de género es una situación que ya estaba ahí y que, como se señaló, 
se sigue recrudeciendo conforme las mujeres vamos ganando presencia en 
ese espacio público, el cual por derecho también es nuestro. 

Estamos frente a un problema de justicia, de 

paridad de participación. De acuerdo con esta interpretación democráti-

ca radical del principio de igual valor moral, la justicia exige disposiciones 

sociales que permitan a todos participar como iguales en la vida social. Su-

perar la injusticia significa desmantelar los obstáculos institucionales que 

impiden a algunas personas participar a la par que otras, como interlocu-

tores plenos en la interacción social (Fraser, 2015, p. 225). 

Sigue hacer frente a las renuencias y terminar con la predominancia de las 
reglas no escritas sobre lo legal-formal, que lo formal-legal se instituciona-
lice, se vuelva también regla no escrita, porque el patriarcado y el machismo 
aún se encuentran profundamente arraigados52 en nuestro país. 

Las mujeres necesitamos una representación política sustantiva y para al-
canzarla primero requerimos estar en los espacios de deliberación y toma de 
decisiones y, sobre todo, que esos espacios sean libres de violencia. El impul-
so de lo anterior justamente es lo positivo de estas reformas. 

52  La violencia de género en nuestro país persiste, su forma más extrema, el feminicidio, sigue ocurriendo todos los días, 
en este año han sido asesinadas en el país en promedio 11 mujeres al día (véase SSyPC-SE, 31 de mayo de 2021).
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Finalmente, es primordial afirmar que no se puede hablar de democracia 
en un país donde no exista la pluralidad y diversidad. En pocas palabras, no 
hay ni habrá democracia sin las mujeres participando, actuando y tomando 
decisiones en el espacio público.  
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La paridad: una tarea pendiente
Verónica Beatriz Juárez Piña1 

Introducción

Porque las mujeres constituyen la mitad de las inteligencias y de las ca-

pacidades potenciales de la humanidad y su infra-representación en los 

puestos de decisión constituye una pérdida para el conjunto de la sociedad.

Declaración de Atenas, 1992.

La edificación del sistema patriarcal, el cual históricamente ha justifica-
do la limitación de los derechos de las mujeres y ha creado todo un en-
tramado social que atribuye los roles sociales en función de su género, 

fue la tarea que ocupó a la humanidad durante los últimos cinco siglos. 
Sin embargo, a partir de la segunda mitad del siglo XIX, el movimiento 

feminista irrumpió en la escena política del mundo para poner de manifiesto 
que la mitad de los seres humanos aspirábamos a un nuevo orden social en 
el que las diferencias entre mujeres y hombres fueran borradas y en el que, 
hombro con hombro, uno al lado de la otra, construyamos una nueva socie-
dad, equitativa, igualitaria y justa en la que la paridad no sea más una tarea 
pendiente. 

Hemos dado los primeros pasos. Sigamos fabricando un futuro nuevo. 
Este capítulo tiene por objeto, el análisis de las consecuencias legales que de-
rivan de la reforma constitucional del 6 de junio de 2019, así como esbozar, 
a grandes rasgos, hacia dónde creemos que debe encaminarse la legislación 
que de ella derive, como un aporte que oriente los trabajos de quienes asuman 
la estafeta feminista en la Cámara de Diputados.

La reforma constitucional

El 6 de junio de 2019 fue publicada, en el Diario Oficial de la Federación, la 
reforma constitucional en materia de paridad entre los géneros, por la que 
se modificaron nueve artículos de la Constitución Política que nos rige. No 

1  Licenciada en Derecho por la Universidad de Guadalajara y maestrante en Derechos Humanos y Democracia en Facultad 
Latinoamericana de Ciencias Sociales, México. Diputada Federal en la LXII Legislatura donde ocupó la presidencia de la Co-
misión de Derechos de la Niñez. Actualmente es Diputada Federal y Coordinadora del Grupo Parlamentario del PRD en la 
LXIV Legislatura del Congreso de la Unión. veronica.juarez@diputados.gob.mx 
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es, con mucho, la reforma que ha cambiado el mayor número de artículos 
constitucionales; no obstante, sí es, desde nuestra perspectiva, la que mayor 
trascendencia tiene para la democracia en nuestro país en los últimos años. 
Mucho hemos escuchado respecto a la importancia de esta reforma para las 
mujeres, a pesar de ello, como hemos sostenido en múltiples espacios, la re-
forma no ha sido totalmente entendida en sus alcances respecto a lo que re-
presenta para el régimen político y el Estado mexicano.

El feminismo en México, al igual que el europeo y el latinoamericano, du-
rante la última década del siglo XX y lo que va del XXI, ha cuestionado “la 
legitimidad de una democracia en que la mayoría de sus instituciones re-
presentativas excluye a las mujeres, no legalmente pero sí de hecho” (Cobo, 
2002, p. 30). 

Es por ello que, la paridad representa la continuación de las luchas su-
fragistas, como expresión del reconocimiento de la ciudadanía y de las cuo-
tas de género para garantizar la participación política de las mujeres, intro-
duciendo el principio paritario en los textos constitucionales y legales. Esto 
con el objetivo de generar un instrumento que nos conduzca a la igualdad, 
alterando la jerarquía de género en el ejercicio del poder político, ya que es 
precisamente en los espacios de decisión pública en donde no se refleja la 
participación cada vez más intensa de las mujeres en todos los ámbitos de 
la vida de la sociedad.

Según Cobo (2002), la idea de igualdad que deriva de las teorías jusna-
turalistas de la Ilustración y que dará origen al Estado moderno garantiza la 
plenitud de derechos protegidos por el Estado para todos aquellos que son 
considerados iguales entre sí.2 Lo anterior obligó a los teóricos de la igual-
dad a generar un estatus ontológico de subordinación de las mujeres para 
justificar su exclusión, postulando una “normatividad femenina basada en 
el férreo control sexual, la domesticidad, la exaltación de la maternidad y la 
sumisión al esposo, todo ello en el contexto de la familia patriarcal” (Cobo, 
2002, p. 33). Es decir que, toda la teoría de la democracia constitucional ba-
sada en la igualdad pero que ha alienado a las mujeres como grupo social 
deriva en su opresión, perpetuando las relaciones de dominación/subordi-
nación, “convirtiendo una diferencia sexual en una diferencia política” (Se-
villa, 2004, p. 1). En otras palabras,

2  Ferrajoli (2016) señala que “los seres humanos son entre ellos “iguales” en cuanto que en el modelo de la diferenciación 
se identifican, exclusivamente, con los sujetos masculinos, ciudadanos, blancos, alfabetizados y propietarios, y en el mo-
delo de la homologación, en cuanto a estos últimos se homologuen o asimilen también las mujeres, los no ciudadanos, los 
negros, los analfabetas y similares” (p. 9).
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el constitucionalismo en particular, y el derecho en general, son definitivos 

en la distribución de poder y de los recursos sociales. Por tanto, el derecho 

es un verdadero vehículo de poder social que genera escenarios de resis-

tencia mientras reproduce el statu quo (Frug, 2006; Jaramillo, 2013). En 

esa medida, tiene una autonomía relativa frente a la determinación de la 

estructura de desigualdad de distribución de poder (Buchely, 2014, p. 86).

Si, como afirma Ferrajoli,

(…) el principio de igualdad, tal y como ha sido proclamado en la Declara-

ción de los derechos de 1789 y después en todos las cartas constitucionales, 

admite también –a pesar de la representación simbólica de tipo masculino 

que se ha apoyado durante mucho tiempo en su espaldas– una interpre-

tación completamente diferente (…) no como tesis descriptiva, sino preci-

samente como principio normativo; no como aseveración, sino como pres-

cripción; no en términos de “ser”, sino en términos de “deber ser” (…) Esto 

significa que desde aquel entonces la igualdad ya no es un hecho, sino un 

valor; no una aseveración, sino una prescripción: establecida normativa-

mente precisamente porque se reconoce que, de hecho, los seres humanos 

son diferentes y, consecuentemente, se quiere impedir que sus diferencias 

constituyan factores de desigualdad (Ferrajoli, 2016, pp. 10-11).

Entonces,

La paridad puede ser fundamentada como el establecimiento de la autén-

tica universalidad hurtada por el patriarcado. Desde este punto de vista, la 

paridad sería una estrategia orientada a restablecer la igualdad y la liber-

tad que prometieron a la humanidad los teóricos de la democracia moder-

na (…) La paridad, como una de las formas que pueden allanar el camino 

a la realización de la igualdad, no sería un principio -el principio, como 

horizonte regulativo, sería la universalidad- sino una estrategia orientada 

a ampliar la libertad, igualdad y autonomía de las mujeres en sociedades 

patriarcalmente estratificadas. La paridad, pues, se inscribiría en el ámbito 

de las políticas de igualdad. (Cobo, 2002, p. 38).

Por todo lo anterior, la reforma constitucional en materia de paridad 
entre los géneros constituye no sólo una herramienta para acercarnos a 



48

la igualdad como principio universal de los derechos humanos, sino que 
encarna una reformulación fundamental del Pacto fundacional del Estado 
mexicano. Debido a que reconoce su obligación para generar las condicio-
nes que permitan a las mujeres participar equitativamente en las institu-
ciones con el objeto de revertir los actos discriminatorios que han hecho de 
ellas un grupo marcado por relaciones históricas de dominación-subordi-
nación, cuyo fundamento subyace en razones sociales, económicas y cul-
turales que sostienen el dominio masculino, en otras palabras, que nos 
permita atender el

verdadero problema, el que requiere intervenciones precisas e imaginación 

jurídica, [en] la elaboración de un garantismo de las diferencias de género 

que sirva de hecho para la realización de la igualdad en su sentido más 

amplio posible (Ferrajoli, 2016, p. 26).

Las reformas legales necesarias

La trascendencia de la reforma constitucional en materia de paridad en-
tre los géneros, como señalábamos, debe permear al entramado legal para 
poder tener una implementación a partir de las obligaciones que deriven 
para las autoridades, así como de los derechos que se materialicen para las 
personas. 

Debemos señalar que estas reformas no sólo deben atender la problemá-
tica en el sector público, sino también avocarse a establecer reglas parita-
rias de participación en el sector privado. Aunque se ha avanzado de manera 
parcial, tanto en la Cámara de Diputados como en la Cámara de Senadores 
sin que, a la fecha, se haya aprobado ninguna reforma legal en ambas Cá-
maras; se ha perdido de vista que las reformas legales deben desarrollar los 
preceptos y no limitarse a repetir lo que se dice en el texto constitucional.

Es importante resaltar que estas reformas deberán tener un objetivo 
común que se puede sintetizar como el establecimiento de las condiciones 
idóneas para garantizar el ejercicio paritario del poder institucional. A pe-
sar de ello, en primer término, para generar las condiciones en las cuales las 
mujeres pueden participar de la vida pública, como proyecto de vida, inde-
pendientemente de sus condiciones personales y tomando en consideración 
los factores que influyen para inhibir esa participación. Es por ello impres-
cindible tomar en consideración que
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El problema de la participación de las mujeres no se plantea en los niveles más 

bajos de la administración o en aquellos trabajos que se consiguen por medio de 

pruebas objetivas, sino que su ausencia se manifiesta inversamente proporcio-

nal a medida que los procesos de selección dependen de criterios discrecionales 

y en tanto en cuanto los puestos a ocupar se elevan en la escala social. Para todo 

ello es necesaria la colaboración de los hombres mediante su incorporación a la 

vida privada, y su solidaridad en la vida pública (Sevilla, 2004, p. 3).

Dicho de otro modo, las y los legisladores deben establecer lineamientos 
normativos que compensen las carencias paritarias en las instituciones para 
superar las desproporciones explícitas que se presentan entre los géneros, 
pero que, al mismo tiempo, generen las condiciones para que todas las per-
sonas, independientemente de sus necesidades particulares, puedan acceder 
a todos los puestos y niveles de mando, paritariamente. 

En otras palabras, como con las cuotas electorales de género, se deben es-
tablecer medidas de acciones afirmativas

fundadas en el sexo para superar la situación de desigualdad de origen histó-

rico alejándose de la idea simplista de que cualquier diferenciación normati-

va basada en el sexo (como categoría sospechosa) es por ello discriminatoria 

(Sevilla, 2004, p. 3).

No hacerlo de esta manera perpetúa la discriminación, es decir, el instru-
mento legal, contrariamente a lo que señala el Artículo Primero Constitucio-
nal, establecería un piso igual para desiguales acentuando las inequidades, 
por lo que la legislación debe encaminarse a solventar estas desigualdades 
con el objeto de generar las condiciones en las que disminuyan las brechas de 
desigualdad, tal como señala Sevilla (2004) cuando afirma

las acciones positivas son iniciativas y programas concebidos para aumen-

tar las oportunidades de grupos desfavorecidos. Las acciones positivas son 

feudo de la constatación de que no sólo es necesario garantizar la igualdad 

sino también luchar contra la reproducción de actitudes tradicionales que 

impiden que la igualdad de oportunidades se realice. Apuntan más allá de 

la simple garantía de derechos, corrigiendo situaciones que impiden -en el 

caso que nos ocupa- a las mujeres aspirar a los mismos puestos en el tra-

bajo o en el acceso a órganos de decisión que los hombres (p. 4).
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En otros términos, las reformas institucionales deberán establecer, pri-
meramente, reglas que generen la inclusión de las mujeres en sus órganos 
de dirección y en toda la estructura administrativa, sin importar si las desig-
naciones se producen de manera directa o se hacen por concurso. Adicional-
mente, en aquellas instituciones que posean un servicio civil de carrera, este 
deberá estar integrado también de manera paritaria. 

Los concursos de ingreso y promoción, así como las designaciones di-
rectas deberán estar diseñados para solventar las carencias paritarias. Ex-
plicándonos, si una dependencia tiene un consejo de dirección integrado por 
nueve personas que, en la actualidad son siete hombres y dos mujeres, los 
tres nombramientos siguientes deberán recaer en mujeres y, posteriormen-
te, deberán alternarse entre un hombre y una mujer. 

En el mismo ejemplo, si esta dependencia tiene a su cargo una estructura 
administrativa en la que existen disponibles 10 puestos de jefe de unidad de-
partamental, estos no deberán ser asignados cinco y cinco, sino que deberá 
hacerse en función de los jefes de unidad departamental que se encuentren en 
funciones y solventar, de esta manera, las carencias paritarias. 

En este orden de ideas, si existen en funciones ocho jefes de unidad de-
partamental, de los cuales seis son hombres y dos mujeres, los diez puestos 
disponibles deberán ser asignados a siete mujeres y dos hombres para que, 
en el balance final, el número de jefes de unidad sea de 18, nueve hombres y 
nueve mujeres. Es el mismo caso de las convocatorias para el servicio civil de 
carrera que deberá ir solventando las carencias paritarias conforme se vayan 
generando las convocatorias correspondientes.

Adicionalmente, las reformas institucionales deberán garantizar que, los 
nombramientos de las personas encargadas de dirigir los órganos y depen-
dencias recaigan alternadamente en un hombre y una mujer. Dicho de otra 
forma, si hoy el Fiscal General de la República es un hombre, el Presidente de 
la República y la Cámara de Senadores –en el esquema constitucional vigente 
para el nombramiento– deberían tomar las previsiones necesarias para que 
el nombramiento subsecuente recaiga en una mujer. Esta situación debería 
replicarse también en todos los órganos autónomos y dependencias de la Ad-
ministración Pública Federal.

Pese a lo anterior, las y los legisladores deben tomar en consideración la si-
tuación específica de las mujeres en cada uno de los ámbitos de la vida pública. 
Según el Reporte Global sobre la Brecha de Género 2021 del Foro Económico 
Mundial (WEF, por sus siglas en inglés), en el sector económico de nuestro país 
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la participación de las mujeres es persistentemente baja, ya que sólo el 49% 
de las mujeres adultas se encuentran en el mercado laboral y más de un tercio 
(36.7%) de las empleadas desempeñan funciones a tiempo parcial. 

En cuanto a las brechas de género relacionadas a las responsabilidades 
que son encomendadas a las mujeres en el sector privado, podemos encontrar 
que, según se incrementa su antigüedad, sólo el 35.9% del personal gerencial 
son mujeres y cuando ascienden en la escala jerárquica, únicamente el 14.6% 
de las empresas tienen una mujer como gerente superior, lo que agrava la 
brecha salarial.

Datos del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) nos indican 
que cuatro de cada diez medianas y pequeñas empresas (las cuales emplean a 
casi tres millones de personas en nuestro país) son propiedad de una mujer. 
Lo que significa que las mujeres empresarias representan el 16% del total del 
sector empresarial, aportando el 37% del Producto Interno Bruto (PIB). 

En el mismo sentido, las empresarias cuentan con un mayor nivel de pre-
paración escolar en comparación con los hombres. Los puestos directivos de 
las grandes empresas mexicanas son asignados a los hombres y ellas ocupan 
el 31% de los puestos de alta dirección en México, aunado a que las mujeres 
integran únicamente el 7% de sus juntas directivas.  

En este contexto, al analizar la situación de las mujeres en la ciencia, to-
mando en consideración la conformación del Sistema Nacional de Investiga-
dores (SNI) del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (CONACyT),

En su fundación, en 1984, el SNI tenía 1,386 miembros, de los cuales 283 

eran mujeres; es decir, 20.41% de los investigadores nacionales con los que 

se fundó el sistema eran mujeres. Treinta años después, en 2014, el total de 

miembros del SNI es de 21,359 investigadores y de ellos 7,444 son mujeres 

que representan 34.85% del total de investigadores nacionales. Dicho de 

otro modo, en treinta años de existencia del SNI el crecimiento [de partici-

pación de las mujeres] fue de apenas 14.44%, lo que implica un crecimiento 

anual de 0.48% (Mendieta, 2015, p. 209).

Más grave aún resulta lo que señala Cárdenas (2015), quien indica que 
en el SNI 

la presencia de las mujeres se debilita conforme al paso jerárquico entre un 

nivel y el siguiente, las mujeres representan 39% de los candidatos, pero su 
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proporción baja a 34.6% en el nivel I, a 28.5% en el nivel II al punto de sólo 

representar 18.6% en el nivel III.

Estos son solamente un par de ejemplos de los aspectos que las y los legis-
ladores deben atender al momento de elaborar las reformas legales. Sin em-
bargo, la tarea legislativa no se agota en este rubro. Señalábamos al principio 
de este parágrafo que las y los legisladores, además de crear los lineamientos 
institucionales para la participación de las mujeres, deben generar las condi-
ciones para esta, independientemente de su situación personal y tomando en 
consideración los factores que influyen en su inhibición.

Para ello, deben establecerse redes de apoyo paralelas, institucionales y 
familiares que permitan que las mujeres puedan participar en la vida públi-
ca sin ningún impedimento. Nos estamos refiriendo en específico a factores 
que, independientemente de las condiciones en el ámbito laboral, inciden 
para disminuir esta participación. 

El Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social 
(Coneval) ha señalado que uno de los factores por los que las mujeres no 
pueden participar plenamente en el desarrollo es el número de horas que 
ellas dedican para el trabajo doméstico o de cuidados no remunerados. 
Esta situación se ha visto agravada por la pandemia de la Covid-19. Según 
el Coneval, el

promedio a nivel nacional de este trabajo de cuidados se ubicó en 27.8 ho-

ras semanales para las mujeres y 15.2 para los hombres. En cuanto a los 

quehaceres domésticos las mujeres dedicaron entre 2.2 y 3.2 veces más, 

presentándose las brechas más amplias en situación de pobreza. A nivel 

nacional, ellas destinaron en promedio 22.0 horas semanales, mientras 

que ellos dedicaron 8.2 horas. Entre 2008 y 2018, las horas destinadas a 

las tareas de cuidados no remunerados aumentaron más en las mujeres en 

situación de pobreza (4.4 horas) respecto de las mujeres que no se encon-

traban en situación de pobreza (3.7 horas) (8 de marzo de 2021).

En tal sentido, el Coneval realiza las recomendaciones siguientes:

• La inserción al mercado de trabajo coadyuvará al empoderamiento eco-

nómico de las mujeres en la medida en que no se enfrenten a empleos pre-

carios y a las expresiones de discriminación y exclusión laborales por razón 
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de género. En este sentido, la autonomía económica ha sido limitada para 

diversos grupos de mujeres aun siendo partícipes del trabajo remunerado.

• Fomentar y crear condiciones para una mayor corresponsabilidad del 

trabajo doméstico entre los sexos, ya que la sobrecarga de éste en las muje-

res representa una limitante estructural para su participación en el trabajo 

remunerado.

• Vincular la escolarización de las mujeres con las demandas de los mer-

cados laborales y promover una mayor presencia de las mujeres en áreas 

donde tradicionalmente predomina la presencia de hombres, como la 

ciencia, las matemáticas, la tecnología y la ingeniería.

• Aumentar la participación laboral de las mujeres.

• Eliminar la brecha salarial por razón de sexo.

• Erradicar las acciones discriminatorias por razón de maternidad y las 

que originan que las mujeres laboren en trabajos más precarios (8 de 

marzo de 2021).

En ese orden de ideas, su atención es por demás urgente debido al agrava-
miento de las desigualdades de género y la pobreza producto de la pandemia 
de la Covid-19. 

La feminización de la pobreza es un fenómeno observable, 

las mujeres desempeñan un papel preponderante en las responsabilidades 

del hogar y del cuidado de otros miembros de la familia, lo que trae como 

consecuencia una baja participación en el mercado laboral y cuando parti-

cipa lo hace mayormente en la informalidad y con salarios inferiores a los 

masculinos, colocándola en una situación de gran vulnerabilidad (Rodrí-

guez-Gómez, 2012). 

En el hogar, los hombres son quienes deciden las prioridades de gasto y 
quedan relegadas a tercero o cuarto lugar las necesidades particulares de las 
mujeres, generando mayor pobreza de estas al interior del hogar. 

En este tenor, se aprecia un aumento entre 8.9 y 9.8 millones de perso-
nas con un ingreso menor a la línea de pobreza por ingresos, derivado de la 
crisis sanitaria, que dará como resultado un aproximado de 70.9 millones de 
personas en situación de pobreza por ingresos (el 56.7% de la población), lo 
que afectará en mayor medida a las mujeres. Por lo que, resulta indispensable 
no solamente incrementar los recursos destinados a disminuir las brechas de 
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desigualdad en razón de género, sino hacer más eficiente el impacto de las 
políticas públicas que se implementan con ellos.

Eficiencia y eficacia en el ejercicio del gasto deben ser los principios fun-
damentales que rijan en los presupuestos para la igualdad entre mujeres y 
hombres. Debemos señalar que, aunque el monto presupuestal de los recur-
sos destinados a este rubro ha ido en aumento constante, también debemos 
indicar que existe opacidad en la aplicación de estos recursos (no tienen una 
evaluación objetiva).

Como resultado final hemos observado el incremento en la pobreza de las 
mujeres y en la violencia de género. Tal como lo señala Sauri (2020), es

prioridad preservar en el Anexo 13 [Erogaciones para la igualdad entre 

mujeres y hombres], su criterio de “progresividad” presupuestal previsto 

en la ley, para la toma de decisiones y, en su caso, de re-orientación del 

gasto público. En especial, en aquellas políticas y acciones afirmativas des-

tinadas a erradicar la violencia contra las mujeres y las niñas y orientadas 

a enfrentar la emergencia nacional de feminicidios (p. 41).

Consideraciones finales

Según el Reporte Global sobre la Brecha de Género 2021 (WEF), de continuar 
al ritmo actual, las brechas quedarán zanjadas en 52.1 años en Europa, 61.5 
años en Norteamérica y 68.9 años en América Latina y el Caribe. 

En México hemos iniciado el camino hacia la igualdad, a través de una re-
forma constitucional que garantiza la paridad entre los géneros. Hacen faltan 
las reformas legales que vivifiquen la aplicación de este principio fundamen-
tal y nos acerquen día a día a la eliminación de las desigualdades que hieren 
profundamente el ejercicio libertario y autónomo de los derechos universales 
de las mujeres en nuestro país. Será tarea de todas y todos, exigirlas y mate-
rializarlas para la construcción de una sociedad más justa.
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Anotaciones para el análisis comparado 
de las reformas institucionales para la igualdad 

de género en América Latina
Irais Moreno López1

Introducción

En las últimas décadas, la agenda de género se ha consolidado en múlti-
ples aspectos de la vida social y política de las mujeres a nivel mundial. 
Específicamente, los últimos años se han caracterizado por la visibili-

zación y promoción de forma creciente de la agenda de género tanto a través 
de los medios de comunicación (Fernández, 2016) como en el aspecto insti-
tucional; particularmente, en el rediseño institucional considerado desde las 
reformas legislativas.

En este capítulo abordaremos de forma breve algunos de los principales 
avances y fortalezas de lo anterior, comparando la renovación institucional 
en diferentes lugares de la región de América Latina. Asimismo, encontrare-
mos las áreas donde la agenda de género presenta mayor rezago, consideran-
do que América Latina y el Caribe integran la región más desigual del mundo 
(Cepal, 2019). 

Cabe mencionar que las desigualdades en razón de género agravan 
la condición de las mujeres tanto en la representación y participación 
política como en el mercado laboral y, por ende, esta agudización de las 
desigualdades implica peores condiciones para las mujeres en el continente 
(Rodríguez, 2019).

La perspectiva comparada tiene como propósito arrojar luz, matices y dife-
rencias entre procesos sociopolíticos paralelos que, en una región como Amé-
rica Latina no sólo son pertinentes, sino que revisten la mayor importancia en 
tanto la historia y cultura comunes. Retomando las ideas de Badie y Hermet 
(1993), politólogo y comparatista francés, haremos también énfasis en los 
procesos históricos latinoamericanos que preceden y forman el contexto de las 
reformas para la igualdad de género. La perspectiva comparada no está com-
pleta sin la mirada histórica.

1  Candidata a Doctora en Ciencias Políticas y Sociales (orientación en Ciencia Política) por la Universidad Nacional Autó-
noma de México; Maestra en Estudios Sociales y Políticos y Licenciada en Relaciones Internacionales por la UNAM. Profe-
sora de la Licenciatura en Ciencias Políticas y Administración Pública en la Universidad Iberoamericana Ciudad de México y 
en la Universidad Nacional Autónoma de México desde 2013. irais.moreno@politicas.unam.mx
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Partimos del contexto nacional mexicano y el trabajo en la última legis-
latura que puede darnos un hilo argumentativo que enriquece la discusión 
respecto al quehacer en términos de género para recorrer algunos de los prin-
cipales hitos del rediseño institucional y legislativo en particular en países la-
tinoamericanos. En primer lugar, Argentina, que como lo escriben Caminotti y 
Cogliano (2019) fue el primer país en el mundo que adoptó una ley de cuotas de 
género; y a excepción de Cuba y Guatemala, “desde entonces, prácticamente 
todos los Estados latinoamericanos han establecido normas que exigen la in-
corporación de mujeres en las candidaturas a los cargos de elección popular, 
posicionando la región en la vanguardia internacional” (p. 206).

Paridad: un breve panorama regional

Aunque la región latinoamericana sea estadísticamente la más desigual del 
mundo, sobre todo en lo que a concentración de la riqueza se refiere, además 
del histórico rezago en cuanto a la participación política de las mujeres, las 
últimas décadas han visto un gran activismo reformista (Freidenberg y Došek 
en Casas-Zamora, Vidaurri, Muñoz-Pogossian y Chanto, 2016) incluyendo 
reformas con perspectiva de género. 

Desde 1991, se han realizado 37 cambios en 17 países [de América Latina] 

para establecer algún tipo de medida (Freidenberg y Lajas-García 2017), 

incrementando progresivamente los porcentajes de exigencia en las candi-

daturas, fortaleciendo y perfeccionando los elementos incluidos en la cuota 

(nivel de sanción, mandato de posición, principio de competitividad, entre 

otros) e incluso llegando a adoptar la paridad  vertical para la conformación 

de las listas legislativas plurinominales (como ha ocurrido en Bolivia, Méxi-

co, Costa Rica, Ecuador, Nicaragua, Honduras y Argentina) y la paridad ho-

rizontal en las candidaturas uninominales (México y Costa Rica). El moni-

toreo constante y la presión para la implementación de las reformas, tanto 

desde la academia, la sociedad civil, los organismos intergubernamentales 

o la cooperación internacional, han permitido ir perfeccionando los instru-

mentos institucionales para mejorar la representación política (Caminotti y 

Freidenberg, 2018, pp. 8-9).

El cambio desde las instituciones resulta fundamental para promover la 
igualdad de género y la representación y participación política de las mujeres. 



59

En principio, las reformas se enfocaron en la cuota de género, que como ex-
plicaremos más adelante supone apenas un inicio para fortalecer el carácter 
de la participación política de las mujeres.

Las “cuotas” o “cupos” para las mujeres son una forma de acción afirma-

tiva admitida en diferentes países del mundo para superar los obstáculos 

que les impiden ingresar en la política de igual modo que sus pares mas-

culinos (Larserud y Taphorn, 2007, p. 9). Constituyen medidas compen-

satorias y redistributivas tendientes a revertir situaciones de desigualdad 

(Tula, 2015, p. 11).

Encontramos aquí una relación dialéctica entre lo que podemos llamar 
avances y los desafíos para garantizar la representación política femenina, 
pues mientras los avances en términos de representación descriptiva (nu-
mérica) son innegables (Caminotti, 2015; Freidenberg y Došek, 2018), la re-
presentación sustantiva aún no se ve manifestada plenamente en la medida 
que enfrenta dinámicas históricamente arraigadas por la masculinización de 
los espacios políticos (Tula, 2015). El cambio de encuadre normativo y con-
ceptual como lo describen Caminotti y Del Coglio (2019) será fundamental 
para comprender la importancia de la representación sustantiva si queremos 
paridad en la toma de decisiones a nivel legislativo.

 
El cambio de encuadre normativo y conceptual: 
de las cuotas de género a la paridad

En los últimos años hemos visto un cambio de enfoque respecto al tipo de di-
seño institucional que refleja un cambio también conceptual. La representa-
ción descriptiva es sin duda un punto de partida necesario e importante como 
parte de un proceso de construcción democrática incluyente. Las cifras de la 
creciente participación de las mujeres en las legislaturas nacionales son un 
indicador sin duda interesante:

El promedio de legisladoras nacionales pasó de 9% a 25% entre 1990 y 

2014, un periodo en el cual prácticamente todos los Estados adoptaron 

leyes de cuota de género o paridad. Como fruto de esta tendencia regio-

nal, entre los primeros veinte puestos del ranking internacional de Mu-

jeres en el Parlamento se encuentran seis países latinoamericanos. En la 
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actualidad, Bolivia tiene la segunda Cámara Legislativa con mayor por-

centaje de mujeres del mundo (53%) –solo detrás de Ruanda– en Nica-

ragua y Ecuador las mujeres ocupan un 42% de las bancas nacionales, y 

en Argentina y México la proporción de diputadas se acerca al 40% (Ca-

minotti, 2015, p. 411).

(…) la diferencia entre la representación descriptiva y sustantiva en este 

punto se vuelve importante. La primera se logra cuando los miembros de 

un grupo son efectivamente electos. La segunda, cuando las demandas 

de dicho grupo se ven efectivamente realizadas en el campo de la políti-

ca pública hayan o no sido electos los miembros del mismo (Zaremberg, 

2011, p. 435).

Un elemento importante de este proceso lo señalan Caminotti y Del Goglio 
(2019), cuando hablan sobre las dos generaciones de reformas de paridad de 
género en América Latina, cuya primera generación comprende aquellas re-
formas que se realizaron antes del Consenso de Quito (2007)2 y que se carac-
terizan por ser medidas de acción afirmativa que imponen coercitivamente la 
obligatoriedad de cuotas mínimas de mujeres para ser postuladas como can-
didatas por los partidos (entre 20 y 50 por ciento). 

En cambio, las reformas de segunda generación establecen la paridad 
como principio de representación en la construcción de democracias inclu-
yentes y hace de esta un compromiso permanente (Caminotti y Del Coglio, 
2019; Martínez y Garrido, 2013)

(…) las cuotas exigen que se seleccionen candidatas mujeres, generalmente 

en proporciones mínimas. En cambio, la paridad propicia el equilibrio de 

género –y no ya un porcentaje mínimo de mujeres– como requisito de le-

gitimidad democrática (Piscopo, 2016: 214). Así pues, la paridad no se plan-

tea como un mecanismo temporal para subsanar la discriminación pasada, 

sino como un principio de representación y un compromiso permanente del 

Estado con la inclusión política (Caminotti y Del Coglio, 2019, p. 207).

2  El Consenso de Quito surge de la X Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe y constituye un 
parteaguas en la lucha por la igualdad y los derechos de las mujeres pues es el documento donde hasta ese momento la 
comunidad internacional (Estados de América Latina) reconocen una serie de condiciones estructurales e históricas sobre 
las cuales se fundan la de desigualdad y discriminación de las mujeres en todos los ámbitos de la vida pública y privada. Es 
en Quito donde por primera vez se reconoce el trabajo doméstico como generizado y factor determinante de las desigual-
dades estructurales entre hombres y mujeres. Asimismo, dicho consenso reconoce la necesidad de que los Estados tomen 
acción y responsabilidad para revertir dicha desigualdad, además de reivindicar la representación y participación política 
de las mujeres en el espacio público. Durante esta Conferencia Regional, el trabajo doméstico no remunerado y generizado 
fue uno de los núcleos de la discusión política, así como el punto de partida para democratizar los vínculos familiares y 
desmontar las prácticas que mantienen a las mujeres cautivas en el rol de cuidadoras (Cepal, 2007).
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Lo que se ha encontrado es que, en la región latinoamericana, aquellos 
países que hicieron primero una reforma de cuotas de género, la participa-
ción y representación descriptiva de las mujeres ha crecido sustancialmente. 
Incluso, varios países de la región, precisamente entre los que se encuentran 
Argentina, México, Colombia y Bolivia están por encima de la media mundial 
(Martínez y Garrido 2013; Caminotti y Del Coglio, 2019).

Las políticas de acción positiva –concretamente, el modelo de cuotas– han 

tenido un notable, aunque desigual, impacto en el número de mujeres que 

han accedido a las asambleas legislativas de la región (…) América tiene 

el mayor porcentaje de mujeres en sus asambleas legislativas, con la ex-

cepción de los países nórdicos, que duplican o triplican la representación 

femenina del resto de áreas del mundo (Martínez y Garrido, 2013, p. 413).

Precisamente estos últimos autores destacan la importancia que ha tenido 
la reforma de cuotas de género como un paso anterior de la “Paridad en todo” 
como lo han señalado Cárdenas y Cortés en su capítulo de este libro. Estas 
autoras afirman que las cuotas y después la paridad han sido medidas impor-
tantes para llegar al punto en el que la representación política de las mujeres 
se encuentra comparativamente mejor que en cualquier punto previo de la 
historia de nuestro país. 

Asimismo, vemos cómo esta tendencia se reproduce en otros contextos 
latinoamericanos, donde, a partir de estos rediseños institucionales, se for-
talece el activismo y la consolidación de redes al interior de las mismas legis-
laturas para ampliar la representación descriptiva de las mujeres. 

Como lo explican Caminotti y Del Coglio (2019) existen tres mecanismos 
principales a través de los cuales se explica la ampliación de la participación 
femenina en espacios legislativos: 1) movilización de mujeres dentro y fuera 
de los partidos políticos, 2) diseminación de ideas emergentes de igualdad y 
representación y 3) apoyo de líderes poderosos por motivaciones estratégicas 
y / o normativas. 

Estos tres mecanismos interactúan en grados diferentes en momentos y 
lugares también distintos, pues mientras que algunas veces las reformas em-
piezan por la vía de las cuotas como en Argentina; otras reformas son resul-
tado de la presión desde los movimientos sociales, como el caso de la Marea 
Verde en Argentina donde se despenalizó el aborto a nivel nacional en 2020. 
Mientras que, en otros casos, dichas reformas son producto del apoyo de lí-
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deres en el poder que, como en el caso de México en la década de los 90, adop-
taron cuotas voluntarias en dos partidos políticos, primero, en el Partido de 
la Revolución Democrática (PRD) entre 1990 y 1992, y posteriormente en el 
Partido Revolucionario Institucional (PRI) en 1996, antes de que hubiera una 
legislación vinculante (Martínez y Garrido, 2013).

Aunque Argentina y México son dos países vanguardistas en América 
Latina, en términos del avance de la representación femenina descriptiva, 
ambos han tenido procesos distintos. En los dos casos, las leyes de cuota 
de género se promulgaron en la década de los noventa: Argentina en 19913 
y México en 1996; y a partir de ahí, la representación de las mujeres en los 
espacios legislativos ha crecido de manera sólida y sostenida (Martínez y 
Garrido, 2013). 

De acuerdo también con Martínez y Garrido (2013), la introducción de es-
tas leyes en ambos casos con distintos contextos, encontraron su impulso en 
importantes movimientos de cambio y apertura en el sistema político. 

En el caso argentino, el movimiento vino a partir de un pacto del Poder 
Ejecutivo con los partidos políticos de izquierda, lo cual representaba un 
cambio cualitativo en las inercias de la masculinización de las élites políticas 
(Tula, 2015).

En México, las cuotas voluntarias fueron introducidas por los partidos po-
líticos. En primer lugar, el PRD que en 1990 introdujo el 20% de mujeres en la 
dirección del partido y en 1992 también en sus listas electorales. El PRI modi-
ficó sus estatutos en 1996, de manera tal que no se presentaran más del 70% 
de candidaturas de un mismo sexo. Aunque más ambigua, dicha modificación 
representó el precedente de la reforma de cuotas y posteriormente de paridad 
(Martínez y Garrido, 2013).

Al respecto, es importante notar que mientras la mayoría de los países la-
tinoamericanos optaron por la vía de las cuotas y posteriormente de la pari-
dad, otros que, aunque tienen altos índices de desarrollo humano y participa-
ción política, se quedaron rezagados. 

Paradójicamente, en Uruguay y Chile, pese a ser los dos primeros países 

de América Latina en reconocer el derecho de voto para las mujeres, no 

se ha aprobado una ley basada en el modelo de cuotas, hasta la reciente 

modificación uruguaya en 2009. En Uruguay sólo algunos partidos de la 

izquierda (…) habían acogido las cuotas voluntarias, mientras que los dis-

3  Véase Ley 21.012 o Ley de Cupo Femenino en la República Argentina.
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tintos proyectos de ley presentados en la Cámara de Representantes y en el 

Senado de la nación han fracasado en su intento de introducir la cuotifica-

ción (Martínez y Garrido, 2013, p. 412).

Resulta sorprendente que Uruguay haya aplicado hasta las elecciones de 
2014 la legislación materia de paridad,4 considerando que históricamente te-
nía una de las legislaciones más progresistas del continente. Por ejemplo, fue 
el primer país en despenalizar el aborto a nivel nacional, aunque con mucho 
cuidado para no meterse en problemas internacionales o regionales con las 
legislaciones muy conservadoras de Chile, o en el caso de Argentina (que en 
ese entonces no contemplaba la interrupción voluntaria del embarazo).5

Uruguay quedó un poco rezagado respecto a su propia historia, porque 

era bastante vanguardista en los derechos de las mujeres, por ejemplo, 

en los derechos políticos. Pero no solo quedó rezagado respecto a su pro-

pia historia, sino que también está rezagado con respecto a cómo han 

avanzado otros países de la región. Ese es el diagnóstico. Uruguay ha 

avanzado, pero los cambios son demasiado lentos, los progresos son tan 

minimalistas que las estimaciones muestran que precisaríamos un siglo 

más para estar en una situación sustantivamente diferente. Y en el tema 

de la concentración de poder muchas veces uno habla solo del Poder Eje-

cutivo o del Poder Legislativo, como si fueran los únicos ámbitos de toma 

de decisión. (Furtado, 4 al 10 de marzo de 2021, p.1).

Por su parte Chile, cuya dinámica legislativa es mucho más lenta que en el 
resto de la región,6 también sorprende por la alta participación femenina en 
el Poder Ejecutivo, empezando por las dos presidencias de Michelle Bachelet, 
sumado a la ocupación de las carteras ministeriales hasta en 50% de presen-
cia de mujeres. Sería hasta la integración del constituyente de 2019 que se 
garantizó la participación del 50% de mujeres en la redacción del texto y pos-
teriormente, de acuerdo con los datos publicados, la paridad está garantizada 
en la nueva Constitución chilena (France 24, 8 de marzo de 2021). 

4  “En las elecciones nacionales de 2014 en Uruguay se utilizó por primera vez una ley de cuotas para la elección del Congreso 
(…) En las elecciones nacionales de 2014, Uruguay aplicó por primera vez una ley de cuotas para la elección del Congreso que 
tuvo un impacto menor en términos cuantitativos: la tasa de mujeres electas pasó de 14,7% en 2009 a 19,2% en 2014”. La 
Ley 18.476 ha pasado por diversas y progresivas etapas en un sistema político reacio y conservador a la paridad (Pérez, 2015).
5  La interrupción voluntaria del embarazo en Uruguay fue legalizada a nivel nacional, desde 2012 se realiza únicamente a 
ciudadanas uruguayas o bien extranjeras residentes en las primeras 12 semanas de embarazo. (MSP Uruguay, 2019).
6  En Chile, el aborto fue despenalizado únicamente por tres causales hasta el año 2017, marcando un importante rezago 
respecto al resto de los países latinoamericanos, excepto Centroamérica.
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El hecho de que el Constituyente ya esté integrado por el 50% de mujeres 
podría ser un muy buen indicador hacia la representación sustantiva en Chile, 
dado que la igualdad de género estará ya contenida en la norma fundamental.

 El de Chile podría ser el caso inverso –a nivel institucional exclusivamen-
te– a México, donde se ha consolidado la participación de las mujeres desde 
el Poder Ejecutivo. Los resultados a mediano plazo de la acción afirmativa de 
cuotas femeninas ya tienen un efecto concreto en la región latinoamericana 
en general, y en México en particular. 

De acuerdo con la Unión Interparlamentaria (IPU) y ONU Mujeres (2021), 
México ocupa el sexto lugar a nivel mundial respecto a la representación de 
las mujeres en escaños parlamentarios: 48.2% para la Cámara Baja y 49.2% 
para la Cámara Alta; únicamente por debajo de Cuba (53.4%) y de Nicara-
gua (48.4%). Este año Argentina se ubica en el lugar mundial 18 con 42.4% y 
40.3% en las Cámaras Alta y Baja, respectivamente, como se puede observar 
en la gráfica siguiente.

Gráfica 1.
Representación política de las mujeres 

en el Poder Legislativo (Cámara baja) en América Latina 
(IPU-ONU Mujeres, 2021)

Fuente: Elaboración propia con datos tomados de ONU Mujeres, 2021.

En este sentido, el trabajo de la Legislatura LXIV (2018-2021) ha sido funda-
mental para sostener y profundizar la reforma política electoral de 2014 (véase 
Cárdenas y Cortés en este libro), así como para transversalizar la paridad que 
durante esta última legislatura ha registrado cambios sustanciales que no se 
limitan a las candidaturas para cargos legislativos o las listas plurinominales, 
sino también para las candidaturas a los ejecutivos estatales y municipales.
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La transversalización de la paridad en México, como lo afirman Cárde-
nas y Cortés (véase capítulo en este libro) ha logrado grandes progresos en 
términos de la participación efectiva de las mujeres en la toma de decisiones 
a nivel local y nacional. En este sentido, este 2021 será el momento con 
más mujeres gobernadoras a nivel nacional y prácticamente con presencia 
paritaria en ambas Cámaras del Poder Legislativo. Sin duda, el Poder Judicial, 
como lo hemos visto en otros ámbitos es el más renuente al cambio, lo cual 
no supone desde luego dejar que las inercias de la élite se sigan reproducien-
do, sino más bien por la vía política continuar buscando la representación de 
las mujeres también en estos espacios de decisión.

Consideraciones finales

Comparativamente frente a otras regiones del mundo, América Latina es una 
región de gran activismo respecto a la igualdad de género. Al revisar los datos 
de IPU y ONU Mujeres para 2021, esta área geográfica se encuentra por enci-
ma de la media mundial y tiene uno de los promedios más altos del mundo. 

Finalmente, los procesos políticos regionales y en México en particular 
han recibido un respaldo institucional constante que empieza a ver resulta-
dos tanto en la transversalización de la paridad, reflejada en más candida-
turas femeninas para cargos del Poder Ejecutivo municipales y estatales, así 
como en el gradual avance de la representación sustantiva para que poco a 
poco, como lo explican Freidenberg y Došek (2018), se visibilicen y modifi-
quen gradualmente las prácticas e inercias culturales en nuestras sociedades.
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Género, Agenda 2030 y la agenda legislativa 
de México en la materia

Blanca Elena Gómez García1

Introducción

La globalización ha generado el descentramiento del quehacer político 
superando la idea del Estado-nación como única fuente de autoridad y 
poder. Gracias a ello, somos testigos del surgimiento de nuevos patro-

nes relacionales entre los distintos actores políticos (tanto nacionales como 
internacionales) en beneficio del impulso de espacios de gobernanza que 
propicien la provisión de bienes públicos globales. La agenda de desarrollo 
global es una muestra de ello.

La Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) enfatizan el 
compromiso mundial de poner fin a la pobreza en todas sus formas, a partir 
de la construcción de sociedades pacíficas, justas e inclusivas, mediante la 
protección integral de los derechos humanos bajo un enfoque de desarrollo 
sostenible y con apego al derecho internacional. 

Dicha agenda exhorta a los países a generar sinergias estratégicas para 
alcanzar las metas trazadas, abre paso al surgimiento de espacios de gober-
nanza global que permitan la interacción entre una multiplicidad de actores 
y también reconoce la soberanía de cada país y su responsabilidad absoluta 
para alcanzar su cumplimiento.

De este modo, la Organización de las Naciones Unidas (ONU) ha estableci-
do una hoja de ruta que los Estados deben seguir para lograr la transversali-
zación de esta agenda en las estrategias nacionales de desarrollo. Al respec-
to, México es el país del continente americano más adelantado en la materia 
gracias a la reforma de la Ley de Planeación realizada en febrero del año 2018, 
mediante la cual se integran los principios de la Agenda 2030, no sólo a los 
planes naciones, estatales, y municipales de desarrollo, sino al propio presu-
puesto federal. 

De igual forma, el presente capítulo revisará las implicaciones que la 
transversalización de la Agenda 2030 ha tenido en la agenda legislativa mexi-

1  Doctorante en Ciencias Políticas y Sociales en la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM). Maestra en Coo-
peración Internacional para el Desarrollo por el Instituto Mora y Licenciada en Relaciones Internacionales por la UNAM. 
blanca.gomez01@correo.uia.mx 
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cana, particularmente en el tema de género, al ser un asunto prioritario de la 
política mexicana.

Globalización, gobernanza y Agenda 2030

La globalización ha traído consigo grandes transformaciones, sobre todo 
en términos políticos, al propiciar la descentralización del poder que tradi-
cionalmente correspondía a los Estados-nación. Siguiendo a Mikler (2020), 
existen tres corrientes de pensamiento que tratan de dar explicación a estos 
cambios políticos y relacionales entre los actores del sistema internacional 
en el marco de la globalización: los globalistas, los escépticos y los trans-
formacionistas. 

Los globalistas de finales de la década de los ochenta y principios de los 
noventa enfatizaron la retirada del Estado en el ámbito económico. En su 
opinión, las fuerzas del mercado, ya sea de forma libre o dominada por em-
presas multinacionales, dictaban opciones políticas abiertas a los Estados, a 
pesar de la voluntad de sus gobiernos o de sus ciudadanos, socavando seve-
ramente su soberanía (Larres y Wittlinger, 2020, p. 250).

Los escépticos contrarrestaron la visión de los globalistas al concebir a la 
globalización como un discurso o una idea. Según los autores representantes 
de esta corriente, los Estados siguen siendo actores clave en la política glo-
bal, por lo que afirman es una falacia que todos los Estados se han debilitado 
por la globalización de la economía mundial. Por el contrario, afirman que la 
globalización sirve a los intereses de los Estados poderosos que promueven 
los intereses de sus negocios multinacionales bajo cierto marco de libertad 
(Larres y Wittlinger, 2020, pp. 250, 251).

Los transformacionistas no piensan que el Estado está siendo cada vez 
más irrelevante en el marco de la globalización. Ellos aseveran que lo que 
presenciamos es la reconceptualización de su agencia política; en otras 
palabras, reconocen que otros actores de las relaciones internacionales 
van adquiriendo un mayor papel político, dibujando una compleja imagen 
de la política global (Larres y Wittlinger, 2020, p. 251). Los Estados com-
parten su función de agencia política con actores como los organismos in-
ternacionales, las empresas transnacionales, sociedad civil y otros actores 
no estatales. 

Bajo esta visión transformacionista, los diferentes actores políticos se re-
lacionan de diversas formas, con disímiles intensidades y para varios temas 
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con el objetivo de producir bienes públicos. Bajo esta perspectiva, los actores 
tienden a homologar sus políticas hacia agendas comunes, favoreciendo el 
surgimiento de un tipo de gobernanza global.

Para Kooiman, la gobernanza pude ser equiparada con la acción de gober-
nar, y a su vez:

gobernar puede considerarse como la totalidad de interacciones, en las que 

participan actores públicos y privados, con el objetivo de resolver proble-

mas sociales o crear oportunidades sociales; asistir a las instituciones como 

contextos para estas interacciones de gobernanza; y estableciendo una 

base normativa para todas esas actividades (2003, p. 5).

Abonando a lo anterior, Rhodes (2007) afirma que, en consecuencia, el 
Estado fragmenta el ofrecimiento de los servicios y multiplica las redes, lo 
cual quiere decir que la gobernanza se convierte en el acto de gestionar redes. 
El concepto de red lo equipara a la interdependencia de los diversos actores 
involucrados en la prestación de servicios públicos.

Desde su surgimiento al final de la Segunda Guerra Mundial, la agenda de 
desarrollo internacional ha impulsado patrones de gobernanza internacio-
nal al promover la producción y gestión de bienes públicos globales. Desde 
la agenda de desarrollo del milenio, la promoción y garantía de los derechos 
humanos ha ocupado un lugar central en la gobernanza global y la Agenda 
2030 representa el punto cúspide de este proceso.  

A través de la Resolución A/RES/70/1, el 25 de septiembre de 2015, la 
Asamblea General de la ONU aprobó la denominada Agenda 2030; un plan 
de acción global contenido en 17 ODS que abordan derechos esenciales, tales 
como la alimentación, la salud, la educación, un medio ambiente sano, en-
tre otros (véase Figura 1), contiene 169 metas y 231 indicadores que buscan 
conjugar las tres dimensiones del desarrollo sostenible (económica, social y 
ambiental) (Asamblea General, 2015).
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Figura 1.
Agenda 2030: Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS)

 Fuente: ONU, 2015. 

Bajo la promesa de no dejar a nadie atrás (Asamblea General, 2015, p. 
1), la Agenda 2030 exige velar por la transversalidad de sus objetivos en las 
políticas de planeación y presupuesto de los Estados que deciden imple-
mentarla, e identifica en las estrategias de cooperación internacional una 
herramienta necesaria para la aceleración del cumplimiento de las metas 
planteadas. Esto a través de la generación de alianzas estratégicas con ac-
tores como organismos internacionales, sociedad civil y actores del sector 
privado. 

En este sentido, la Agenda 2030 ha abierto nuevos espacios políticos en 
la dinámica de la gestión de la gobernanza global. Durante la implementa-
ción de la Agenda del Milenio en el año 2000, donde el proceso nacional de 
implementación transcurría bajo el libre albedrío de los Estados, en febrero 
de 2016, el Grupo de las Naciones Unidas para el Desarrollo preparó el docu-
mento titulado Guía de referencia para los equipos de las Naciones Unidas en 
los países. En dicho documento, se trazó una hoja de ruta para la transversa-
lización de los ODS en las estructuras administrativas de los Estados median-
te la denominada estrategia TAAPP (Transversalización, Aceleración y Apoyo 
a Políticas Públicas). Bajo esta estrategia, la transversalización se refiere a la 
incorporación de los ODS en los planes de desarrollo nacionales, subnaciona-
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les y locales, así como a la alineación de las asignaciones presupuestarias con 
dichas prioridades (Swanson, 2016, p. 10).

La aceleración se refiere a la orientación de los recursos nacionales, y de 
otras fuentes, hacia áreas prioritarias en el proceso de transversalización, 
prestando especial atención a las sinergias entre sectores, financiamiento y 
alianzas. Apoyo a las políticas públicas se refiere a velar por las competencias 
y los conocimientos especializados del Sistema de Desarrollo de la ONU se 
ponga a disposición de los miembros de manera oportuna y al menor costo 
posible para favorecer el alcance de las metas planteadas en los ODS (Swan-
son, 2016, pp. 10-11).

Aunque dicha hoja de ruta para la adopción de la Agenda 2030 brinda pa-
sos específicos a seguir para su territorialización en los contextos nacionales, 
tales como el interés de actores políticos por incluir en su quehacer las reco-
mendaciones de las instituciones internacionales o la legitimidad reconocida 
por los actores no estatales a las recomendaciones internacionales (Siegel y 
Bastos, 2020). 

Al respecto, México es uno de los países de América Latina más avan-
zados en materia de implementación de la Agenda 2030. Desde la Cumbre 
del Milenio, nuestro país realizó una serie de adaptaciones para generar la 
institucionalidad correspondiente para cumplir, en aquel momento, con la 
implementación de los denominados Objetivos de Desarrollo del Milenio 
(ODM). En 2004, instaló el Comité Técnico Especializado del Sistema de In-
formación de los ODM (CTESIODM) y la Comisión Intersecretarial de Desa-
rrollo Social (CIDS), integrada por 14 Secretarías de Estado (Gómez, 2019, 
pp. 63, 64).

Para 2015, el CTESIODM se transformó en el Comité Técnico Especiali-
zado de los ODS (CTEODS), estableciendo grupos de trabajo con organismos 
internacionales, sector académico, sociedad civil, gobiernos locales y empre-
sas. Durante el sexenio 2012-2018, se otorgó a la Oficina de la Presidencia de 
la República el liderazgo en el proceso de la implementación de los ODS. En 
este mismo periodo, se creó la plataforma de indicadores de seguimiento de 
la Agenda 2030 gracias a la colaboración entre la Coordinación de Estrategia 
Digital Nacional (CEDN) de esta y del Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía (INEGI). 

Otras acciones fueron tomadas en favor de la implementación de los ODS, 
tales como la creación de la Comisión para el Cumplimiento de la Agenda 
2030 por parte la Conferencia Nacional de Gobernadores (CONAGO) o la ins-
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talación del Grupo de Trabajo para el Seguimiento Legislativo de los ODS en 
el Senado de la República.

Para julio de 2016, México fue uno de los primeros países del mundo en 
presentar su Informe Nacional Voluntario, en el seno del Foro de Alto Nivel 
de la ONU. En abril de 2017, se instaló el Consejo Nacional de la Agenda 2030, 
un espacio de encuentro y colaboración entre académicos, sociedad civil, em-
presas, representantes de organismos internacionales, legisladores federales 
y gobernadores. Aunado a lo anterior, la Agencia Mexicana de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo (AMEXCID) creó la Alianza por la Sostenibi-
lidad, una iniciativa coordinada en conjunto con el sector privado en favor de 
la transversalización de los ODS. 

En febrero de 2018, se efectuó la acción más emblemática hacia la ali-
neación de la política nacional de desarrollo con la Agenda 2030, con la pro-
mulgación de la reforma a la Ley de Planeación que vuelve transversal el di-
seño del presupuesto federal con las dimensiones del desarrollo sostenible. 
Derivado de lo anterior, nuestro país ha completado la hoja de ruta, ya que 
no solamente cuenta con la institucionalidad necesaria para la implemen-
tación de la agenda de desarrollo internacional, sino que ha generado un 
sistema de mapeo y monitoreo. Además, ha realizado las reformas legislati-
vas necesarias en favor de la aceleración del cumplimento de los ODS (véase 
Figura 2).

Figura 2.
México y la Agenda 2030

Fuente: Elaboración propia. 

Institucionalidad
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Género y Agenda 2030

Uno de los pilares esenciales del desarrollo sostenible es la igualdad entre 
hombres y mujeres a partir de una redistribución de poder entre ellos. En este 
sentido, la Agenda 2030 promueve el empoderamiento de las mujeres a par-
tir de la eliminación de los obstáculos jurídicos, sociales y económicos que 
lo impiden. Aunque el tema de género es transversal a los 17 ODS, el ODS 5 
“Lograr la igualdad de género y empoderar a todas las mujeres y las niñas” 
aglutina las acciones en favor de la deconstrucción de roles tradicionales de 
género que han perpetuado las condiciones de desigualdad para las mujeres, 
por lo que el presente análisis se centra en dicho objetivo.

El ODS 5 ha establecido como metas poner fin a todas las formas de discri-
minación contras las mujeres, eliminar todas las formas de violencia, recono-
cer y valorar los cuidados y el trabajo doméstico no remunerado, favorecer la 
participación de las mujeres en la vida política, asegurar el acceso universal a la 
salud sexual, emprender reformas que otorguen a las mujeres igualdad de de-
rechos a los recursos económicos, aprobar y fortalecer políticas acertadas y le-
yes aplicables para promover la igualdad de género, entre otros (véase Tabla 1).

Tabla 1.
Indicadores globales ODS 5

ODS 5 Lograr la igualdad de género y em-
poderar a todas las mujeres y las niñas

Metas globales Indicadores globales

5.1 Poner fin a todas las formas de discrimi-
nación contra todas las mujeres y las niñas 
en todo el mundo.

5.1.1 Determinar si existen o no marcos 
jurídicos para promover, hacer cum-
plir y supervisar la igualdad y la no 
discriminación por razón de sexo.

5.2 Eliminar todas las formas de violen-
cia contra todas las mujeres y las niñas en 
los ámbitos público y privado, incluidas la 
trata y la explotación sexual y otros tipos de 
explotación.

5.2.1 Proporción de mujeres y niñas 
a partir de 15 años de edad que han 
sufrido violencia física, sexual o psico-
lógica a manos de su actual o anterior 
pareja en los últimos 12 meses, des-
glosada por forma de violencia y edad.

5.2.2 Proporción de mujeres y niñas 
a partir de 15 años de edad que han 
sufrido violencia sexual a manos de 
personas que no eran su pareja en los 
últimos 12 meses, desglosada por edad 
y lugar del hecho.
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5.3 Eliminar todas las prácticas nocivas, 
como el matrimonio infantil, precoz y for-
zado y la mutilación genital femenina.

5.3.1 Proporción de mujeres de entre 
20 y 24 años que estaban casadas o 
mantenían una unión estable antes de 
cumplir los 15 años y antes de cumplir 
los 18 años.

5.3.2 Proporción de niñas y mujeres 
de entre 15 y 49 años que han sufrido 
mutilación o ablación genital femeni-
na, desglosada por edad.

5.4 Reconocer y valorar los cuidados y el 
trabajo doméstico no remunerados median-
te servicios públicos, infraestructuras y po-
líticas de protección social, y promoviendo 
la responsabilidad compartida en el hogar y 
la familia, según proceda en cada país.

5.4.1 Proporción de tiempo dedicado al 
trabajo doméstico y asistencial no re-
munerado, desglosada por sexo, edad 
y ubicación.

5.5 Asegurar la participación plena y efec-
tiva de las mujeres y la igualdad de opor-
tunidades de liderazgo a todos los niveles 
decisorios en la vida política, económica y 
pública.

5.5.1 Proporción de escaños ocupados 
por mujeres en a) los parlamentos 
nacionales y b) los gobiernos locales.

5.5.2 Proporción de mujeres en cargos 
directivos.

5.6 Asegurar el acceso universal a la salud 
sexual y reproductiva y los derechos repro-
ductivos según lo acordado de conformidad 
con el Programa de Acción de la Conferencia 
Internacional sobre la Población y el Desa-
rrollo, la Plataforma de Acción de Beijing y 
los documentos finales de sus conferencias 
de examen.

5.6.1 Proporción de mujeres de entre 15 
y 49 años que toman sus propias deci-
siones informadas sobre las relaciones 
sexuales, el uso de anticonceptivos y la 
atención de la salud reproductiva.

5.6.2 Número de países con leyes y 
reglamentos que garantizan a los 
hombres y las mujeres a partir de los 
15 años de edad un acceso pleno e 
igualitario a los servicios de salud se-
xual y reproductiva y a la información 
y educación al respecto.

5.a Emprender reformas que otorguen a las 
mujeres igualdad de derechos a los recursos 
económicos, así como acceso a la propiedad 
y al control de la tierra y otros tipos de bie-
nes, los servicios financieros, la herencia y 
los recursos naturales, de conformidad con 
las leyes nacionales.

5.a.1 a) Proporción del total de la 
población agrícola con derechos de 
propiedad o derechos seguros sobre 
tierras agrícolas, desglosada por sexo; 
y b) proporción de mujeres entre los 
propietarios o los titulares de derechos 
sobre tierras agrícolas, desglosada por 
tipo de tenencia.

5.a.2 Proporción de países cuyo orde-
namiento jurídico (incluido el derecho 
consuetudinario) garantiza la igualdad 
de derechos de la mujer a la propiedad 
o el control de las tierras.
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5.b Mejorar el uso de la tecnología instru-
mental, en particular la tecnología de la 
información y las comunicaciones, para 
promover el empoderamiento de las mu-
jeres.

5.b.1 Proporción de personas que po-
seen un teléfono
móvil, desglosada por sexo.

5.c Aprobar y fortalecer políticas acertadas 
y leyes aplicables para promover la igualdad 
de género y el empoderamiento de todas las 
mujeres y las niñas a todos los niveles.

5.c.1 Proporción de países con sistemas 
para el seguimiento de la igualdad 
de género y el empoderamiento de 
las mujeres y la asignación de fondos 
públicos para ese fin.

Fuente: Elaboración propia con base en Comisión de Estadística, 2015, pp. 6-8.

Aunque nuestro país no adoptó la totalidad de metas internacionales 
contenidas en el ODS 5, sí se comprometió con metas clave para el empode-
ramiento de las mujeres, tales como eliminar todas las formas de violencia 
contra todas las mujeres, erradicar las prácticas nocivas, reconocer y valorar 
los cuidados y el trabajo doméstico no remunerados y asegurar la participa-
ción plena y efectiva de las mujeres en la vida económica, política y pública. 
Incluso, propuso el seguimiento de metas nacionales, como la participación 
paritaria y efectiva de las mujeres en la vida política, económica y pública, 
con énfasis en la disminución de brechas de todo tipo, la salarial, en el mer-
cado laboral y la carga doméstica de cuidados, entre otras (véase Tabla 2).

En el contexto nacional, la violencia contra la mujer tiene una incidencia 
alta que suele ser ascendente. Según la Encuesta Nacional sobre la Dinámica 
de las Relaciones en los Hogares (ENDIREH) 2016, la violencia en el ámbito 
conyugal afecta a 25.6% de las mexicanas entre 15 y 49 años. Según la mis-
ma encuesta, la violencia hacia las mujeres es más frecuente en las ciudades 
donde 26.7% de las mujeres reportan haberla vivido. De ellas, el 32.1% perte-
necen al estrato social más bajo. En contraste, solo el 23% de las mujeres que 
residen en zonas rurales reportó haber vivido violencia doméstica. De ellas, el 
22.1% son indígenas del estrato más pobre. 

Como bien explica Echarri (2020), los resultados anteriores hay que to-
marlos con precaución, ya que la violencia puede ser reconocida mejor por las 
mujeres que cuentan con mayor escolaridad y acceso a información, que por 
las mujeres de ámbitos rurales que al normalizar los patrones de violencia 
suelen no reconocerlos (pp. 24-26). 
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Respecto a las prácticas nocivas, el matrimonio infantil se coloca con la 
mayor incidencia en la realidad mexicana: 

[En] el estrato alto en grandes ciudades, el matrimonio infantil solamente 

se da en 5.2 por ciento de los casos, para las mujeres del estrato bajo ur-

bano crece a 24.8 por ciento, cifra superior al promedio nacional (17.7%) 

mientras que entre las mujeres rurales más pobres alcanza 32.4 por ciento 

y entre las indígenas rurales más pobres es de 37.9 por ciento. (…) Este in-

dicador está estrechamente relacionado con el de la fecundidad adoles-

cente: 13.9 por ciento de las mexicanas (…) inició la maternidad cuando 

era menor de edad. Si bien, este inicio temprano de la reproducción afecta 

a casi una de cada cinco (23.7%) de las mujeres rurales más pobres y a 

un poco más de las indígenas en los mismos contextos (27.4%), entre las 

mujeres del estrato bajo en ámbitos urbanos alcanza 19.8 por ciento, pero 

solamente afecta a cuatro de cada 100 en el estrato alto en las grandes 

ciudades (Echarri, 2020, p. 26).

Sobre los cuidados y el trabajo doméstico encontramos que, según la En-
cuesta Intercensal del INEGI (2015), en México las mujeres dedican a la se-
mana 19.8 horas a los cuidados y 41.9 horas al trabajo no remunerado en con-
junto, 4.4 veces más tiempo que los hombres a actividades no remuneradas. 
Las mujeres indígenas más pobres de zonas rurales se encuentran en mayor 
condición de desigualdad, ya que dedican 5.7 veces más tiempo que los hom-
bres a actividades no remuneradas (Echarri, 2020, pp. 29-30).

Respecto a la salud reproductiva, solo el 8.6% de las mujeres del estrato 
alto en grandes ciudades no tiene poder de decisión sobre la misma, respecto 
al 19.2% de las mujeres indígenas rurales del estrato más bajo (Echarri, 2020, 
pp. 30, 31). La transversalización de la Agenda 2030, en este caso, las metas e 
indicadores del ODS 5, buscan darle atención a los retos que enfrentamos en 
materia de desigualdad de género y empoderamiento de la mujer, poniendo 
énfasis en su incorporación en las agendas legislativas.
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Tabla 2.
Indicadores ODS 5 reportados por México

ODS 5 Lograr la igualdad de género y 
empoderar a todas las mujeres y las 
niñas

Metas Indicadores

5.2 Eliminar todas las formas de violencia 
contra todas las mujeres y las niñas en 
los ámbitos público y privado, incluidas 
la trata y la explotación sexual y otros 
tipos de explotación.

5.2.1.a Proporción de mujeres de 15 años 
de edad o más, que han sufrido violencia 
física, sexual o psicológica infligida por 
un compañero íntimo actual o anterior, 
en los 12 meses anteriores, por entidad 
federativa según tipo de violencia.

5.2.1.b Proporción de mujeres de 15 años 
de edad o más, que han sufrido violencia 
física, sexual o psicológica infligida por 
un compañero íntimo actual o anterior, 
en los 12 meses anteriores, por grupos de 
edad según tipo de violencia.

5.2.2.a Proporción de mujeres y niñas a 
partir de 15 años de edad que han sufrido 
violencia sexual a manos de personas que 
no eran su pareja en los últimos 12 meses, 
por entidad federativa y lugar del hecho.

5.2.2.b Proporción de mujeres y niñas a 
partir de 15 años de edad que han sufrido 
violencia sexual a manos de personas que 
no eran su pareja en los últimos 12 meses, 
desglosada por edad y lugar del hecho.

5.3 Eliminar todas las prácticas nocivas, 
como el matrimonio infantil, precoz y 
forzado y la mutilación genital femenina.

5.3.1 Proporción de mujeres de entre 20 y 
24 años que estaban casadas o mantenían 
una unión estable antes de cumplir los 15 
años y antes de cumplir los 18 años.

5.4 Reconocer y valorar los cuidados y el 
trabajo doméstico no remunerados me-
diante servicios públicos, infraestructu-
ras y políticas de protección social, y pro-
moviendo la responsabilidad compartida 
en el hogar y la familia, según proceda en 
cada país.

5.4.1 Proporción de tiempo dedicado 
al trabajo doméstico y asistencial no 
remunerado, desglosada por sexo, edad y 
ubicación.
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5.5 Asegurar la participación plena y 
efectiva de las mujeres y la igualdad de 
oportunidades de liderazgo a todos los 
niveles decisorios en la vida política, 
económica y pública.

5.5.1.a Proporción de escaños ocupados 
por mujeres en la Cámara de Diputados.

5.5.1.b Proporción de mujeres en las gu-
bernaturas de las entidades federativas.

5.5.1.c Proporción de presidentas muni-
cipales.

5.5.2 Proporción de mujeres en cargos 
directivos.

5.b Mejorar el uso de la tecnología instru-
mental, en particular la tecnología de la 
información y las comunicaciones, para 
promover el empoderamiento de las 
mujeres.

5.b.1Proporción de personas que utilizan 
teléfonos móviles, desglosada por sexo.

5n.1 Participación paritaria y efectiva de 
las mujeres en la vida política, económica 
y pública, con énfasis en la disminución 
de brechas de todo tipo, entre ellas la 
salarial, en el mercado laboral y la carga 
doméstica de cuidados.

5n.1.1 Razón del ingreso laboral de 
trabajadoras/trabajadores por nivel de 
escolaridad.

5n.1.2 Brecha en el tiempo promedio que 
hombres y mujeres destinan a quehace-
res domésticos, por grupos de edad.

5n.1.3 Brecha en el tiempo promedio 
que niñas y niños destinan a quehaceres 
domésticos y al cuidado a integrantes del 
hogar.

5n.1.4 Ingreso laboral real promedio de 
las personas ocupadas según sexo.

Meta 5n.3 Eliminar todas las formas de 
violencia contra las mujeres y las niñas 
en los ámbitos público y privado

5n.3.1 Proporción de mujeres y niñas a 
partir de 15 años de edad que han experi-
mentado violencia física o sexual por otro 
agresor distinto a la pareja y pidieron 
apoyo a alguna institución o presenta-
ron una queja o denuncia ante alguna 
autoridad.

Fuente: Elaboración propia con base en Gobierno de México-INEGI, s.f.
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Agenda legislativa y género

La Legislatura LXIV (2018-2021) de la Cámara de Diputados es conocida como 
la Legislatura de la paridad de género. En su agenda de trabajo, se realizaron 
reformas en materia de violencia política contra las mujeres en razón de 
género (véase Cárdenas y Cortés en el presente libro), a través de la aproba-
ción, en diciembre del 2019.

Un acierto más de la agenda legislativa fue el reconocimiento de la violen-
cia digital y las reformas en favor de su sanción a través de la denominada Ley 
Olimpia (véase Amilpas en el presente libro). 

En materia de violencia obstétrica, en noviembre de 2019, la LXIV legisla-
tura aprobó reformas a los artículos 61, 62, 64 y 65 de la Ley General de Salud, 
así como al artículo 6 de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia (LGAMVLV) para incorporar en la ley el término violencia 
obstétrica y garantizar servicios de salud libres de estas prácticas a mujeres 
durante el embarazo, parto y puerperio (Cámara de Diputados, 2019). 

A principios de 2021, la Cámara de Diputados aprobó reformas a la LGAM-
VLV, para incluir los conceptos de violencia simbólica y mediática (véase 
Samaniego en el presente libro), definiéndolas como aquellas que promueven 
los estereotipos de género (Cámara de Diputados, 2021). 

Consideraciones finales

La existencia de problemas sociales que trascienden las fronteras ha favo-
recido el reconocimiento de una agenda de desarrollo global en favor de la 
provisión de bienes públicos globales. En el caso de género, la Agenda 2030 
pone énfasis a la promoción y garantía de los derechos humanos en favor de 
la igualdad de género y el empoderamiento de mujeres y niñas.

De esta forma, la transversalización de los ODS a la estrategia mexicana 
de desarrollo ha favorecido a la generación de espacios de gobernanza reco-
nocidos por los actores políticos nacionales, gracias a lo cual no únicamente 
avanzamos en la generación de institucionalidad, sistemas de monitoreo y se-
guimiento, sino incluso en la incorporación de reformas a la ley de planeación 
para garantizar que tanto los planes de desarrollo, en todos los niveles, como 
el presupuesto federal abonen al cumplimento de las metas establecidas.

Aunado a lo anterior, la agenda de la Legislatura LXIV ha avanzado en el 
reconocimiento, la atención y sanción de diferentes violencias que enfrentan 
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las mujeres, lo cual sin duda representa un avance sustantivo en la materia. 
Sin embargo, aún hay temas pendientes que requieren atención. 

Finalmente, los temas de la violencia y la disparidad de género están re-
lacionados con profundas desigualdades económicas, simbólicas y políticas 
que exigen el diseño de acciones estratégicas para darles solución. No se debe 
perder de vista la necesidad de su consideración en la elaboración de la futu-
ra agenda legislativa; temas como la sensibilización respecto a los derechos 
humanos de las mujeres resultan fundamentales para convertirlas en agentes 
promotoras de su empoderamiento.
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Incorporación de la perspectiva de género 
en la legislación climática en México: 

retos para la LXIV Legislatura
Ruth Zavala Hernández1 

Introducción

El cambio climático es un problema complejo por sus causas y efectos, 
las cuales están vinculadas directamente con el sistema económico ca-
pitalista. La forma en que funciona la economía ha puesto al plane-

ta en una situación de crisis ecológica y con ello se vulnera la vida de todas 
las especies que lo habitamos. Desde el surgimiento del concepto de desa-
rrollo sostenible en el documento Nuestro Futuro Común en 1987, la Comi-
sión Brundtland nos advertía de la íntima relación de interdependencia de las 
tres esferas que integran a este paradigma: social, ambiental y económica. 
El desarrollo sostenible es aquel que satisface las necesidades del presente 
sin comprometer la capacidad de las futuras generaciones para satisfacer las 
propias (ONU, 1987, p. 23).

El origen y los impactos del cambio climático tienen efectos directos sobre 
la esfera social. Este capítulo se centra en la relación género y cambio climá-
tico, esto en el contexto de México y en el marco de la LXIV Legislatura, con la 
finalidad de definir una serie de recomendaciones sobre acciones capaces de 
transformar la realidad y alcanzar la justicia climática. 

Los efectos del cambio climático son y serán desiguales entre hombres 
y mujeres por diversas razones, entre ellas, los roles de género y la pobre-
za. El cambio climático tiende a profundizar las desigualdades de género.2 
Asimismo, dichas desigualdades provocan que las mujeres sean las más 
afectadas. 

1  Doctora en Ciencias Políticas y Sociales por la UNAM; Profesora de asignatura adscrita al Centro de Estudios Políticos 
y al Centro de Relaciones Internacionales de la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales de la UNAM; Profesora de cáte-
dra del Departamento de Estudios Internacionales de la Universidad Iberoamericana. Candidata a Investigadora Nacional 
(SNI-Conacyt). ruthzavala@comunidad.unam.mx 
2  Asimetría social, política, económica y cultural entre mujeres y hombres. Históricamente, las mujeres han estado rele-
gadas a la esfera privada, mientras que los hombres han tenido mayor participación en la esfera pública. Esta situación ha 
derivado en que las mujeres tengan un acceso limitado a la riqueza, a los cargos de toma de decisiones, a empleos remu-
nerados en igualdad a los hombres y en que sean tratadas de forma discriminatoria. La desigualdad de género se relaciona 
con factores económicos, sociales, políticos y culturales cuya evidencia y magnitud puede captarse a través de las brechas 
de género (Inmujeres, 2007). 
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Este trabajo parte de la idea de que es de vital importancia incorporar la 
perspectiva de género a las acciones y políticas públicas encaminadas a en-
frentar el problema del cambio climático, siendo la igualdad de género un 
componente esencial para alcanzar el desarrollo sostenible.

Con esta finalidad el presente capítulo se encuentra dividido en tres partes, 
a saber: antecedentes, donde se aborda la relación de las mujeres con la na-
turaleza, la cual es cualitativamente distinta a la que han tenido los hombres 
a lo largo de la historia. Se hace una breve revisión de los conceptos teóricos 
que permiten comprender por qué los hombres y las mujeres han contribuido 
de manera desigual a la crisis ambiental actual. Esto nos permite entender 
que los roles de género son un elemento que clarifica parte de las causas de la 
crisis climática actual.

 En la segunda parte titulada México, se revisa cuál es el papel de nuestro 
país en las negociaciones internacionales sobre cambio climático y se visibi-
liza la necesidad de transversalizar el enfoque de género en la política climá-
tica. Además, se ejemplifica la relación desigual de las mujeres y los hombres 
con la naturaleza a partir de la tenencia de la tierra en México con datos del 
Registro Nacional Agrario (RNA). 

Finalmente, la tercera parte se titula Legislatura LXIV (2018-2021): Ini-
ciativa de reforma a la Ley General de Cambio Climático. Considero que esta 
iniciativa de reforma fue un acierto de la presente Legislatura, pues a partir 
del desarrollo de esta investigación, se hace clara la urgencia de un cambio de 
enfoque para cumplir tanto con los objetivos de la Agenda 2030 de la Organi-
zación de las Naciones Unidas (ONU) como con los compromisos adquiridos 
ante el Acuerdo de París sobre cambio climático del cual México es parte. 

Antecedentes

El estudio de la relación entre mujeres y la naturaleza surge en la década de 
los años setenta. Este análisis se originó de forma paralela a las diversas crí-
ticas al modelo de desarrollo que ha traído como consecuencia la degradación 
progresiva de la naturaleza (Meadows, Meadows, Randers, y Behrens, 1972). 
A partir de entonces, existen diferentes orientaciones conceptuales y teóri-
co-metodológicas, desde el ecofeminismo (Shiva, 2010; Mellor, 1997) hasta 
género y medio ambiente.

La inclusión de una perspectiva de género fue el resultado de la serie de 
cuestionamientos realizados desde el ecofeminismo y el enfoque de mujeres 
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y medio ambiente. En el enfoque de género se hace énfasis en que la rela-
ción con la naturaleza de las mujeres y los hombres ha sido desigual como 
producto de la construcción social de roles según el sexo biológico. Históri-
camente, las mujeres se han encargado de la reproducción y los hombres de 
la producción. En palabras de Arizpe (1991), es necesario formular pregun-
tas como quién usa qué recursos y por qué dichos recursos son utilizados de 
manera diferenciada. Para comprender la desigualdad es necesario entender 
cómo y quiénes pueden acceder, utilizar y controlar los recursos naturales. 

A diferencia del ecofeminismo, el enfoque de género y medio ambiente pro-
pone que el análisis no se centre en las mujeres como las víctimas del sistema 
patriarcal (Mies y Shiva, 1997), porque esto invisibiliza las diferenciaciones 
que existen entre regiones, etnias, estatus social, etc., lo que conocemos como 
interseccionalidad3 (Crenshaw, 1989). Por lo que, es necesario integrarlo en 
el análisis de las relaciones de poder que prevalecen en la sociedad y que han 
limitado el acceso de las mujeres a los recursos naturales. El uso, apropiación 
y administración diferenciado de estos recursos se ha determinado por los di-
ferentes roles que la sociedad les asigna a hombres y mujeres. 

A nivel internacional se han logrado avances sobre el reconocimiento de 
estas desigualdades en diversos acuerdos internacionales que incluyen a las 
mujeres como un grupo vulnerable y destacan la importancia de integrarlas 
en los procesos de toma de decisiones a favor del desarrollo sostenible. Inclu-
so la ONU (1992) en la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desa-
rrollo, también llamada Cumbre de la Tierra, en su principio 20, reconoce que 
las mujeres desempeñan un papel fundamental en la ordenación del medio 
ambiente y en el desarrollo. Es, por tanto, imprescindible contar con su plena 
participación para lograr el desarrollo sostenible. 

El año 2015 fue un momento histórico para la configuración de la agenda 
de desarrollo que se promueve desde la escala internacional. En este año se 
alcanzaron dos acuerdos a nivel global, por un lado, en septiembre, se dio la 
renovación de los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM) y se estableció 
la Agenda de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), también conoci-
da como la Agenda 2030 de la ONU. Por otro lado, en diciembre, se firmó el 
Acuerdo de París sobre cambio climático, que inaugura una nueva etapa en 
la regulación global del cambio climático desde un enfoque de gobernanza 
global multinivel. 

3  La interseccionalidad como herramienta fue creada por Crenshaw en 1989 y hace referencia a las formas de discrimi-
nación combinada, en el sentido de que la violencia se recrudece en función de cuestiones de sexo biológico, raza, edad, 
condición socio económica, entre otras.
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Tanto la Agenda 2030 como el Acuerdo de París reconocen la importancia 
de incorporar a las mujeres y la perspectiva de género en las políticas que bus-
quen alcanzar un desarrollo sostenible. El cambio climático representa un reto 
más para lograr la igualdad de género y, para ello, es necesario entender los 
riesgos e impactos diferenciados entre hombres y mujeres como una tarea ne-
cesaria para lograr la Agenda de los Objetivos de Desarrollo Sostenible en 2030. 

Estos dos acuerdos representan factores externos que influyen en la for-
mulación de la política climática nacional. Al ser un país que acordó lo que se 
establece en estos documentos, le corresponde al gobierno mexicano realizar 
las adecuaciones necesarias en la legislación nacional para cumplir con sus 
compromisos internacionales. 

De acuerdo con el Grupo Intergubernamental de Expertos sobre Cambios 
Climático (IPCC, 2013) la ciencia ha demostrado con una seguridad del 95% 
que la actividad humana es la causa dominante del calentamiento observado 
desde mediados del siglo XX. Sin embargo, no todos han contribuido en igual 
proporción a generar este problema. La fuente principal de las emisiones que 
provocan el cambio climático son los combustibles fósiles: gas, petróleo y 
carbón son las fuentes principales de las emisiones de gases de efecto inver-
nadero (GEI) en el mundo. 

Las sociedades actualmente están basadas en la energía, a mayor nivel de 
desarrollo hay una mayor demanda energética. Por lo tanto, las sociedades 
desarrolladas, históricamente, son las mayores responsables de la crisis eco-
lógica actual. 

El núcleo de la idea de la deuda ecológica está basado en que los países 
desarrollados han contribuido en gran medida en la degradación del medio 
ambiente, ellos tienen una deuda con los países en desarrollo (Vera, 1998, 
p. 119). Derivado de esta deuda ecológica, se estableció el principio de res-
ponsabilidades comunes, pero diferenciadas en diversos instrumentos jurí-
dicos internacionales, como en la Declaración de Río de Janeiro, 1992, la Con-
vención Marco de las Naciones Unidas para el Cambio Climático (CMNUCC), 
1992, y el Protocolo de Kioto, 1997. 

Bajo el principio de responsabilidades comunes, pero diferenciadas se re-
conoce que hay actores más responsables y que cuentan con mayores recur-
sos para atender la crisis ambiental. El sentido de la regulación internacional 
se dirige a los Estados como sujetos de derecho internacional. No obstante, 
considero que se podría aplicar también a la relación diferenciada de hom-
bres y mujeres con la naturaleza. Para demostrar lo anterior, será necesario 
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que en el futuro se desarrollen proyectos de investigación que puedan hacer 
un seguimiento puntal y comparaciones históricas que prueben con claridad 
la manera desigual en que hombres y mujeres hemos contribuido con la crisis 
ambiental. 

En este sentido, los Estados y los diversos actores que integran a la socie-
dad cuentan con capacidades diferentes para hacer frente al cambio climático 
y sus efectos, desarrollando acciones de adaptación al mismo. Los más po-
bres, los menos responsables de la crisis climática, son los más vulnerables 
a sus efectos. 

Una política climática que pretenda ser exitosa deberá integrar por igual 
las perspectivas de las mujeres y hombres para proponer acciones que hagan 
frente a la crisis climática. Tanto en países desarrollados como en desarrollo, 
las mujeres tienen un papel preponderante en los patrones de consumo en los 
hogares y son un agente de gran importancia en la agricultura sostenible y la 
seguridad alimentaria (Halonen, 2015, p. 10). El término género justamente 
se refiere a los roles, valores, responsabilidades y oportunidades atribuidos 
por la sociedad que son asociados a las mujeres y los hombres, así como a 
las estructuras de poder, tanto visibles como ocultas, prescritas por las cos-
tumbres y por las leyes, que rigen las relaciones ente ellos (Manuel y Owren, 
2015, p. 27). 

México

Atendiendo al principio de responsabilidades comunes, pero diferenciadas 
y debido a su condición de país en desarrollo, México no tuvo obligaciones 
de reducción de emisiones de GEI en la etapa que inauguró el Protocolo de 
Kioto en 1997. A pesar de lo anterior, ante el crecimiento de países en desa-
rrollo como China e India, el discurso se fue modificando hasta establecer 
que era necesario que, independientemente del nivel de desarrollo de cada 
país, todos deben contribuir con reducciones según sus propias capacidades 
y circunstancias nacionales. Uno de los momentos más delicados sobre este 
asunto es sin duda la Conferencia de las Partes (COP15) en Copenhague, Di-
namarca, en 2009. 

En esta reunión, se polarizaron las visiones de países en desarrollo frente 
a los países desarrollados. Como ya se había mencionado, históricamente, las 
naciones más desarrolladas son las mayores responsables de la crisis climá-
tica. En el 2015, bajo el Acuerdo de París se establecieron las contribuciones 
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nacionalmente determinadas (NDC, por sus siglas en inglés) que representan 
los compromisos de reducción de emisiones a los que se compromete cada 
Estado parte. A pesar de esto, hay un reconocimiento de los países desarro-
llados sobre la responsabilidad de crear mecanismos de financiamiento des-
tinados a la transición energética en los países menos favorecidos. 

En este contexto, se publicó en México la Ley General de Cambio Climático 
en el Diario Oficial de la Federación el 6 de junio de 2012 durante los últimos 
meses de la presidencia de Felipe Calderón. Al presidente Enrique Peña Nie-
to le tocó dar inicio a la instrumentación de la ley recientemente aprobada. 
Este hecho proyectó a México como referente a nivel internacional (como 
país cooperante), pues se le reconoce como el primer país en desarrollo en 
elaborar y aplicar una ley de cambio climático. México recibió solicitudes de 
otros países para asesorarlos en la formulación de sus proyectos de leyes so-
bre cambio climático.

Transversalización del enfoque de género
en la política climática 

A continuación, abordaré la necesidad de que México transversalice el enfo-
que de género en la regulación climática. La perspectiva de género incluye las 
leyes y políticas o programas en los sectores en diferentes escalas y se con-
vierte en una estrategia para transformar tanto las preocupaciones como las 
experiencias de ambos en la dimensión esencial de la elaboración, aplicación, 
supervisión y evaluación de dichas políticas y programas. Tiene por objetivo 
que los beneficios se repartan por igual entre hombres y mujeres para romper 
con las desigualdades (ECOSOC, 2019).

La transversalización del enfoque de género en las políticas públicas so-
bre cambio climático es una tarea fundamental para el reconocimiento de las 
condiciones y necesidades diferenciadas entre hombre y mujeres. Las cau-
sas y consecuencias de este fenómeno se pueden convertir en un factor que 
profundice las desigualdades existentes. Para Figueres (2015) la mujer debe 
pensarse como agente de cambio en todos niveles (p. 8). 

Es necesario tener claro que el cambio climático tiene causas y consecuen-
cias diferenciadas en las regiones, generaciones, grupos socioeconómicos y 
entre los géneros. Los grupos desfavorecidos tienden a soportar una carga 
mayor. La degradación de la naturaleza suele estar vinculada a desequilibrios 
de poder. Las desigualdades sociales y entre géneros son un reflejo de estas 
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asimetrías (PNUD, 2020, pp. 81-82). 
De acuerdo con el IPCC (2014, pp. 18-19), con un nivel de confianza alto, se 

prevé que en zonas rurales los impactos más importantes en el futuro ocurran 
a corto plazo. Posteriormente, en relación con la disponibilidad y el suminis-
tro de agua, la seguridad alimentaria y los ingresos agrícolas, especialmente 
en relación con cambios de las zonas de producción de cultivos alimentarios 
y no alimentarios en todo el mundo. Se prevé que esos impactos afecten des-
proporcionadamente al bienestar de los pobres en las zonas rurales, como a 
las familias encabezadas por mujeres y a las familias que tienen un acceso 
limitado a la tierra, a los modernos insumos agrícolas, a las infraestructuras 
y a la educación. 

A continuación, profundizaré en el tema de las mujeres con acceso limita-
do a la tierra con la finalidad de dimensionar las desigualdades entre hombres 
y mujeres a partir de su relación con la naturaleza. De acuerdo con datos del 
Registro Agrario Nacional (RAN, 2021a) en México hay 5,014,053 millones de 
integrantes en los Núcleos Agrarios Certificados, de los cuales sólo el 27% son 
mujeres. Mientras que, los Núcleos Agrarios No Certificados se integran por 
un total de 348,658, de los cuales las mujeres suman 93,857 (27%). La gráfica 
siguiente muestra esta desigualdad existente en México sobre la propiedad de 
la tierra tanto en los núcleos agrarios certificados como los no certificados. 

Gráfica 1.
Núcleos Agrarios Certificados y no Certificados

Fuente: Elaboración propia con base en RAN, 2021a.

Mujeres
27%

Hombres
73%
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A partir de esta gráfica, se puede afirmar que una gran cantidad de muje-
res no pueden acceder a programas o créditos, a apoyos económicos por pago 
de servicios ambientales y a otros estímulos a los que en su mayoría acceden 
los hombres. La Gráfica 2 muestra en números absolutos la cantidad de hom-
bres y mujeres que ostentan la propiedad de la tierra en los núcleos agrarios 
certificados y no certificados. 

Gráfica 2.
Número de Integrantes de los Núcleos Agrarios 

Certificados y No Certificados

Fuente: Elaboración propia con base en RAN, 2021a.

La Gráfica 3 muestra de manera desagregada cómo se componen tanto en núme-
ros absolutos como en porcentajes los propietarios hombres y mujeres en los núcleos 
agrarios certificados entre ejidatarios, comuneros, posesionarios y avecindados.

Gráfica 3.
Núcleos Agrarios Certificados

Fuente: Elaboración propia con base en RAN, 2021a.
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La tenencia de la tierra en México es una muestra más de las brechas en-
tre hombres y mujeres en nuestro país. Es necesario que datos como estos sean 
fuente de diseño y formulación de la política climática nacional con congruencia 
entre los tres niveles de gobierno o se correrá el riesgo de mantener o acentuar 
esta situación. En la Gráfica 4 se muestra que las mujeres tampoco se encuen-
tran representadas en los espacios de toma de decisiones como los hombres. 

Gráfica 4.
Integrantes de Órganos de Representación de Núcleos Agrarios 

Inscritos en Sistema Integral de Modernización Catastral 
y Registral (SIMCR), vigentes al 30 de abril de 2021

Fuente: Elaboración propia con base en RAN, 2021b.

Este texto parte del supuesto que es necesario integrar a las mujeres en los 
diferentes espacios y niveles de toma de decisiones. Para lograr lo anterior, es 
necesario que las cifras que nos presentan estas cuatro gráficas comiencen a 
modificarse en beneficio de una mayor participación política de las mujeres 
en los órganos de toma de representación agrarios.4 

En el contexto de la crisis climática, las brechas5 de género se observan en 
diferentes ámbitos. Las mujeres que viven en condiciones de exclusión social 

4  Los órganos de representación de los núcleos agrarios se encuentran en los ejidos, cargos como el comisariado ejidal 
que incluye un presidente, secretario y tesorero. El consejo de vigilancia incluye un presidente, primer secretario y segundo 
secretario. En las comunidades hay un comisariado de bienes comunales que a su vez se compone por un presidente, se-
cretario y tesorero; y un consejo de vigilancia que incluye un presidente, primer secretario y segundo secretario. 
5  Medida aritmética que muestra la distancia entre mujeres y hombres respecto a un mismo indicador. En el contexto 
del análisis con perspectiva de género, se utiliza para expresar la magnitud de las desigualdades existentes entre los sexos 
respecto a las oportunidades de acceso, uso y control de los recursos económicos, sociales, culturales y políticos (Inmuje-
res, 2007).

Hombres
45,051

Hombres
5,283

Mujeres
12,571

Mujeres
1,082

Ejidos Comunidades
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tienen limitaciones culturales para movilizarse fuera del espacio domésti-
co; bajos niveles educativos para poder acceder a información en caso de un 
desastre o a sistemas de alerta temprana y a los pronósticos del clima. Las 
mujeres desempeñan un papel importante en el manejo de los recursos na-
turales. Un ejemplo tangible de los impactos diferenciados es que la tarea de 
suministrar a las familias de agua y combustible recae mayoritariamente en 
las mujeres y las niñas. Esta labor será cada vez más difícil de lograr debido al 
problema de escasez de agua en el territorio nacional.

Ante los compromisos de reducción de GEI que México estableció bajo el 
Acuerdo de París, es necesario que la NDC sea pensada y formulada con una 
perspectiva de género, lo cual implicaría: a) asegurar que las mujeres no sólo 
sean consideradas como beneficiarias de acciones en favor del clima, sino 
también como generadoras de tecnologías de energía limpia; b) garantizar 
que las mujeres, con sus capacidades y experiencias, se incorporen al diseño y 
a la ejecución de programas; y c) volver a examinar la diversidad de nuestros 
órganos de toma de decisiones mientras elaboramos planes de trabajo para la 
implementación de objetivos relativos al clima (Towle, 2016). 

Legislatura LXIV (2018-2021): 
iniciativa de reforma a la Ley General 
de Cambio Climático

La última Conferencia de las Partes realizada en Madrid, España, en 2019 des-
tacó el papel preponderante de las mujeres y niñas para alcanzar los objetivos 
de reducción de GEI derivados del Acuerdo de París en 2015. De acuerdo con 
los científicos del IPCC (2018) es necesario que los Estados se comprometan 
a hacer más ambiciosos sus objetivos para lograr limitar el incremento de la 
temperatura global por debajo de los 2 ºC. El trabajo de las y los legisladores 
es clave para que México cumpla con sus compromisos de reducción de 
emisiones. 

El 20 de julio de 2020 se presentó una iniciativa para modificar la Ley Ge-
neral de Cambio Climático desde la Comisión de Medio Ambiente, Sustenta-
bilidad, Cambio Climático y Recursos Naturales de la Cámara de Diputados y 
Diputadas. La propuesta destaca la importancia de garantizar el derecho a un 
medio ambiente sano e inclusivo. El 18 de marzo de 2021 se aprobó en el pleno 
de la Cámara con una unanimidad de 430 votos y se remitió al Senado el dic-
tamen que reforma los artículos 2 y 7 de la Ley General de Cambio Climático.
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Esta reforma busca reconocer a la mujer en la preservación y aprovecha-
miento de los recursos naturales y en el desarrollo sustentable como un prin-
cipio para la formulación y conducción de la política ambiental. “Se garantiza 
el derecho a un medio ambiente sano e inclusivo, y se establece la concurrencia 
de facultades de la Federación, las entidades federativas y los municipios en el 
diseño, implementación y evaluación de las políticas públicas con perspectiva 
de género.” (Cámara de Diputados, 18 de marzo de 2021). De ser aprobada por el 
Senado, la Federación “establecerá procedimientos para realizar consultas pú-
blicas a la sociedad con especial atención en las mujeres, jóvenes y las comuni-
dades rurales, indígenas y afromexicanas, a los sectores público y privado, con 
el fin de formular la Estrategia Nacional y el Programa, desde una perspectiva de 
género y un enfoque intercultural.” (Cámara de Diputados, 18 de marzo de 2021).

El 18 de marzo de 2021, se recibió en la Cámara de Senadores el expediente 
de Minuta Proyecto de Decreto por el que se reforman la fracción I del artículo 
2 y las fracciones I y V del artículo 7 de la Ley General de Cambio Climático 
para quedar de la forma siguiente:

Artículo 2. Esta ley tiene por objeto: 

I. Garantizar el derecho a un medio ambiente sano e inclusivo y establecer 

la concurrencia de facultades de la federación, las entidades federativas y 

los municipios en el diseño, implementación y evaluación de las políticas 

públicas con perspectiva de género para la adaptación al cambio climático 

y la mitigación de emisiones de gases y compuestos de efecto invernadero; 

Artículo 7. Son atribuciones de la federación las siguientes: 

I. Formular y conducir la política nacional en materia de cambio climático 

con perspectiva de género; 

V. Establecer procedimientos para realizar consultas públicas a la sociedad 

con especial atención en las mujeres, jóvenes y las comunidades rurales, 

indígenas y afromexicanas, a los sectores público y privado, con el fin de 

formular la Estrategia Nacional y el Programa, desde una perspectiva de 

género y un enfoque intercultural; (las negritas son mías, muestran las 

partes que se adicionarían a la versión actual de dichas fracciones).

En este momento, en la Gaceta del Senado (Cámara de Senadores, 2021), 
dicha iniciativa de reforma se encuentra en estatus “pendiente”. Conside-
ro que, de ser aprobada, esta reforma serviría para realizar una revisión ex-
haustiva de la legislación climática y ambiental en México. Lo cual es muy 
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necesario pues nuestro país debe transversalizar la perspectiva de género en 
todos los temas prioritarios.

El cambio climático es un problema más que tiende a mantener y profun-
dizar las desigualdades entre hombres y mujeres. Por lo tanto, es fundamen-
tal que haya coherencia y coordinación entre los tres niveles de gobierno y 
que haya mayor participación de todos los sectores y actores de nuestra so-
ciedad. Debido a que en gran medida las desigualdades se deben a cuestiones 
culturales, es necesario capacitar, sensibilizar, formar, entre otros, a toda la 
sociedad en busca de un desarrollo sostenible inclusivo que haga una realidad 
la justicia climática.

Sin duda, el contexto actual de la pandemia ocasionada por la Covid-19 
ha puesto nuevos retos sobre la mesa y evidenciado otros que se cuestionan 
cada vez más, como es el tema de los cuidados que corren a cargo mayorita-
riamente por mujeres. La crisis sanitaria debe ser un elemento catalizador 
que nos lleve a aspirar a una sociedad justa y acelerar un cambio cultural sig-
nificativo. 

Consideraciones finales

En la actualidad, las mujeres desempeñan posiciones que habían sido ajenas 
hasta hace poco tiempo y la participación en la formulación de políticas en 
pro del medio ambiente es uno de ellos; no obstante, queda mucho por avan-
zar. A continuación, puntualizaré algunas recomendaciones para considerar 
en el futuro respecto a la política climática en México. Dos de las principales 
demandas desde el enfoque de género son: la participación activa de las mu-
jeres en los procesos de toma de decisiones y la integración de la perspectiva 
de género en la formulación de políticas públicas ambientales.

Es importante integrar a las mujeres en los procesos de toma de decisiones 
sobre las políticas climáticas de adaptación y mitigación. Igualmente, las mu-
jeres deben participar en las negociaciones climáticas en todos los niveles en 
igual medida que los hombres. Invertir más en la educación de las mujeres será 
un factor clave para la creación de capacidades. Por esta razón, el presupuesto 
para las acciones que estén encaminadas al cumplimiento de los objetivos en 
materia de cambio climático deben considerar la perspectiva de género. Las 
soluciones deben ser integrales y esto será imposible si se deja de lado la par-
ticipación de las mujeres. Una política climática que aspire a ser exitosa debe 
considerar la visión y conocimientos de hombres y mujeres por igual.
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Ante la falta de información suficiente, será necesario destinar recursos a 
proyectos de investigación que muestren de manera clara la relación desigual 
entre hombres y mujeres con la naturaleza. A partir de ello, se podrá sensi-
bilizar a los tomadores de decisiones para que vean la necesidad de incluir 
criterios de género en la formulación de las políticas públicas sobre cambio 
climático y desarrollo sostenible. En la medida que la perspectiva de género 
se transversalice y se desarrollen indicadores más específicos, será más fácil 
visibilizar los impactos diferenciados entre mujeres y hombres.

Es necesario integrar la perspectiva de género en toda la legislación am-
biental. Los planes de adaptación y mitigación del cambio climático de igual 
forma deben diseñarse desde esta perspectiva. Reconocer el vínculo entre 
género y cambio climático y transversalizar este tema en toda la legislación 
nacional, no sólo lo ambiental, permitirá contribuir en el avance de los Obje-
tivos de Desarrollo Sostenible de la ONU y los compromisos que México esta-
bleció bajo el Acuerdo de París. 

Considero que la relación género y cambio climático debe estar en el cen-
tro del debate nacional para transformar a nuestra sociedad en un espacio 
justo e inclusivo. Será indispensable que haya cambios radicales en los roles 
que las mujeres continúan desempeñando en la sociedad actualmente para 
lograrlo. En este texto, se presentaron cifras que nos muestran la desigualdad 
de la tenencia de la tierra y la escasa participación de mujeres en los órganos 
de representación tanto en los ejidos como en las comunidades. Es necesario 
seguir explorando estas asimetrías que impactan negativamente en la vida de 
las mujeres y las niñas mexicanas. 
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El derecho a los cuidados, 
cambio estructural para la igualdad

Martha Tagle Martínez1

Introducción

La paridad de género en la participación y representación ciudadana 
no está completa si no se logra la igualdad sustantiva en todos los 
ámbitos. Durante décadas, el movimiento amplio de mujeres y femi-

nistas hemos construido las bases necesarias para avanzar en ella, y en el 
proceso hemos ido transformando las condiciones en que vivimos y convi-
vimos. Sin embargo, aún en la Legislatura de la Paridad, esto no es suficiente 
si no logramos un cambio estructural en la manera en cómo concebimos y 
distribuimos los cuidados que todas las personas requerimos, pero que las 
mujeres hemos sostenido desvaloradamente por la sociedad, tanto en lo so-
cial como en lo económico. 

Los cuidados se refieren, en términos generales, al conjunto de activida-
des humanas que resultan necesarias para el desarrollo de las personas y el 
sostenimiento de la vida material, simbólica y subjetiva en todo el mundo, 
las cuales son realizadas individual y colectivamente por las personas, tanto 
para sí mismas como para otras. Esta es apenas una idea amplia sobre el sig-
nificado de los cuidados, tomando en cuenta que se trata de una noción que 
se encuentra en constante debate y conceptualización.

En México, como en otros países de la región latinoamericana, los cuida-
dos han sido analizados y debatidos desde el pensamiento feminista en espa-
cios académicos y sociales, así como atendidos en diferentes medidas a través 
de servicios gubernamentales, aunque esto último no necesariamente bajo 
nociones propuestas en los planteamientos feministas. 

En años recientes, este tema se ha instalado en la agenda legislativa, in-
fluido por los avances normativos en materia de los derechos humanos e 

1  Feminista, egresada de la carrera de Ciencias Políticas y Administración Pública de la Facultad de Ciencias Políticas y 
Sociales de la UNAM. Comprometida con la defensa de los derechos de las mujeres, la igualdad, la democracia, la transpa-
rencia y el combate a la corrupción. Es integrante de diversas redes de mujeres, desde donde ha dedicado esfuerzos im-
portantes en el diseño de leyes, políticas públicas y presupuestos para prevenir, atender y sancionar la violencia contra 
las mujeres, así como para disminuir las brechas de desigualdad y garantizar el ejercicio pleno de los derechos políticos de 
las mujeres. Ha participado como conferencista a nivel nacional e internacional como especialista en materia de género y 
derechos humanos. Milita en el Partido Movimiento Ciudadano desde su fundación. Fue Senadora de la República y actual-
mente es Diputada Federal del Congreso Mexicano. martha_tagle@hotmail.com 
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igualdad de género, así como por el activismo y demandas sociales de las mu-
jeres y el feminismo que configuran una agenda pública cada vez más exten-
sa. Es por ello que en la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, la primera 
Legislatura de la Paridad, fue posible iniciar el proceso de aprobación de una 
reforma constitucional que busca el reconocimiento de los cuidados como un 
derecho humano de todas las personas. 

En este sentido, es importante destacar la relación que existe entre el tema 
de los cuidados y la agenda feminista por la igualdad de género y los derechos 
de las mujeres. Primero, porque el feminismo ha profundizado en el análisis 
de la economía, el trabajo y el desarrollo social desde la perspectiva de género 
y ha develado las desigualdades estructurales que permean en la distribu-
ción, valoración y reconocimiento de los cuidados en múltiples sentidos; y 
segundo, porque las legisladoras podemos dar cuenta de viva voz del impacto 
que tiene la sobrecarga histórica que estos representan en nuestra trayectoria 
política y la importancia de legislar en esta materia. 

De esto trata el presente capítulo, con el propósito de retomar el análisis 
feminista y el panorama de cuidados en México para continuar problemati-
zando las desigualdades que vivimos sistemáticamente aún en la Legislatu-
ra de la Paridad y profundizadas por el contexto de pandemia por Covid-19, 
y con ello seguir impulsando el proceso legislativo iniciado durante la LXIV 
Legislatura por el reconocimiento del derecho a los cuidados en nuestro país.

El derecho al cuidado

Históricamente, los cuidados de las personas han sido considerados como 
una responsabilidad que atañe únicamente a cada familia y a los arreglos que 
se dan dentro del espacio doméstico. Sin embargo, esto se ha traducido en 
una sobrecarga sistemática para las mujeres, debido a la división sexual del 
trabajo sostenida por los roles y estereotipos de género construidos social y 
culturalmente, la cual no es una situación inherente a la condición humana 
de las mujeres, sino una asignación que, además, se conjuga con el hecho de 
que los cuidados en sí no han sido vistos ni como un derecho humano ni como 
un trabajo que debe ser reconocido, pagado y redistribuido, ni como sostén de 
la vida en todas sus esferas, incluida la económica. 

Todo ello, ha propiciado que los cuidados sean todavía a nuestros días un 
trabajo feminizado, no remunerado, invisible y desvalorizado, por lo que se 
hace necesario dejar de asociarlo a las mujeres, dentro y fuera de las familias, 
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para transitar a nuevos contratos sociales donde se distribuyan entre todas 
las personas, las comunidades, el mercado y el Estado. 

Este último aspecto de una redistribución de los cuidados es fundamen-
tal, ya que, como lo señalan Ignasi y Santamaría (2016), uno de los objetivos 
de la economía feminista es lograr el reconocimiento público del trabajo de 
los cuidados –incluyendo el trabajo doméstico– pero no como una activi-
dad propia de las mujeres, sino como un trabajo que les ha sido obligado y 
sin pago alguno, y cuya sobrecarga afecta otros derechos. Este es el caso del 
derecho de las mujeres al tiempo propio, que permitiría a las mujeres la libre 
determinación de su tiempo para cualquiera de los fines, incluyendo el auto-
cuidado, el descanso y el ocio, por mencionar algunos.

En este sentido, resulta necesario incorporar también el enfoque de de-
rechos humanos al análisis de los cuidados desde la perspectiva de género. 
Al respecto, Pautassi (2007) menciona que los actos de cuidar, el de recibir 
cuidados y el de “cuidarse” son un derecho de cada persona, independiente-
mente del estado de necesidad en el que se encuentre, de su estatus laboral 
(formal o informal), o de si esta es una obligación privada o pública. No obs-
tante, en países como México no han logrado reconocerse como tal y, por lo 
contrario, la legislación vigente continúa permeada por el enfoque que redu-
ce los cuidados al ámbito privado y a las mujeres, o bien, a la regulación labo-
ral de trabajadoras remuneradas y a servicios públicos de carácter asistencial. 

Debido a lo anterior, Pautassi (2007) explica que es necesario reconocer 
el cuidado como un derecho, así como la contribución de las mujeres en la 
economía a través de los cuidados que realizan, pues al reconocerlo así se le 
dota de un valor intrínseco, y una vez introducido en el contexto de las políti-
cas públicas, el punto de partida ya no consiste en reconocer la existencia de 
ciertos sectores sociales que tienen necesidades no cubiertas, sino en la exis-
tencia de personas que tienen derechos que pueden exigir o demandar. Con 
ello se da origen a la obligación de los Estados para el establecimiento de me-
canismos de tutela, garantía o responsabilidad, ya que “el derecho al cuidado 
y a cuidar(se) debe ser considerado un derecho universal de cada ciudadano y 
cada ciudadana, no sujeto a determinación específica” (Pautassi, 2007, p. 31).

Abordar los cuidados desde un enfoque de derechos humanos, de la eco-
nomía feminista, de la igualdad de género y la no discriminación nos lleva 
necesariamente a emprender un amplio proceso social para reconocerlos 
como un derecho, cuyo ejercicio implica actividades y prácticas indispen-
sables para la vida, las cuales representan tiempo y trabajo que las mujeres 



108

dedican en mayor proporción para satisfacerlas, muchas veces en detrimento 
de los derechos propios, por lo cual es impostergable redistribuirlos de ma-
nera corresponsable entre todas las personas y sectores de nuestra organiza-
ción social y con la inversión de recursos del Estado.

Los cuidados en México

El panorama de la distribución de los cuidados en nuestro país es desigual e 
injusta para las mujeres, entre otras cosas, gracias al entramado social que 
articula la prevalencia de otras desigualdades y discriminaciones, como son 
la brecha salarial, la precariedad laboral para las mujeres, la falta de visibi-
lidad, reconocimiento y remuneración justa de su trabajo y del aporte de los 
cuidados que realizan. 

En la parte formal, México cuenta con referentes normativos suficientes 
–sobre todo en los instrumentos internacionales y regionales– para avanzar 
en el reconocimiento de este derecho. Por ejemplo, a nivel internacional se 
debe mencionar el Convenio 156 de la Organización Internacional del Trabajo 
(OIT) –el cual no ha sido ratificado por México– que en su artículo 3.1 señala: 

Con miras a crear la igualdad efectiva de oportunidades y de trato entre 

trabajadores y trabajadoras, cada miembro deberá incluir entre los objeti-

vos de su política nacional el de permitir que las personas con responsabili-

dades familiares que desempeñen o deseen desempeñar un empleo ejerzan 

su derecho a hacerlo… en la medida de lo posible, sin conflicto entre sus 

responsabilidades familiares y profesionales. 

A ello se suma la Recomendación 165 sobre “los trabajadores con respon-
sabilidades familiares” emitida en la Conferencia General de la Organización 
Internacional del Trabajo el 23 de junio de 1981, que señala que los problemas 
familiares de las trabajadoras y trabajadores deben ser considerados den-
tro de las políticas públicas y, por ello, las autoridades y organismos deben 
adoptar medidas compatibles y condiciones de empleo que permitan a las 
personas trabajadoras conciliar sus responsabilidades profesionales y fami-
liares (Art. 17).

En el ámbito regional, la Convención Interamericana sobre la Protección 
de los Derechos Humanos de las Personas Mayores de 2015 contiene refe-
rentes importantes para los cuidados, que si bien se delimitan a los cuidados 
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paliativos y a los servicios de cuidado de largo plazo que deben recibir las 
personas mayores, establece principios fundamentales sobre el bienestar y el 
cuidado, y señala como necesario contar con la responsabilidad del Estado, la 
participación de la familia y de la comunidad en la integración activa, plena y 
productiva de esta población dentro de la sociedad, así como en su cuidado y 
atención, de acuerdo con la legislación interna.

Como se puede observar en estos referentes, la participación en los cui-
dados de diversos actores de la sociedad se reconoce como necesaria y resul-
ta aplicable a los cuidados en su más amplia acepción, pues abarcan muchas 
otras actividades y procesos individuales y colectivos que se hacen presentes 
a lo largo de todo el ciclo de vida de las personas y que deben ser garantizados 
desde un enfoque de derechos humanos. 

En este sentido, la corresponsabilidad es un principio que se hace necesa-
rio en la garantía del derecho a los cuidados y en una distribución justa dentro 
de la sociedad. Tanto a nivel familiar como social, la corresponsabilidad de 
refiere, como lo retoman Carmona, Esquivel y Vargas (2018), a comporta-
mientos e interacciones que inciden en el reparto de las tareas para garanti-
zar el derecho al cuidado en diferentes dimensiones, tales como: la distribu-
ción de las tareas en función de las destrezas necesarias para llevarlas a cabo, 
de un reparto razonable y de la satisfacción de los miembros de la familia con 
la distribución sin sobrecargar a nadie, especialmente a las mujeres; la asun-
ción de una responsabilidad compartida y la construcción de una percepción 
de un reparto justo; la actuación coordinada de las tareas entre los miembros 
de la familia como parte de una responsabilidad colectiva y no individual; y 
la corresponsabilidad de las instituciones, tanto de la iniciativa privada como 
del Estado y de la sociedad civil. 

De esta forma, la corresponsabilidad se puede resumir en que los cuidados 
son un asunto de la sociedad en su conjunto, es decir, del Estado, el mercado, 
las comunidades y las familias, y en cada uno involucra tanto a las mujeres 
como a los hombres en su diversidad. A su vez, se trata de una perspectiva 
que trasciende la idea tradicional de la conciliación que en otros momentos 
se ha promovido, pero cuya puesta práctica ha reproducido la división sexual 
del trabajo. 

La cuestión crítica del panorama de cuidados en México es que el marco 
normativo específico en la materia y desde un enfoque integrado como el que 
se ha explicado, comenzó a plantearse recientemente en el ámbito legislati-
vo, a pesar de que los referentes internacionales antes citados se remontan a 
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décadas previas. Esto no significa que en el país no se cuenten con debates, 
propuestas y otros componentes, sobre todo servicios públicos, para satisfa-
cer necesidades de cuidado de diversos sectores de la población, sino que to-
davía falta un importante trayecto para su transformación e integración a un 
marco del derecho a los cuidados, que sea interdependiente e indivisible con 
los derechos de las mujeres y de forma corresponsable entre toda la sociedad.

De antemano, en el ámbito nacional contamos con un desarrollo impor-
tante del estudio, análisis y propuestas en materia de cuidados que han ido 
desde debates por visibilizar el uso del tiempo de mujeres y hombres, gene-
rar información estadística desagregada por sexo y contar con valoraciones 
reales del costo que implican los trabajos de los cuidados en el país, así como 
esfuerzos por debatir y generar acciones en favor de la corresponsabilidad de 
los tiempos laborales, familiares y personales. 

A la fecha, solo la Ciudad de México, en el marco de su proceso consti-
tuyente, cuenta con el reconocimiento explícito del derecho al cuidado y del 
derecho al tiempo libre en los artículos 9 y 13, respectivamente, de la Cons-
titución Política local. De estos, destaca que la definición del primer derecho 
prevé la creación de un sistema de cuidados que garantice los elementos ne-
cesarios para su ejercicio.

A nivel nacional, destacan los esfuerzos dentro del Congreso de la Unión 
por avanzar también en el reconocimiento del derecho al cuidado y crear un 
Sistema Nacional de Cuidados durante la LXIV Legislatura, de cuyo proceso se 
comenta más adelante. En cualquier caso, todo esfuerzo y avance legislativo 
y de políticas públicas que se logre en esta materia deberá considerar tanto el 
marco conceptual como normativo de los cuidados que se ha ido desarrollan-
do desde el enfoque de derechos e igualdad, así como el panorama específico 
de nuestro contexto nacional.

Por una parte, la Encuesta Nacional sobre Uso del Tiempo mostró en 2014 
que las mujeres destinaban 50.4 horas semanales al trabajo doméstico no re-
munerado para el propio hogar, al trabajo no remunerado de cuidados a in-
tegrantes del hogar y al trabajo no remunerado como apoyo a otros hogares 
y voluntario, mientras que los hombres dedicaron 20.6 horas. Es decir, las 
mujeres dedicaron 29.8 horas más de trabajo no remunerado que los hom-
bres. En 2019, estas actividades aumentaron ligeramente en toda la pobla-
ción, alcanzando un total de 52.5 horas para las mujeres y 23.6 horas para los 
hombres. No obstante, la brecha en la carga de cuidados fue similar a la ante-
rior, con 28.9 horas más realizadas por las mujeres (INEGI, Inmujeres, 2019).
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Por otra parte, la Cuenta Satélite del Trabajo no Remunerado de los Hoga-
res indica que en 2018, el trabajo no remunerado de los hogares (alimenta-
ción, limpieza y mantenimiento de la vivienda, limpieza y cuidado de la ropa 
y calzado, compras y administración de hogar, cuidados y apoyo, ayuda a 
otros hogares y trabajo voluntario) representaba el 23.5% del Producto Inter-
no Bruto (PIB) nacional, es decir, 5,524,621 millones de pesos (INEGI, 2019); 
mientras que para 2019 representó el 22.8% del PIB con 5,577,480 millones 
de pesos (INEGI, 2020). De la desagregación por sexo, la mayor parte de las 
labores domésticas y de cuidados en 2018 fueron realizadas por las mujeres, 
con el 76.4% del tiempo destinado a estas actividades y el 75.1% en términos 
del valor económico; en cambio, en 2019 estos porcentajes fueron del 74.8% 
en cuanto al tiempo y 73.6% en valor económico (INEGI, 2019, 2020).

Como se puede apreciar de esta información, el valor del trabajo no re-
munerado de los hogares mexicanos con respecto al PIB nacional es impor-
tante y se encuentra sostenido en mayor proporción por las mujeres, tanto 
en tiempo como en valor monetario. A pesar de esto, existen otros estudios 
y análisis que muestran que, más allá de contar actualmente con una con-
tabilización del aporte de las mujeres a la economía nacional a través de la 
información estadística, el Estado continúa sin invertir mayor gasto público 
en políticas y servicios del cuidado que disminuyan las brechas de desigual-
dad y promuevan la corresponsabilidad del Estado mismo, del mercado y la 
sociedad en esta materia.

Para dar cuenta de ello, destaca el Diagnóstico de Corresponsabilidad del 
Estado Mexicano en el Trabajo del Cuidado (CNDH, 2018), en el cual se reco-
noce la realidad reflejada en las herramientas de medición anteriores, pero 
también identifica que la mayor parte de la intervención del Estado para 
atender a las poblaciones dependientes de cuidados no son políticas públi-
cas de cuidado como tal, pues su foco de acción está enmarcado en la polí-
tica social asistencial. 

Del análisis de programas sociales y presupuestos públicos, las autoras 
encuentran que la corresponsabilidad en la generación de bienestar de la po-
blación en México en materia de cuidado es incipiente, pues alrededor de una 
tercera parte de la población requiere de cuidados (como el caso de las per-
sonas adultas mayores) o es dependiente de ellos (como son las niñas, niños 
y adolescentes). Pero en contraste, la oferta de servicios públicos de cuidados 
es muy escasa e insuficiente y ello se refleja en el presupuesto público y el 
número de personas atendidas a través de los principales programas. 
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Debido a este estudio y otras fuentes de información y análisis disponi-
bles, en México son todavía insuficientes los esfuerzos para contar con po-
líticas públicas y servicios adecuados para toda la población, en particular 
para las poblaciones dependientes. De igual forma, tampoco se vislumbra un 
esquema o estructura de corresponsabilidad que evite los sesgos de género e 
involucre activa y claramente al resto de los actores sociales.

Por ello, se requiere fortalecer el marco normativo y de políticas públicas 
para el cuidado con una perspectiva de largo plazo y estructural, y así lo de-
mandan los recientes debates y propuestas desarrolladas en el ámbito legis-
lativo, como se plantea a continuación.

El camino legislativo por el derecho a los cuidados

Como se ha mencionado, el avance de la agenda feminista de los cuidados ha 
llegado al ámbito legislativo con mayor fuerza durante la LXIV Legislatura, 
la Legislatura de la Paridad. En lo general, muchas diputadas y senadoras, al 
igual que otras mujeres en política, podemos dar cuenta de las dificultades 
que se presentan en nuestras trayectorias por tratarse de espacios masculi-
nizados, de un poder reservado históricamente a los hombres y de una cre-
ciente violencia política en razón de género en la medida que avanza nuestra 
participación política –la cual hemos podido incluso legislar– pero también 
porque muchas de nosotras enfrentamos esa sobrecarga de cuidados de la 
que dan cuenta las estadísticas nacionales y los análisis feministas. 

Las mujeres legisladoras nos enfrentamos también a dificultades para 
conciliar, por ejemplo, el cuidado de hijas e hijos o personas que lo requie-
ren, con las responsabilidades políticas y laborales en periodos de mayor sa-
turación, como es el caso de las largas sesiones de debate legislativo. Parti-
cularmente, para quienes viven y representan distritos diferentes a los de la 
Ciudad de México, y considerando que en general no se cuenta todavía con 
condiciones de corresponsabilidad en el Congreso de la Unión. 

La imposibilidad de desempeñar las labores por las responsabilidades de 
cuidados puede afectar directamente la participación de las mujeres en los 
debates, deliberaciones y toma de decisiones en el Congreso, tal como suce-
de en otros ámbitos, así como respecto de temas legislativos con un impacto 
relevante en la sociedad. 

Esta realidad se profundizó con el inicio de la emergencia sanitaria decreta-
da en México en marzo de 2020 a raíz de la pandemia por Covid-19, cuyo con-
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finamiento en los hogares representó el inicio de un contexto muy difícil para 
las mujeres en general, como es, precisamente, la sobrecarga de los cuidados, 
pero también la pérdida de empleos formales e informales, la afectación a la 
salud física y mental, la pérdida de oportunidades educativas y de desarrollo 
profesional y el incremento de la violencia en los hogares, por mencionar al-
gunas. Por desgracia, muchas de estas situaciones conllevan la muerte de miles 
de mujeres, ya sea por la violencia feminicida, por mortalidad materna o por 
complicaciones de la salud, incluyendo la enfermedad de Covid-19.

Si bien este contexto representa un gran reto para la humanidad, cada vez 
hay más evidencias contundentes de las desigualdades estructurales que re-
presenta la división sexual del trabajo y los roles y estereotipos de género, en 
la medida en que muchas de ellas fueron profundizadas por el contexto de la 
pandemia. No obstante, también ha sido el escenario de importantes cambios 
que se encuentran en proceso para garantizar derechos, como es el caso de la 
reforma a los artículos 4º y 73 Constitucionales en materia del derecho a los 
cuidados y la creación de un Sistema Nacional de Cuidados. 

En años previos, los cuidados fueron un tema que había adquirido prepon-
derancia en la agenda pública y legislativa, sobre todo a partir de su reconoci-
miento en la Constitución Política de la Ciudad de México de 2017. Conjugado 
con el impulso de la agenda de los derechos de las mujeres desde diferentes 
espacios, se afianzó en la Legislatura de la Paridad a través de iniciativas de 
reforma Constitucional, presentadas durante 2019 y 2020 por diputadas y di-
putados de diversos grupos parlamentarios. 

En mayo de 2020, se llevaron a cabo las Audiencias Públicas de Parlamen-
to Abierto por medio de videoconferencias, convocadas por la comisión del 
mismo nombre en la Cámara baja para el análisis de las propuestas inscritas. 
En dichas audiencias participaron diputadas, titulares de instituciones públi-
cas involucradas en la materia, así como especialistas y representantes de la 
sociedad civil, de la academia y de otros países de América Latina. 

El punto de partida sería la reforma constitucional para reconocer el de-
recho a los cuidados y la obligación del Estado mexicano en garantizarlo, en-
tre otras cosas, a través de establecer la creación de un Sistema Nacional de 
Cuidados, cuyos detalles serían desarrollados en la normatividad secundaria. 
La perspectiva para el proceso de reforma fue enriquecida por las diferentes 
voces, pues se plantearon precisiones, insumos y experiencias para delimitar 
tanto los contenidos y alcance de la reforma constitucional como las disposi-
ciones que deriven de su eventual aprobación.
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Después de varios meses, las iniciativas fueron dictaminadas por la Co-
misión de Puntos Constitucionales y se aprobó un proyecto de decreto por 
mayoría calificada del pleno en la sesión del 18 de noviembre de 2020, por lo 
que se turnó al Senado de la República para continuar con el proceso legis-
lativo. Cabe mencionar que en mi caso, fui una de las diputadas que presentó 
una iniciativa, la cual formó parte del dictamen presentado al pleno, así como 
presenté una reserva al proyecto de decreto que fue sometido a aprobación. 

Con base en lo anterior, a continuación, comparto algunos de los aspectos 
clave de la iniciativa aprobada y que a su vez serán relevantes en las etapas 
posteriores del proceso legislativo. La conceptualización del derecho a los 
cuidados representa una parte fundamental para la delimitación y alcance de 
su ejercicio y garantía desde el Estado. 

Las propuestas desarrolladas, presentadas y discutidas en los diferentes 
momentos previos a la aprobación del decreto reflejaron en buena medida 
los debates acumulados de la experiencia de expertas, activistas, ciudadanas 
y legisladoras, así como del proceso constituyente de la Ciudad de México. 

De esta forma, pudimos observar propuestas que buscan nombrar a este 
derecho como cuidado digno y, en algunos casos, acompañado del derecho al 
tiempo propio de las mujeres, como se hizo en el caso de la Ciudad de México. 

Al mismo tiempo, la conceptualización de muchos proyectos de iniciativa 
y del decreto que fue aprobado recoge una perspectiva amplia de la noción 
de los cuidados desarrollada a partir de las propuestas feministas, y que se 
refieren a aspectos, ámbitos, momentos, espacios, etc. que deben ser consi-
derados como parte de este derecho. En lo particular, la propuesta de concep-
tualización que presenté fue la siguiente, misma que en lo general fue consis-
tente con las otras y con la versión dictaminada:  

Toda persona tiene derecho al cuidado digno, entendido como el conjunto 

de actividades, relaciones y procesos que otorgan a las personas los ele-

mentos materiales y simbólicos para la reproducción social, que consiste en 

sustentar y desarrollar su vida en sociedad, a lo largo de todo su ciclo vital 

y en todas sus dimensiones, como la social, económica, política, cultural y 

psicológica (Tagle, 2020).

En relación con el alcance de la reforma, se discutió y definió que a nivel 
constitucional se considerara, además de la conceptualización, algunos cri-
terios para garantizar este derecho, como es el principio de corresponsabi-
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lidad y los enfoques que se deben observar; la creación del Sistema Nacional 
de Cuidados, sus características y proceso de definición; los actores involu-
crados y su coordinación; y aspectos de implementación a nivel nacional, sin 
necesariamente especificar detalles para reservarlas a las leyes secundarias. 

Cabe mencionar que en el dictamen que fue presentado para discusión 
y aprobación del pleno, se incluyó un párrafo relativo a la especificación de 
los grupos de la población que resultarían prioritarios de atención dentro 
del Sistema a crear, como es el caso de las personas que requieran cuidados 
por enfermedad o discapacidad, niñas y niños, adultos mayores, personas en 
condiciones de extrema pobreza y personas que realicen actividades de cui-
dado sin remuneración alguna.

Al respecto, presenté una reserva a dicha propuesta, donde manifesté la 
necesidad de hacer explícita la corresponsabilidad del Estado, la comunidad, 
el mercado, las familias y las mujeres y los hombres. Pues al no desagregar a 
todos estos actores, podría interpretarse que se deslinda de la responsabili-
dad a cualquiera de ellos, como es el caso de los hombres, debido a la inercia 
de la división sexual del trabajo, el pacto patriarcal y los mandatos sociocul-
turales que fácilmente justifican el desapego y abandono de los cuidados y 
devuelven la sobrecarga a las mujeres. 

Asimismo, propuse la necesidad de hacer explícito el enfoque de derechos 
humanos y un marco legal y de políticas públicas para propiciar la redistri-
bución corresponsable de los cuidados, así como convertir la mención de los 
grupos prioritarios en un artículo transitorio para ser retomado en los aspec-
tos operativos que eventualmente se definan para el Sistema a través de otros 
instrumentos y no la Constitución, pues dicha mención puede vincularse con 
un enfoque de asistencia social en lugar de un enfoque de derechos.

Sin duda, estos y otros aspectos más serán revisados por el Senado de la 
República al momento de la discusión del proyecto aprobado por la Cámara 
de Diputadas y Diputados, la cual estaba prevista para el último periodo de 
sesiones de la LXIV Legislatura, pero hasta el penúltimo mes de la misma no 
ha sido abordada. 

De igual forma, hay que tener presente que después de la aprobación que 
realice el Senado, con o sin modificaciones, el proceso legislativo continuará 
en las entidades federativas para obtener las aprobaciones requeridas en una 
reforma constitucional. 

De esta forma, se trata de un camino inacabado en el corto plazo, pero 
que implicará seguir construyendo colectivamente otros cambios de mayor 
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aliento para garantizar este derecho, como es el caso de contar con presu-
puestos públicos, servicios gubernamentales, condiciones laborales y, sobre 
todo, prácticas y creencias socioculturales que sostengan ahora el derecho a 
los cuidados, en lugar de las desigualdades que han persistido. 

Consideraciones finales

Es importante reconocer que todas las personas tenemos derecho a los cui-
dados, que es primordial en todas las etapas del ciclo de vida e indispensable 
para alcanzar un pleno desarrollo individual y colectivo, así como hacer visi-
ble el aporte histórico de las mujeres en estas actividades humanas y redis-
tribuirlas de forma corresponsable en toda la sociedad. 

Para ello, el panorama de los cuidados en México hace evidente la nece-
sidad de una mayor intervención del Estado como parte de sus obligaciones 
en materia de derechos humanos, lo cual ha iniciado recientemente con las 
modificaciones legislativas que permitirán un reconocimiento amplio y com-
pleto de este derecho. 

No obstante, este es apenas un punto de partida que nos demandará, par-
ticularmente a nuestras y nuestros representantes en la Legislatura que co-
menzará, seguir construyendo colectivamente otros componentes necesarios 
para atender de forma universal, diferenciada, sistémica y corresponsable las 
necesidades de cuidados de los diferentes grupos poblacionales, especial-
mente, ante el aumento del número de personas que requerirán de cuidados 
en una sociedad que tiende cada vez más a envejecer. 

Lo anterior, a través de normas, políticas públicas, presupuestos, servi-
cios, mecanismos, infraestructura, estrategias, prácticas culturales, condi-
ciones laborales, entre muchos otros, para generar un cambio formal con re-
sonancias socioculturales en beneficio de todas las personas. 

Continuamos en este camino por el derecho de todas las personas a los 
cuidados.
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Derechos laborales de las personas 
trabajadoras del hogar

María Wendy Briceño Zuloaga1

Introducción

Desde el siglo XVI, en la época virreinal el trabajo doméstico, de cuida-
dos y mantenimiento en nuestro país estuvo a cargo de un sector de 
la población, quienes fueron discriminados bajo estándares sociales, 

casi siempre en calidad de esclavos de acuerdo con el sistema de castas. Esto 
fue una situación recurrente y significativa asociando estas actividades a la 
ausencia de cualquier derecho, condiciones dignas de subsistencia y con alta 
sobreexplotación física, mental y emocional, sobre quienes desempeñaban 
estos trabajos.

En el caso de las mujeres, además de la serie de abusos vividos, se su-
maban los de tipo sexual; donde las violaciones eran continuas por parte de 
quienes ostentaban el poder económico, social y político en las comunidades. 
Las y los hijos pasaban a ser parte de la fuerza de trabajo y continuaba la ca-
dena de explotación sin ninguna garantía.

Para la época contemporánea, entre los siglos XX y XXI, muchas de estas 
situaciones continuaron en una especie de usos y costumbres en el trato di-
recto con este sector productivo, generando una normalización de la explota-
ción y discriminación. Aunque ahora ya podíamos hablar de salarios y algunas 
prestaciones para las trabajadoras del hogar, estas dependían en gran medida 
de la palabra de los empleadores, sin leyes fortalecidas en materia laboral.

Uno de los grandes avances al inicio de la LXIV Legislatura del Congreso de 
la Unión fue el proceso legislativo que tuvo el proyecto de decreto por el que 
se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Federal del 
Trabajo y de la Ley del Seguro Social en materia de las personas trabajadoras 
del hogar, a fin de cambiar la denominación del Capítulo XIII por el de “Per-
sonas Trabajadoras del Hogar”.

 Se definió a la persona trabajadora del hogar que de manera remunera-
da realice actividades de cuidados, aseo, asistencia o cualquier otra actividad 

1  Maestra en Estudios de Género, Procesos Políticos y Transformaciones Culturales por El Colegio de México. Licenciada en 
Ciencias de la Comunicación por la Universidad de Sonora. Durante la LXIV Legislatura se desempeñó como Presidenta de 
la Comisión de Igualdad de Género en Cámara de Diputados y actualmente es Diputada Federal reelecta por el Distrito 5 de 
Hermosillo. maria.briceno@diputados.gob.mx 
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inherente al hogar en el marco de una relación laboral que no importe para la 
persona empleadora beneficio económico directo, conforme a las horas dia-
rias o jornadas semanales. De igual manera, la iniciativa buscó establecer las 
modalidades de una persona trabajadora y quedando prohibida la contrata-
ción para el trabajo en el hogar de adolescentes menores de 15 años.

Cifras significativas sobre personas 
trabajadoras del hogar

De acuerdo con el Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación (CON-
APRED), quien retoma los datos del Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía (INEGI), en México, 2.3 millones de personas se dedicaban al trabajo 
del hogar (2018), siendo que nueve de cada 10 son mujeres.

Además, se señala que nuestras leyes permiten que trabajen jornadas has-
ta de 12 horas sin derechos laborales ni seguridad social, sin contrato, sin 
garantías de pensión y sin posibilidad de ahorro, entre otras privaciones. Esta 
situación interactúa sumado a la diversidad de arreglos laborales (“de plan-
ta”, por días, por horas, eventuales).

Con relación al promedio de escolaridad, se observa que son ocho años en 
el caso de los hombres y siete para mujeres en estas tareas. De igual forma, 
con respecto a la edad temprana en la cual comenzaron a trabajar, se aprecia 
que aún son menores de edad, mostrando las altas condiciones de ilegalidad 
y marginación contra este sector.

Ante la ausencia de normas que garantizaran sus derechos, las trabajado-
ras del hogar se encontraban en una grave situación de vulnerabilidad, por lo 
que otro pendiente inmediato a resolver en México era ratificar el Convenio 
189 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) (CONAPRED, 2018). 
Lo anterior, fue resuelto por el Gobierno de México el 3 de julio de 2020 al 
presentar ante la OIT el instrumento formal de ratificación del Convenio 189 
sobre las trabajadoras y los trabajadores domésticos, así como que el Con-
greso de la Unión presentara las reformas correspondientes para reconocer 
plenamente los derechos de las trabajadoras del hogar. 

Proceso Legislativo

Se inscribió la Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman, adi-
cionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo y de la 
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Ley del Seguro Social en materia de las personas trabajadoras del hogar, a 
cargo de las senadoras Xóchitl Gálvez Ruiz, Patricia Mercado, Martha Lucia 
Micher Camarena, Alejandra Lagunes Soto Ruiz, Claudia Ruiz Massieu, Kenia 
López Rabadán y Citlalli Hernández Mora, así como los senadores Napoleón 
Gómez Urrutia y Damián Zepeda Vidales, el 4 de diciembre de 2018. 

Posterior a esto el Dictamen fue sometido a Discusión en la Cámara de Se-
nadores el 23 de abril de 2019, el cual fue aprobado en lo general y en lo par-
ticular por 112 votos a favor y pasó a la Cámara de Diputados para sus efectos 
constitucionales.

Para lo cual, la minuta fue recibida en la Cámara de Diputados el 24 de 
abril de 2019, fue turnada a la Comisión de Trabajo y Previsión Social para 
dictamen y a la Comisión de Igualdad de Género y a la Comisión de Seguridad 
Social para su opinión. Posterior a ello, el dictamen fue sometido a discusión 
en el pleno de la Cámara de Diputados el 30 de abril de 2019, mismo que fue 
aprobado en lo general y en lo particular por 434 votos a favor.

Fue devuelto a la Cámara de Senadores para los efectos de la fracción E 
del artículo 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
(CPEUM), este dictamen se sometió a Discusión en la Cámara de Senadores en 
sesión extraordinaria del 14 de mayo de 2019. Fue aprobado en lo general y en 
lo particular por 117 votos a favor. Pasó al Ejecutivo Federal para sus efectos 
constitucionales y fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el 2 de 
julio de 2019 (Cámara de Diputados, 2019).

Reformas aprobadas

De acuerdo a la información de la Cámara de Senadores el dictamen aprobado 

por unanimidad que reforma las leyes Federal del Trabajo y del Seguro Social, 

tuvo el objetivo de regular el trabajo doméstico remunerado, así como reco-

nocer y garantizar los derechos de las personas que se dedican a esta labor.

Dicha reforma define a la persona trabajadora del hogar como aquella que 

de manera remunerada realice actividades de cuidados, aseo, asistencia 

o cualquier otra, inherente al hogar en el marco de una relación laboral, 

“que no importe para el empleador beneficio económico directo”, confor-

me a las horas diarias o jornadas semanales establecidas en la ley.

Prohíbe la contratación de menores de 15 años. Asimismo, precisa que, tra-

tándose de adolescentes mayores a esa edad, el patrón deberá fijar jorna-

das que no excedan seis horas diarias y 36 horas semanales.
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También, evita la contratación de personas adolescentes mayores de 15 

años que no hayan concluido, cuando menos la educación secundaria.

Se destaca en el documento que en ningún caso se podrá contratar a ado-

lescentes que presten sus servicios para una sola persona empleadora y re-

sidan en el domicilio donde realicen sus actividades.

La reforma señala que el trabajo del hogar deberá fijarse mediante contra-

to por escrito –de conformidad con la legislación nacional o con convenios 

colectivos– que incluya como mínimo el nombre y apellidos del empleador 

y de la persona trabajadora del hogar; dirección del lugar de trabajo habi-

tual; fecha de inicio del contrato y el período específico de duración.

Del mismo modo, deberá indicar el tipo de labor por realizar; remunera-

ción, su método de cálculo y periodicidad de los pagos; horas de trabajo; 

vacaciones anuales pagadas y períodos de descanso diario y semanal; su-

ministro de alimentos y alojamiento, cuando proceda; condiciones relati-

vas a la terminación de la relación de trabajo, entre otros aspectos.

El empleador estará obligado a registrar ante la autoridad laboral com-

petente, el contrato que se celebre. El documento se establecerá sin dis-

tinción de condiciones, al tratarse de migrantes que se dediquen a este 

tipo de labor.

Queda prohibido solicitar constancia o prueba de gravidez para la con-

tratación. Se deja en claro que no podrá despedirse a una trabajadora del 

hogar embarazada, pues de ser el caso, el despido se presumirá como dis-

criminación.

Las personas trabajadoras del hogar contarán con vacaciones, prima va-

cacional, pago de días de descanso, acceso obligatorio a la seguridad so-

cial, aguinaldo, y cualquier otra prestación que se pudieren pactar entre 

las partes.

En tanto, la Comisión Nacional de los Salarios Mínimos fijará los sueldos 

que deberán pagarse a este tipo de trabajadores que, en ningún caso, podrá 

ser menor a dos salarios mínimos vigentes.

El dictamen también prohíbe la discriminación en todas las etapas de la 

relación de trabajo y en el establecimiento de las condiciones laborales, así 

como cualquier trato que vulnere la dignidad de las personas trabajadoras 

del hogar (Senado, 23 de abril de 2019b).
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Algunas reflexiones de las legisladoras sobre la Reforma: 
Sesión en el Senado de la República (23 de abril de 2019)

Senadora Elvia Marcela Mora Arellano: 

En 1970, Rosario Castellanos escribía “cuando desaparezca la última cria-

da, en el colchoncito en que ahora reposa nuestra conformidad aparecerá 

la primera rebelde furibunda” Y allá arriba tenemos varias. Gracias por su 

esfuerzo. Felicidades (…)

Para una niña de un estrato que puede pagar el servicio doméstico, no for-

ma parte de las aspiraciones convertirse en una nana o en una sirvienta.

En cambio, para una niña que dice, para una niña que nace en una familia 

humilde en el campo, en una zona indígena quizás la única opción que 

tiene para que sobreviva no solo ella, sino toda su familia.

Esas niñas, esas mujeres que dejan su familia para ganarse la vida, lo mí-

nimo a lo que se exponen son a las malas palabras y maltratos de las “se-

ñoras”, se encuentran sujetas a vejámenes, golpes y abuso sexual, incluso 

exponen su vida. (…)

La infantilización que las patronas promueven para no reconocer que esta-

mos hablando de personas trabajadoras, está encontrando fin, o esperamos 

esté encontrando fin, con este dictamen (Senado, 23 de abril de 2019a).

Senadora Patricia Mercado Castro:

Esta historia que plantea Malú Micher que estuvo metiendo las iniciativas, 

esa es, el existencialismo de mujeres feministas, como tú, y decía que ayer 

me conmovió Xóchitl, estábamos en Chiapas, cuando dijo que bueno hoy 

íbamos a votar esta reforma, que ella la hacía y se había acelerado y traba-

jado con esta iniciativa porque su mamá había lavado ajeno y ella, bueno, 

me conmovió mucho que lo dijera y entendí tu compromiso.

Y, entonces, todas estamos y todos metidos en eso.

Y, finalmente, otro contexto es este congreso paritario, estoy segura que las 

mujeres, todas las Senadoras de todas las fracciones parlamentarias sa-

ben, nuestros hombres los que nos acompañan, los que están en nuestras 

fracciones, que no íbamos a permitir por supuesto un NO, que todos nos 

tenían que acompañar en esto, porque como decía Malú, se lo debemos, 

los hombres también, pero sobre todo nosotros, se las debemos a ustedes, a 
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todas estas mujeres que han hecho el trabajo que se supone nos toca a las 

mujeres, pero como decía el Senador Mancera, en realidad todos le entra-

mos y todos tendremos que seguir (Senado, 23 de abril de 2019a).

Senadora Martha Lucía Micher Camarena, presidenta de la Comisión 
para la Igualdad de Género:

Gracias, Marcelina, por tu liderazgo y a todo tu equipo.

(…) Muchas de nosotras, como lo he mencionado anteriormente, no po-

dríamos desarrollar nuestras actividades si no contábamos con alguien, 

con esa mujer que se encargó de poner en su lugar un desayuno, de trans-

formar el alimento o de ayudarnos a salir planchadas, lavadas para poder 

llegar a trabajar aquí.

Un gran problema que enfrentamos para la valorización social del trabajo 

son el estereotipo y los prejuicios existentes en relación a estas actividades 

que se consideran casi naturales.

Esta iniciativa es fundamental para garantizar a los trabajadores, de las 

empleadas domésticas, de las empleadas del hogar, perdón, y contribuir a 

eliminar la discriminación en su contra, que conlleva a hechos terribles que 

las trabajadoras no coman los mismos alimentos como lo hace la familia, 

o bien hecho de violencia como el acoso sexual, o que duerman en lugares 

absolutamente insanos, cerca de los animales o que estén trabajando en 

condiciones de absoluta insalubridad (…)

Por eso, compañeras, estos hechos no pueden seguir ocurriendo. Gracias.

Después de muchos años tengo que decirle gracias a la izquierda progresis-

ta de este país (Senado, 23 de abril de 2019a).

Senadora Bertha Xóchitl Gálvez Ruiz:

Por eso Marcelina y el Sindicato su lucha ha rendido frutos. Ustedes nos in-

vitaron a Citlalli, a Paty, a varias Senadoras a una reunión porque querían 

que las Senadoras las escucháramos con diferentes organizaciones de la 

sociedad civil, y la verdad es que le dieron en el clavo, porque si algo tengo 

es que soy tenaz, y cuando tomo una causa voy de frente y no me quito, y 

eso es lo que hizo posible (…)

También tengo que reconocer el apoyo del Senador Damián Zepeda y la 

paciencia de su abogado Tonatiuh para escucharlas a todas y poder cons-
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truir una redacción final, donde Malú le metió todo el tema de género; 

donde Paty Mercado le metió todo el tema laboral, de la cual es especialis-

ta, y todas fuimos contribuyendo.

(…) Hoy se marca el inicio de un importante logro, por la obtención de de-

rechos laborales para más de dos millones de trabajadores y trabajadores 

del hogar tras una larga lucha.

Una reivindicación apenas justa para personas prestadoras de servicios que 

han padecido por años una relación laboral desigual y discriminatoria.

Para ellas, porque principalmente son mujeres, largas jornadas de trabajo, 

con todo tipo de tareas, algunas muy ingratas y abusivas; responsabilida-

des en la crianza y cuidado de hijos y enfermos ajenos; a veces comiendo de 

las sobras de la mesa principal.

A cambio han recibido los salarios más bajos que el mínimo, han carecido 

de prestaciones sociales, su situación de explotación silenciosa asume un 

matiz aún más agobiante porque sucede en la privacidad de los hogares de 

sus patrones. Esta tiranía tendría que llegar y va a llegar a su fin

(Cámara de Diputados, 30 de abril de 2019).

Diputada Martha Angélica Tagle Martínez:

Compañeras y compañeros, sin duda la presentación de este dictamen es 

motivo de gran alegría para todas y todos los legisladores, y por eso les 

invito a quienes lo consideren así, se sumen, se sumen porque el día de hoy 

con este dictamen vamos a dar un paso más, un paso más en el reconoci-

miento de los derechos de las trabajadoras del hogar a quienes, por cierto, 

es a las primeras que hay que agradecerles.

Esta es una lucha que iniciaron hace casi 30 años y que ahora a través del 

Sindicato Nacional de Trabajadoras del Hogar que se encuentra aquí con 

nosotras, está viendo hacerse realidad, que es llevar, por fin, a la Ley Fe-

deral del Trabajo el reconocimiento que tienen las mujeres que trabajan 

en el hogar, porque mayoritariamente son mujeres quienes se dedican a 

hacer este trabajo, para que ellas, igual que cualquier otro trabajador en 

cualquier otra empresa, en cualquier otro oficio o profesión, deben de tener 

derechos. (…)

Finalmente, un transitorio que nos parece muy importante que se esté 

considerando en este dictamen de la Comisión de Trabajo, que tiene como 

fin reconocer que desde el Instituto Mexicano del Seguro Social se está tra-



126

bajando con el programa piloto que mandató la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, que tiene como fin que en un año y medio, que es lo que 

mandató la Corte, pueda entregar un informe al Congreso de la Unión y 

a partir de ese informe hagamos la revisión legislativa necesaria, a fin de 

que todos los derechos de las trabajadoras del hogar no solamente queden 

garantizados, sino que hagamos que sean accesibles, porque sabemos que 

si complicamos en las leyes el acceso de los derechos de las trabajado-

ras, a sus derechos laborales, simple y sencillamente se va a hacer que los 

empleadores, que en este caso somos muchos de nosotros, no estemos en 

condiciones de garantizarlos.

Por eso es que el día de hoy, de verdad queremos agradecerles, a nombre 

de las trabajadoras del hogar, que nuevamente les agradezco a todas us-

tedes su presencia, su batalla, su lucha, su determinación, Marcelina, por 

no dar nunca un paso atrás, por estar aquí todo el tiempo. Para ustedes es 

esta reforma y vamos a seguir con ustedes en todo lo que siga. Muchas, 

muchas gracias por su trabajo, porque gracias a ustedes yo también estoy 

aquí. Gracias (Cámara de Diputados, 30 de abril de 2019).

Diputada Ana María Rodríguez Ruiz: 

Un aplauso para esas mujeres y hombres que lucharon. Pero un aplauso 

más grande para la cuarta transformación de este país. El día de hoy el tra-

bajo en los hogares de nuestro país es discriminado social y jurídicamente. 

Este trabajo lo realizan 2.4 millones de personas, siendo el 91 por ciento 

mujeres. Se hace caso omiso a lo que ordena la Ley Federal del Trabajo en 

lo relativo a la jornada de trabajo, días de descanso, vacaciones y salarios 

(…)

A pesar de que, en la prestigiada película Roma, del director Alfonso Cua-

rón, se visibiliza el papel que realiza Cleo en el ámbito laboral y sentimen-

tal, también es un hecho que se hace visible en la falta de derechos labo-

rales plenos.

El día 10 de abril, en esta Cámara de Diputados, varias diputadas y dipu-

tados, entre ellos nuestro presidente de la Comisión del Trabajo, el doctor 

Baldenebro, recibimos a cientos de trabajadoras del hogar, entre ellas a 

académicas expertas en este tema laboral.

Escuchamos sus propuestas urgentes que han mantenido por muchos años, 

exigiéndonos dignificar el trabajo y terminar con la discriminación y la 
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violación al sistema de sus derechos humanos y laborales por los emplea-

dores y de las agencias de colocación.

Por ello, hoy aprobamos el presente dictamen en materia de las personas 

trabajadoras del hogar. Este dictamen reconoce a las personas trabajado-

ras del hogar, no deben ser excluidas de los derechos laborales que tienen 

todos los trabajadores del país. Con estas reformas y adiciones se garantiza 

la equidad jurídica, reestableciendo la justicia laboral para las más de 2 mil 

millones de trabajadoras del hogar. Es importante resaltar las reformas y 

las adiciones siguientes que tiene este dictamen que hoy aprobaremos. Vi-

van las trabajadoras del hogar (Cámara de Diputados, 30 de abril de 2019).

Importancia de la vinculación 
con las organizaciones sociales

Sin duda, para que estas reformas se cristalizaran hasta su aprobación, el gran 
empuje se debió en gran medida a las organizaciones sociales involucradas en 
la dignificación del trabajo del hogar, y donde la labor no únicamente se li-
mitó a dar sus opiniones para la construcción del dictamen correspondiente.  

Un ejemplo de ello fue el diseño de una aplicación para dispositivos An-
droid, denominada DIGNAS, la cual permite que las empleadas que realizan 
labores domésticas conozcan sus derechos y obligaciones conforme a la ley. 
Asimismo, les permite calcular de manera rápida los días de vacaciones que 
le corresponden, el monto anual de aguinaldo y en caso de despido, la ci-
fra que debe obtener por liquidación y la cifra de indemnización (CACEH, 
2020). De igual modo, las trabajadoras domésticas también pueden encon-
trar información para su afiliación ante el Instituto Mexicano del Seguro 
Social (IMSS). 

Con el apoyo de organismos como Centro de Apoyo y Capacitación para 
Empleadas del Hogar (CACEH), el Instituto de Liderazgo Simone de Beauvoir, 
la Secretaría del Trabajo y Fomento al Empleo y la organización Hogar Justo 
Hogar se busca que la aplicación permita a las trabajadoras acceder a mejores 
condiciones laborales. 

De manera reciente, la cinta mexicana Roma2 ayudó también a crear con-
ciencia sobre la situación laboral que enfrentan las trabajadoras del hogar en 
México y dio un gran impulso a nuevas socializaciones de esta problemática.

2  Cuenta la historia de Cleo, una empleada del hogar de origen indígena durante la época de 1970, misma que fue dirigida, 
escrita, fotografiada y coproducida por Alfonso Cuarón.



128

Implementación de las reformas 
a favor de los derechos laborales

Paralelamente al proceso parlamentario, el Gobierno de México a través del 
IMSS, el 1º de abril de 2019, arrancó el Programa Piloto para la Incorporación 
de Personas Trabajadoras del Hogar, el cual busca adherir a dicho sector al 
régimen obligatorio de seguridad social. El hecho de encontrarse registrado 
en el padrón del IMSS, les permite el acceso a servicios médicos, hospitala-
rios, farmacéuticos y atención obstétrica. 

Hasta mayo de 2020, el IMSS reportó que 21,133 empleadas domésticas se 
afiliaron al programa piloto, quienes reciben un salario promedio mensual 
de 5,000 pesos. Además, 4,067 personas trabajadoras del hogar e indepen-
dientes afiliadas al IMSS fueron aprobadas para recibir un Crédito Solidario a 
la Palabra, siendo parte de los apoyos económicos que el gobierno de Andrés 
Manuel López Obrador ha brindado para solventar la crisis provocada por la 
Covid-19 (IMSS, 2020).

Consideraciones finales

Coincidimos con la OIT:

La ratificación del Convenio núm. 189 constituye un hito en México, ya que 

apoya una serie de medidas que han sido tomadas en el país en los últi-

mos años para reconocer el trabajo doméstico y visibilizarlo, además de 

promover el trabajo decente para esta categoría de trabajadores, se han 

iniciado iniciativas como el programa iniciado en 2019 por la Secretaría del 

Trabajo y Previsión Social (STPS) y el Instituto Mexicano del Seguro Social 

(IMSS) para asegurar la incorporación de los trabajadores domésticos a la 

seguridad social (OIT, 3 de julio de 2020).

Será trabajo de la LXV Legislatura dar seguimiento puntual a este an-
damiaje de acciones que ha emprendido de manera decidida el gobierno 
mexicano. Asimismo, es necesario fortalecer aquellos marcos jurídicos que 
permitan que las reformas aprobadas y los compromisos adquiridos ante la 
firma de ratificación del Convenio 189 tengan un impacto positivo real en las 
condiciones laborales de las y los trabajadores del hogar.
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La perspectiva de género en los presupuestos 
públicos: la importancia del Anexo 13

Dulce María Sauri Riancho1

Introducción
Presupuestos con perspectiva de género

Los presupuestos públicos son, en primer lugar, estimaciones de las 
erogaciones, preparadas por el gobierno para un periodo claramen-
te delimitado (generalmente anual), así como de los ingresos que 

prevé recaudar para poder ejercer el gasto estimado. En este sentido, el 
presupuesto público constituye un instrumento de política pública fun-
damental que cumple funciones económicas y sociales con objetivos y 
compromisos de gobierno plasmados en sus instrumentos programáticos, 
en los cuales determina metas en congruencia con los recursos y montos 
definidos y disponibles, destinados a programas y proyectos, así como al 
funcionamiento del aparato gubernamental, incluido el tamaño de deuda 
(Hofbauer, Sánchez-Hidalgo, Zebadúay, Pérez y Rangel, 2006; Inmujeres 
y ONU Mujeres, 2014).

De esta manera, tanto el monto como el destino de los recursos públicos, 
es decir, ¿cuánto se gasta?, ¿cuáles son las poblaciones objetivo del gasto?, 
¿en qué se gasta? y ¿para qué se gasta? reflejan las prioridades en relación 
con la concepción del gobierno y con sus obligaciones para brindar bienestar 
a la población e impulsar el desarrollo del país. También exhibe el orden de 
prelación de las prioridades plasmadas en la agenda pública.

La forma en la cual se distribuyen los recursos presupuestales para 
atender los problemas públicos impacta directamente sobre las condicio-
nes de vida de los distintos grupos de población, de manera distinta según 
se trate de mujeres y hombres, de diferentes edades y diversos grupos de 
pertenencia.

La discriminación y exclusión de las mujeres de los beneficios del desa-
rrollo, del acceso a los servicios, recursos e infraestructura que les permita 
ejercer sus derechos en pie de igualdad con los hombres es resultado acumu-

1  Maestra y Doctora en Historia por el Centro de Investigaciones y Estudios Superiores en Antropología Social (CIESAS). 
Licenciada en Sociología por la Universidad Iberoamericana. Es Diputada Federal por el estado de Yucatán (tercera circuns-
cripción). Fue Vicepresidenta de la Mesa Directiva en el primer y segundo año de la LXIV Legislatura (2018-2021). Actual-
mente es Presidenta del Congreso de la Unión. dulcesauri@gmail.com
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lado de una serie de desventajas. Producto, precisamente, de la denegación y 
vulneración de sus derechos, de políticas y acciones ciegas a las desigualda-
des e insensibles a sus necesidades.

Si bien en México ha habido importantes avances en beneficio de las mu-
jeres, estos han sido lentos, intermitentes y heterogéneos en los distintos 
sectores y áreas de preocupación de la política de igualdad. En tal sentido, los 
instrumentos de la política pública todavía tienen amplias ventanas de opor-
tunidad para acelerar el paso.

Este texto aborda, de manera sucinta, la forma en cómo el presupuesto 
público dedicado a la igualdad se orienta desde la perspectiva normativa, en 
el marco de las obligaciones del Estado, y como instrumento de política que 
descansa sobre un andamiaje normativo, hasta ahora subutilizado.

El objetivo consiste en destacar algunas de las medidas que pueden imple-
mentarse para fortalecer los instrumentos presupuestales con una perspecti-
va de género,2 la cual ponga en el centro el ejercicio de los derechos humanos 
de las mujeres, haciéndolos más eficaces para avanzar de manera más acele-
rada hacia la igualdad de género.

Reconocer e identificar las limitaciones de la forma en que se distribuyen 
los presupuestos, desde dicha perspectiva, permite identificar los desafíos y 
las oportunidades de mejora para garantizar el avance de las mujeres.

 
Reforma constitucional en materia de derechos 
humanos y su impacto en las políticas 
públicas para la igualdad de género

 
La reforma constitucional en materia de derechos humanos, publicada el 10 
de junio de 2011, en el Diario Oficial de la Federación, reconoce que toda per-
sona goza de derechos y de los mecanismos de garantía de su ejercicio. En 
este orden de ideas, la reforma obliga a repensar el alcance de las obligacio-
nes de todos los poderes del Estado con base en el principio pro persona3 con-
tenido en esta reforma; también en la forma de concebir, interpretar y aplicar 
los derechos humanos en el quehacer del Estado.

2  La perspectiva de género, de acuerdo con la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres se refiere a “la me-
todología y los mecanismos que permiten identificar, cuestionar y valorar la discriminación, desigualdad y exclusión de 
las mujeres (…) así como a las acciones que deben emprenderse para actuar sobre los factores de género y crear las con-
diciones de cambio que permitan avanzar en la construcción de la igualdad de género” (Cámara de Diputados, 2018b, Art. 
5, Fracc. VI).
3  Se refiere a la obligación de elegir la norma jurídica que más proteja a la persona titular del derecho humano cuando 
existen distintas interpretaciones en el conjunto de derechos de la Constitución y los tratados y convenios internacionales. 
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Las obligaciones de su promoción, respeto y garantía alcanzan a todos 
los niveles de gobierno, sin excepción. Así, se hace patente el hecho de que 
todo derecho humano plasmado y reconocido en la Constitución y en los 
tratados y convenios internacionales de los cuales el Estado mexicano es 
parte, genera obligaciones para todas las autoridades de todos los órdenes 
y poder de gobierno, independientemente de su nivel o del tipo de función 
que realicen. Las obligaciones derivadas de esta reforma conllevan también 
la responsabilidad de las autoridades para garantizar los derechos humanos 
en el marco de sus principios como universalidad, interdependencia, indi-
visibilidad y progresividad.

 
Instrumentos internacionales de derechos humanos 
y las erogaciones para la igualdad

 
Como fue señalado, la reforma constitucional en materia de derechos huma-
nos de 2011 ha desencadenado una serie de ajustes en los mecanismos del Es-
tado mexicano, diseñados para cumplir con las obligaciones constitucionales 
y las derivadas de los tratados y convenciones internacionales. Estos instru-
mentos internacionales de derechos humanos han desarrollado una serie de 
agendas, mecanismos de rendición de cuentas y fórmulas para que las perso-
nas titulares de derechos puedan, en la práctica, ejercerlos, realizarlos.

México ha firmado y ratificado diversas convenciones y tratados interna-
cionales de derechos humanos. Algunos de ellos, de manera implícita o ex-
plícita, establecen disposiciones para la asignación de recursos públicos para 
garantizar el goce y ejercicio de los derechos de las mujeres.

Así, por ejemplo, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Socia-
les y Culturales (PIDESC) (OHCHR, 1966) establece los principios de máximo 
uso de recursos disponibles, progresividad de los derechos y no retroceso. En 
otras palabras, por un lado, los Estados están obligados a realizar y demos-
trar sus esfuerzos para garantizar los derechos humanos de las personas, 
mediante la utilización máxima de sus recursos disponibles sin que la insufi-
ciencia de recursos los exima de esta obligación.

Por otro lado, el mismo Pacto reconoce que el ejercicio pleno de los dere-
chos humanos no será efectivo en el corto plazo. Sin embargo, señala que los 
Estados están obligados a avanzar de manera rápida y progresiva mediante la 
movilización de los recursos monetarios necesarios, y sin retroceder en los 
avances de los derechos logrados. De acuerdo con este instrumento interna-
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cional, debe mantenerse e incluso incrementarse (OHCHR, 1966). Estos cri-
terios de financiamiento dirigidos a los Estados están presentes también en 
otros instrumentos de derechos humanos de las mujeres.

El derecho a la igualdad entre mujeres y hombres conforma el núcleo cen-
tral de la Convención para la Eliminación de todas las formas de Discrimina-
ción contra la Mujer4 (CEDAW, por sus siglas en inglés) suscrita y ratificada 
por México en 1981. En este sentido, desde la adopción de esta convención, y 
con un compromiso más claro a partir de la reforma constitucional en ma-
teria de derechos humanos, el Estado mexicano ha trabajado en la consoli-
dación de un marco jurídico y programático que ordena y favorece el diseño 
de políticas públicas, encaminadas a garantizar los derechos humanos de las 
mujeres y las niñas.

Si bien la Declaración y la Plataforma de Acción de Beijing (PAB)5 no for-
man parte de los instrumentos internacionales vinculantes, sí constituyen la 
hoja de ruta de la agenda internacional para el logro de la igualdad. Se trata 
de una agenda acordada por los Estados para acelerar la realización de los 
derechos humanos de las mujeres.

La PAB hace referencia a la voluntad política necesaria para distribuir los 
recursos humanos y financieros necesarios para la promoción de las mujeres, 
así como de analizar desde una perspectiva de género las políticas y progra-
mas, incluida la financiación adecuada de los programas encaminados a lo-
grar la igualdad entre mujeres y hombres (ONU Mujeres, 2015).

En este sentido, la PAB contempla la necesidad de movilizar los recursos 
de todas las fuentes y propone la reformulación de programas y reasignación 
de recursos. Recomienda también a los gobiernos tomar medidas para la re-
visión sistemática de la manera en que las mujeres se benefician de los gastos 
del sector público con el objetivo de ajustar los presupuestos para lograr la 
igualdad de acceso a los gastos del sector público, y para asignar suficien-
tes recursos para analizar las repercusiones de las medidas en términos de la 
igualdad de género.

Además, plantea una hoja de ruta para incorporar la perspectiva de género 
como una estrategia eficaz para acelerar la igualdad sustantiva entre mujeres 
y hombres en todos los ámbitos de desarrollo.

4  La CEDAW (por sus siglas en inglés) es el instrumento internacional más amplio en materia de derechos de las mujeres 
y la igualdad de género. El objetivo de la CEDAW es lograr la igualdad sustantiva entre hombres y mujeres en el goce de sus 
derechos humanos, tanto en las normas y las leyes como en los hechos (de jure y de facto). Un aspecto importante es que 
este es un instrumento vinculante, ya que obliga a los Estados Parte a cumplir con las normas establecidas en la Conven-
ción (ONU Mujeres, 2011).
5  Adoptadas en la IV Conferencia Mundial de la Mujer en 1995, son instrumentos reconocidos como la agenda global más 
completa, integral y transformadora para alcanzar la igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres y las niñas. 
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A pesar de que la CEDAW no contiene disposiciones específicas en ma-
teria de presupuestos, tanto las políticas como los procesos presupuestarios 
de los Estados Parte deben cumplir con el contenido de la Convención, bajo 
los principios de no discriminación e igualdad de género. Lo cual implica que 
los Estados deben orientar acciones y recursos, tomando en cuenta todas las 
medidas a su alcance para aplicar la CEDAW (ONU Mujeres, 2011).

Cabe señalar que las medidas a las que se refiere la Convención incluyen 
las medidas especiales de carácter temporal (las cuales también se conocen 
como acciones afirmativas) dispuestas para acelerar la igualdad de facto en-
tre las mujeres y los hombres. Asimismo, se pretenden lograr los cambios 
estructurales, sociales y culturales necesarios para corregir las formas y con-
secuencias pasadas y presentes de la discriminación contra la mujer, además 
de buscar compensarlas (UN, s.f.).

Es evidente que para lograr la igualdad sustantiva que se propone la CE-
DAW, no es suficiente un enfoque meramente jurídico y programático formal. 
Por ello, plantea que, en determinadas circunstancias, se requiere que el trato 
no sea idéntico para hombres y mujeres (UN, s.f.).

En el contexto de las políticas públicas, las acciones afirmativas o medidas 
especiales de carácter temporal abarcan una amplia gama de instrumentos, 
políticas y prácticas en el ámbito legislativo, ejecutivo, administrativo y re-
glamentario; entre los cuales está la distribución de los recursos en determi-
nadas áreas y los cambios institucionales.

En muchos países, las acciones afirmativas se han convertido en una ma-
nera eficaz de acelerar el cambio hacia la igualdad, sobre todo cuando se rea-
lizan generando un ambiente habilitador que amplíe el espectro de la medida 
tomada y garantice su efectividad. Las acciones afirmativas se utilizan cada 
vez más en México, así como su aplicación cuidadosa en distintas estrategias 
de la política de igualdad que han mostrado una amplia eficacia.

 
Una mirada al sustento normativo de la política 
de igualdad y los presupuestos con perspectiva 
de género

 
En México, la agenda de gobierno plasmada en los planes nacionales de de-
sarrollo debe ser construida con perspectiva de género, de acuerdo con lo que 
establece la Ley de Planeación (reformado en 2018):
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La planeación deberá llevarse a cabo como un medio para el eficaz des-

empeño de la responsabilidad del Estado sobre el desarrollo equitativo, 

incluyente, integral, sustentable y sostenible del país, con perspectiva de 

interculturalidad y de género, y deberá tender a la consecución de los fines 

y objetivos políticos, sociales, culturales, ambientales y económicos conte-

nidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos6 (Cámara 

de Diputados, 2018a, Art. 2).

En dicha ley, la perspectiva de género se contempla como un principio de 
la planeación democrática del país “(…) para garantizar la igualdad de opor-
tunidades entre mujeres y hombres, y promover el adelanto de las mujeres 
mediante el acceso equitativo a los bienes, recursos y beneficios del desarro-
llo (…)” (Cámara de Diputados, 2018a, Art. 2).

Este mandato implica la adopción de una metodología, mecanismos e ins-
trumentos de política adecuados que permitan, como señala la Ley General 
para la Igualdad entre Mujeres y Hombres (LGIMH), identificar, cuestionar 
y valorar la discriminación, desigualdad y exclusión que padecen las muje-
res. De conformidad con esta ley, una metodología de este tipo comprende 
la definición de las acciones que deben emprenderse para atender las des-
igualdades y la discriminación en razón de género, creando las condiciones 
necesarias para la transformación hacia una sociedad igualitaria. En la cual, 
los derechos humanos sean ejercidos conforme lo marca la Carta Magna, es 
decir, conforme a los estándares internacionales.

 Después de haber suscrito la PAB, México tomó una ruta de trabajo para 
atender la política nacional de igualdad entre mujeres y hombres. A lo largo 
de más de veinticinco años, se han ido fortaleciendo los esfuerzos tanto en el 
nivel federal como en el local.

En términos generales, el gobierno federal adoptó e integró en sus herra-
mientas de política el enfoque dual de la igualdad de género (OCDE, 2018). Por 
un lado, a través de la creación de leyes y reformas que sustentaran la agenda 
nacional de igualdad mediante la creación de políticas de igualdad, acciones 
y programas presupuestarios. Por el otro, fomentando la institucionalización 
de la perspectiva de género en el propio quehacer público y estimulando la 
transformación de la cultura institucional y organizacional.

En la actualidad, el país cuenta con un sólido andamiaje normativo, de pri-
mer orden. La Ley de Planeación (Cámara de Diputados, 2018a) exige la incor-

6  Las negritas son mías.
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poración de la perspectiva de género como principio para garantizar la igual-
dad entre mujeres y hombres y promover el avance de las mujeres mediante el 
acceso a los bienes, recursos y beneficios del desarrollo. De ahí la obligatorie-
dad de incluir en el Plan Nacional de Desarrollo (PND) esta perspectiva.

Como corolario del PND, México adoptó su Programa Nacional para la 
Igualdad entre Mujeres y Hombres (Proigualdad). Cabe destacar que también 
se ha avanzado en marcos normativos similares en el nivel local, aunque de 
manera heterogénea.

Un efecto inmediato de estas reformas es que ahora la Ley de Presupues-
to y Responsabilidad Hacendaria contempla también la igualdad de género 
como un principio transversal para lograr el objetivo de desplegar todo el po-
tencial del país.

 
¿Qué es un presupuesto con perspectiva de género?

 
Los presupuestos con perspectiva de género o presupuestos sensibles al gé-
nero son erogaciones públicas que se elaboran a partir de una estrategia am-
plia, utilizada por el gobierno para promover la igualdad de género y avanzar 
en el ejercicio de los derechos de las mujeres y las niñas. Muchas veces se 
tiene la idea infundada de que los presupuestos independientes para atender 
a las mujeres, en cualquier sector de las políticas públicas, por este hecho, ya 
incorporan la perspectiva de género. Más aún, muchas veces se supone que 
los presupuestos orientados a satisfacer las necesidades de infantes son pre-
supuestos para las mujeres.

Por el contrario, el marco normativo, ahora con estándares internacio-
nales de derechos humanos (gracias a la reforma de 2011), constituye la res-
puesta a una demanda de organizaciones de la sociedad civil y a compromi-
sos del Estado mexicano para incorporarlos. En este instrumento de política 
pública, la desagregación suficiente de los ingresos y el gasto público son de 
utilidad para conocer no sólo cuál es su impacto diferenciado entre mujeres y 
hombres, sino también visibilizar y poder determinar acciones que permitan 
erradicar toda discriminación del gasto basada en estereotipos y roles de gé-
nero, así como para avanzar de manera más acelerada hacia la igualdad. Esto 
con el objetivo de garantizar que este derecho no sea letra muerta, sino una 
realidad para las mujeres.

Para que el presupuesto con perspectiva de género se traduzca efectiva-
mente en una estrategia transversal, dicho esfuerzo debe realizarse en toda 
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administración pública y en todo el ejercicio de presupuestación dirigido a 
atender a la población en su conjunto.

Los presupuestos para la igualdad de género responden a una inten-
ción y compromiso claro de redistribución de los recursos, servicios y po-
der entre hombres y mujeres que atiendan la desigualdad estructural que 
padecen las mujeres. Lo anterior, desde la óptica de las discriminaciones 
múltiples a las que son objeto mujeres indígenas y mujeres con discapa-
cidad en situación de pobreza, solo por señalar algunos de los ejes de dis-
criminación. Estos se acumulan y se combinan, determinando la condición 
social de las mujeres.

Una redistribución de los recursos disponibles que busca incidir priori-
tariamente en la erradicación de obstáculos y desventajas que enfrentan las 
mujeres y las niñas para poder avanzar en el ejercicio pleno de sus derechos 
deberá considerar la interseccionalidad de las discriminaciones.

La redistribución del gasto supone un diseño de política pública sustenta-
da en evidencias y datos duros, que permitan reconocer los problemas públi-
cos con objetivos, propósitos y metas para resolverlos.

 
¿Por qué presupuestos para la igualdad?

Existe una desigualdad estructural entre mujeres y hombres que, aunque 
concierne al conjunto de la sociedad, afecta desproporcionadamente a las 
mujeres. Las desventajas que enfrentan y la discriminación acumulada que 
padecen las afecta tanto social como económicamente, impidiendo el pleno 
goce de sus derechos en su interdependencia. Por ello, se requieren políticas 
públicas y programas gubernamentales integrales con financiamiento orien-
tado a la igualdad y a la incorporación de la perspectiva de género en el aná-
lisis de dicho financiamiento.

Esto aplica para todos los objetivos, metas o estrategias planteadas para 
resolver problemas públicos. Lo que requiere propiciar los medios para redis-
tribuir los recursos existentes y mejorar las condiciones de vida de las muje-
res y las niñas.

Como todos los presupuestos públicos, sobre todo los destinados al logro 
de la igualdad entre mujeres y hombres requieren ser planificados, imple-
mentados y evaluados con perspectiva de género durante todo el proceso de 
presupuestación. Además, deben ser orientados a financiar acciones para que 
las mujeres gocen de los mismos derechos que los hombres.
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Los presupuestos con perspectiva de género no son un fin en sí mismo, 
sino una herramienta para incidir en las condiciones de vida de mujeres y 
hombres a lo largo de su ciclo de vida (OCDE, 2018). Se trata de asegurar que 
ambos tengan las mismas oportunidades en el uso, control y beneficio de 
bienes, servicios y recursos de la sociedad, así como para la toma de decisio-
nes en los ámbitos social, económico, político, cultural y familiar (LIDES y 
Rodríguez Sánchez, 2021).

No obstante, las mismas oportunidades con frecuencia no garantizan la 
igualdad sustantiva en los resultados. Por esta razón, se plantea la perspec-
tiva de género, es decir, la obligación de examinar si dicho financiamiento 
está removiendo y remontando la acumulación histórica de desventajas de 
las mujeres, y si efectivamente está posibilitando que la igualdad de derechos 
sea una realidad para ellas.

Se requiere entonces, hacer un balance, un examen ex ante, sustentado en 
evidencias que permitan anticipar medidas correctivas a la desigualdad y la 
discriminación en razón de género. Esto supone remover los sesgos existentes 
en las políticas y los planes. Uno de los instrumentos más poderosos para 
hacerlo, como fue señalado, son las acciones afirmativas.

Su implementación requiere de la identificación previa de las condiciones 
de las desigualdades entre los sexos, por lo cual, el diagnóstico es el punto de 
partida para determinar las problemáticas que requieren asignación de re-
cursos acompañados de medidas especiales de carácter temporal implemen-
tadas tanto en los objetivos, criterios, prioridades, estrategias como en las 
líneas de acción programáticas (Hofbauer, et. al., 2006). Se requiere también, 
llevar a cabo un balance sobre los efectos de mecanismos de transformación 
implementados para determinar los impactos diferenciados que la política 
pública o acción implementada tuvo en la vida de las mujeres (LIDES y Rodrí-
guez Sánchez, 2021).

A partir de los resultados es posible determinar si se requieren ajustes, 
nuevas acciones afirmativas y mejoras a los programas o planes a los que se 
asignarán recursos en los consecuentes ejercicios presupuestarios (LIDES y 
Rodríguez Sánchez, 2021).

Para llevar a cabo la incorporación de la perspectiva de género en la pla-
neación presupuestaria a nivel internacional se han implementado diversas 
metodologías. La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
(OCDE) ha propuesto un conjunto de herramientas para incorporar la perspec-
tiva de género en diversos aspectos y en cada una de las fases del ciclo presu-
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puestario. Esto con el fin de maximizar la transparencia de las decisiones en la 
asignación de los recursos relacionados con la igualdad de género (OCDE, 2018).

Uno de los aspectos a destacar de la propuesta consiste en valorar la dis-
posición de herramientas para garantizar que los presupuestos y la asigna-
ción de los recursos tengan una perspectiva de género. Dicho de otro modo, 
previamente debe analizarse la funcionalidad y eficacia de los instrumentos 
en la preparación de los presupuestos, y si estos tienen la suficiente robustez 
para identificar los aspectos que hay que modificar para alcanzar los objeti-
vos y minimizar los efectos negativos.

En esta etapa uno de los errores comunes es considerar que la asignación 
de recursos financieros es neutral al género y no considerar la desigualdad 
estructural que hay detrás (OCDE, 2018). Otro error frecuente es conducir 
evaluaciones uniformes para todo tipo de programas presupuestarios sin 
considerar su especificidad, sobre todo cuando conllevan acciones afirmati-
vas que requieren ambientes habilitadores en su implementación.

Durante el proceso de la elaboración de los presupuestos es fundamental 
definir con claridad las metas en materia de género para medir el avance de 
los objetivos. Por supuesto, las metas deben ser mesurables, alcanzables, re-
levantes y de duración determinada (OCDE, 2018). Las evaluaciones progra-
madas deben ser también realizadas con perspectiva de género y estar sus-
tentadas en información empírica.

El cumplimiento del mandato de incorporación de la perspectiva de gé-
nero en los diseños presupuestarios, bajo estas condiciones, es un aspecto 
relegado a segundo plano. La consideración de evaluaciones y auditorías con 
perspectiva de género para constatar si los objetivos para la igualdad de gé-
nero se alcanzan deberían ser un requisito en los programas presupuesta-
rios, una exigencia para conocer el impacto, eficiencia y efectividad de dichos 
programas desde la óptica que nos ocupa. Un requisito sine qua non es que las 
evaluaciones se realicen de manera oportuna para que sean de utilidad en los 
procesos de mejora y para asegurar que las decisiones futuras sobre las polí-
ticas presupuestarias estén suficientemente sustentadas.

 
Anexo erogaciones para la igualdad entre 
mujeres y hombres (Anexo 13 del Presupuesto Federal)

 
El Anexo Transversal 13 Erogaciones para la Igualdad entre Hombres y Muje-
res del Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF) constituye una medida 
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especial de carácter temporal. En teoría, su objetivo es concentrar los progra-
mas y acciones presupuestarias transformadoras y catalíticas que permitan 
acelerar el avance de las mujeres y las niñas, erradicando las prácticas dis-
criminatorias o neutrales en su formulación, puesta en marcha y evaluación.

El anexo etiquetado incluye presupuestos de distintos ramos que, de 
acuerdo con la normatividad citada, tendrían que orientarse hacia las prio-
ridades en materia de género de las instituciones del ramo. Pero esto no ne-
cesariamente ocurre así.  Hoy en día, como en el pasado, encontramos en el 
Anexo programas presupuestarios completos o fragmentos de programas 
que pueden estar orientados a mujeres, pero sin perspectiva de género. Tam-
bién encontramos acciones que corresponden a un programa determinado 
que expresa algún problema que busca resolver de manera urgente, pero que 
no constituye un programa presupuestario, con montos muy bajos y sin nor-
mas concretas para su aplicación, en otras palabras, programas sin reglas de 
operación. De manera recurrente, el Anexo incluye acciones de capacitación 
sin objetivos catalizadores y concretos, y más preocupante aún es que se in-
cluyen acciones y programas presupuestarios sin sensibilidad alguna frente a 
la discriminación y la desigualdad de género.

Las modalidades de los programas del Anexo 13 pueden implicar la entre-
ga de subsidios o la provisión de bienes y servicios directamente a la pobla-
ción objetivo. Estas modalidades cuentan con mayor presupuesto que otros 
programas presupuestarios.  

Algunos de los programas contenidos en el anexo, referidos a la entrega de 
subsidios, son considerados en el ámbito del desarrollo social, lo que los hace 
candidatos a ejercerse bajo reglas de operación y lineamientos operativos. Los 
cuales se erigen como mecanismos de transparencia de los recursos y como 
una suerte de garantía para que los recursos se apliquen a la población objetivo.

A pesar de que desde 2008, el país cuenta con un Anexo transversal en el 
PEF, la etiquetación de recursos constituye una práctica observada en otros 
países. Y si bien puede considerarse un avance muy importante, tiene limi-
taciones, sesgos y áreas susceptibles de mejora que lo hacen un instrumento 
paliativo sin efectos palpables, mensurables sobre los efectos que ha tenido 
desde que se reservan recursos para la igualdad.

De manera general, se muestran algunas de las limitaciones del Anexo 13 
y a continuación se presentan algunas propuestas de medidas que podrían 
abonar para hacer de los recursos etiquetados un verdadero catalizador para 
la igualdad.
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En primer lugar, es relevante mencionar que, se carece de documentos 
normativos expresados en lineamientos u orientaciones que conduzcan a las 
unidades responsables del gasto, a identificar y etiquetar acciones verdade-
ramente catalíticas que puedan ser colocadas en la categoría de acciones con 
perspectiva de género (en los términos normativos descritos anteriormente).

Lo más recurrente es que se asigna un porcentaje de algún programa pre-
supuestario sin que exista la documentación que transparente la decisión de 
llevar una parte de los recursos al Anexo. Este hecho impide llevar a cabo eva-
luaciones serias sobre los impactos del uso de recursos. En el caso de progra-
mas con reglas de operación, etiquetar solo una parte del programa para, por 
ejemplo, brindar capacitaciones en materia de género impide valorar en qué 
medida los recursos etiquetados contribuyeron al logro de los objetivos del 
programa en conjunto, en el caso de que exista un objetivo explícito en ese 
sentido. De no ser el caso, los efectos esperados a partir del gasto etiquetado 
estarán limitados, en la medida en que no haya una intencionalidad clara en 
razón de género sobre la población objetivo.

En segundo lugar, es preciso señalar el importante paso que da la Admi-
nistración Pública Federal (APF) al incluir seis dimensiones de la desigualdad 
de género, en las que inciden los programas presupuestarios, en los térmi-
nos de referencia para la evaluación específica de la perspectiva de género en 
programas presupuestarios.7 Estas dimensiones resultan en una clasificación 
más amplia que la utilizada en el ordenamiento de acciones que, de acuerdo 
con el Artículo 27 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacen-
daria, deben contener los anteproyectos de los programas presupuestarios de 
las dependencias, entidades y otras instituciones (acciones que promueven 
la igualdad entre mujeres y hombres, están orientadas a la erradicación de la 
violencia de género y cualquier forma de discriminación de género).

No obstante, en la práctica, no se cuenta con un clasificador amplio, con 
criterios claramente establecidos, que permita asociar lo que se planea con 
lo que se ejecuta, e identificar en qué medida los recursos para la igualdad 
que destina la APF al Anexo 13, efectivamente abonan al cumplimiento del 
Proigualdad. En otras palabras, existen áreas de oportunidad para clasificar 
mejor las acciones que se realizan a favor de la igualdad con recursos presu-
puestarios, dada la relevancia que tiene para las evaluaciones tanto de ges-
tión como de impacto. 

7  Las dimensiones de desigualdad de género en las que inciden los programas presupuestarios de acuerdo con los criterios 
de estas evaluaciones son: a) Discriminación, b) Estereotipos y roles de género, c) Uso del tiempo y trabajo no remunerado, 
d) Autonomía y empoderamiento de las mujeres, e) Acumulación de desventajas (interseccionalidad), f) Violencia contra 
las mujeres.
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Una revisión a los recursos etiquetados y a sus indicadores revela que no 
todo el gasto integrado al Anexo tiene perspectiva de género. De manera que 
no todo el monto total de recursos asignados al anexo da cuenta del gasto su-
puestamente catalizador para el logro de la igualdad entre mujeres y hombres. 

La desconexión que existe entre el gasto contemplado en el Anexo 13 con 
el resto de recursos que la APF destina a metas y acciones para la igualdad, en 
distintos sectores y ramos presupuestarios, impide conocer a cabalidad cuál 
es el monto del gasto destinado efectivamente a la igualdad entre mujeres 
y hombres. Sin una programación adecuada e imposibilidad de tener infor-
mación sobre ¿cuánto y cómo se gasta? ¿en qué se gasta y para qué se gasta? 
difícilmente se puede evaluar el efecto del presupuesto destinado a la igualad. 
Actualmente, la pregunta de cuánto dinero se invierte, en total, para prevenir 
y atender la violencia contra las mujeres no tiene respuesta clara.

En tercer lugar, se requiere contar con lineamientos y reglas claras para el 
cumplimiento del trabajo de monitoreo que realiza la Cámara de Diputados 
al Anexo 13. Hasta ahora, el monitoreo se hace básicamente sobre la gestión 
de los recursos. Por lo que, sería conveniente que la discusión que se reali-
za sobre los recursos etiquetados y sobre la valoración que hace la Comisión 
de Igualdad se lleve a cabo sobre la base de una metodología y orientaciones 
concretas que permitan tomar decisiones informadas sobre las desventajas 
de admitir la incorporación de programas presupuestarios y acciones en ese 
Anexo, y de no transparentar los objetivos y metas más allá de la propia ges-
tión de los recursos y no sobre los resultados en la vida de las mujeres. 

La etiquetación de recursos no ofrece, todavía, la garantía de que los re-
cursos ahí incluidos hayan pasado por un proceso de valoración diagnóstica, 
es decir, una evaluación ex-ante, tal y como lo hacen ya algunos países y lo 
recomiendan organismos internacionales.

Por último, los recursos etiquetados de programas presupuestarios con re-
glas de operación podrían ser sujetos de análisis por la Cámara de Diputados 
sobre la base de los Lineamientos para la Incorporación de la Perspectiva de 
Género en los Programas Presupuestarios Federales.8 Ello permitiría contar 
con más elementos objetivos para la aprobación del presupuesto. Este tipo de 
programas pueden tener intervenciones de género desde las reglas de su ope-

8  El Decreto del Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF), en el Artículo 24, fracción V, señala la necesidad de que 
“la Comisión Federal de Mejora Regulatoria (COFEMER) en conjunto con el Instituto Nacional de las Mujeres (Inmujeres), 
deben asegurar la incorporación de la perspectiva de género en las Reglas de Operación (ROP) de los programas presu-
puestarios federales, con el fin de garantizar el cumplimiento de los objetivos de la Política Nacional para la igualdad entre 
mujeres y hombres, en los términos de las disposiciones aplicables”. En  junio de 2015, se publicaron en el Diario Oficial de 
la Federación (DOF) los Lineamientos para la Incorporación de la Perspectiva de Género en los Programas Presupuestarios 
Federales elaborados por el Inmujeres y la Cofemer. 
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ración garantizando con ellos las evaluaciones que se llevan a cabo de manera 
regular, la diferencia entonces es que se harían con perspectiva de género.

Consideraciones finales
 

Los presupuestos públicos para la igualdad constituyen un instrumento de 
política pública fundamental que cumple funciones económicas y sociales, 
con objetivos y compromisos de gobierno plasmados en sus instrumentos 
programáticos, en los cuales determina metas en congruencia con los recur-
sos y montos definidos y disponibles destinados a programas y proyectos, así 
como al funcionamiento del aparato gubernamental; estos reflejan las prio-
ridades del gobierno en relación con sus obligaciones de garantizar y prote-
ger los derechos humanos de las mujeres, incluidos los derechos a vivir una 
vida libre de violencia y sin discriminación, de cualquier tipo.

El instrumento emblemático de política pública mediante el cual se iden-
tifica el gasto para la igualdad sigue siendo el Anexo 13, Erogaciones para la 
Igualdad. Este Anexo descansa en un sólido andamiaje en términos de los 
instrumentos internacionales y las leyes con las cuales se norma, planifica y 
programa la política de género en el país. 

Se trata de un instrumento potencialmente poderoso que bien podría 
orientarse al objetivo contemplado desde su origen. No obstante, se trata de 
un instrumento subutilizado que, año con año, lejos de clarificar el gasto para 
la igualdad, lo distorsiona. El objetivo último de este breve texto ha consis-
tido en destacar algunas de las medidas que aún pueden implementarse para 
fortalecer los instrumentos presupuestales desde una perspectiva de género, 
dicho de otro modo, para que pongan en el centro el ejercicio de los derechos 
humanos de las mujeres, haciendo más eficaz el gasto para avanzar de mane-
ra más acelerada hacia la igualdad de género.
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La incorporación de la perspectiva de género 
en la Ley General de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano 

(2018-2021)
Erika A. Alcantar García1

Introducción

En 2016, tuvo lugar la publicación de la Ley General de Asentamientos 
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano (LGAHOT-
DU). En dicha ley, se reconoce como uno de sus principios rectores el de 

la equidad y la inclusión, en donde se alude a la perspectiva de género como 
un elemento a promover para garantizar el acceso y disfrute de las ciudades a 
todas y todos sus habitantes. Si bien dicha Ley fue promulgada durante la Le-
gislatura anterior, en 2020 y 2021 han tenido lugar dos proyectos de decreto 
para reformarla. 

En este texto, buscamos analizar la LGAHOTDU, desde la perspectiva de 
género, para contestar las preguntas siguientes: ¿cuál ha sido el lugar del gé-
nero en la LGAHOTDU, siendo esta la directriz de la planificación urbana en el 
país?, ¿qué efectos ha tenido en la legislación urbana el aumento de la violen-
cia hacia las mujeres en México? Y finalmente, ¿en qué se ha avanzado en esta 
Legislatura en materia de género dentro de la legislación urbana?

Algunos conceptos para entrar a la discusión

El urbanismo moderno llegó a México en el último tercio del siglo XIX, sobre 
todo a través del impulso de la higiene que tuvo su auge con los efectos de la 
Revolución Industrial en Europa. A principios del siglo XX algunos pioneros 
del urbanismo, arquitectos e ingenieros introdujeron la vertiente del Town 
Planning2 inglés en proyectos de vivienda, ordenamiento y alineación de ca-
lles, y en la planificación a futuro del desarrollo urbano en México, especial-

1  Candidata a doctora en urbanismo. Licenciada en historia y maestra en urbanismo por la UNAM. Se especializa en his-
toria urbana de la Ciudad de México. Profesora de la licenciatura en urbanismo de la UNAM desde 2015, en las áreas de 
Proyectos y de Cultura urbanística, y de la maestría en urbanismo desde 2020. Actualmente estudia el doctorado en urba-
nismo en la UNAM (2018-2022), dentro de la línea de “Teoría y cultura urbanística”. erika.alcantar@fa.unam.mx
2  El Städtebau, town planning, urbanística, urbanisme y urbanismo eran términos equivalentes (Sánchez Ruiz, 2008, pp. 
78-79), y tenían el mismo objetivo: todos definen a la actividad de crear y planificar ciudades bajo el fundamento de una 
teoría científica de la construcción de un orden espacial urbano (Sánchez de Madariaga, 2008).
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mente de sus principales ciudades. Sobre todo, fue el arquitecto Carlos Con-
treras, quien acuñó la traducción Planificación urbana para referirse al “arte 
de proyectar, trazar y construir ciudades” (Contreras, 1927, p. 4). 

Sin embargo, solemos usar distintos términos para referirnos a la disci-
plina del urbanismo y a aspectos específicos que se derivan de esta. El urba-
nismo es una disciplina que hace énfasis en la dimensión espacial, en la multi 
e interdisciplina y en la intervención en el territorio. En este texto entende-
mos a la planificación urbana como uno de sus componentes que, desde la 
técnica del urbanismo, busca intervenir en el territorio a partir de una serie 
de leyes, normas, políticas e instituciones. 

Además, hay que reconocer que la planificación urbana, que también po-
demos nombrar como urbanismo institucional, se ha construido desde un 
sesgo androcéntrico, en donde los varones adultos, blancos, con todas sus 
capacidades han diseñado las ciudades y sus políticas. Con ello, han invisibi-
lizado históricamente a las mujeres, las y los niños, las y los adultos mayores 
y a aquellas personas con capacidades diferentes. 

Es así que, la movilidad es un concepto que ha encontrado su auge en las 
últimas décadas en los estudios urbanos, debido al crecimiento de las ciuda-
des, sus zonas metropolitanas y lo complicado que con ello se convierte la 
transportación de personas. Particularmente han sido la geografía y la socio-
logía urbana las disciplinas que desde hace veinte años han dirigido la discu-
sión teórica sobre la movilidad (Gutiérrez, 2012). 

De dicha discusión Gutiérrez (2012) hace una clara diferenciación entre lo 
que es transporte y movilidad, conceptos que suelen confundirse o traslapar-
se. La autora recupera ambas nociones desde la geografía de los transportes y 
la movilidad cotidiana, siendo que la primera se dedica a los medios de trans-
porte, mientras que la segunda se dedica a estudiar los desplazamientos que 
realizan los usuarios (Gutiérrez, 2012, p. 64). 

Asimismo, brinda una definición más acaba de lo que podemos entender 
como movilidad: “la movilidad es una práctica social de viaje que conjuga 
deseos y necesidades de desplazamiento (o requerimientos de movilidad) y 
capacidades de satisfacerlos” (Gutiérrez, 2012, p. 64). 

Como apunta también Gutiérrez, de la combinación de los deseos, las ne-
cesidades y las capacidades para movilizarnos en el territorio surgen las con-
diciones de acceso, las cuales son diferenciadas según el lugar donde habi-
temos, el grupo social al que pertenecemos y nuestra clase social (Gutiérrez, 
2012, p. 65). 
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Quienes suelen habitar en las periferias, más alejadas de la concentración 
de bienes y servicios, tienden a tener una mayor dificultad para realizar sus 
desplazamientos; de igual forma, suelen ser quienes cuentan con menos re-
cursos, pues el precio del suelo en áreas centrales en las ciudades es alto. 

A eso se suman otras limitaciones de movilidad, como las de los grupos 
sociales y el género. Las mujeres suelen experimentar factores violencia –
sobre todo de tipo sexual– en el transporte público o al transitar las calles, 
lo que condiciona su disfrute de la ciudad y limita su movilidad, a esto se su-
man los distintos patrones y motivos de traslados que las mujeres realizan y 
que han permanecido invisibles hasta hace algunas décadas por la academia 
y para la planeación urbana y territorial de manera general. 

La Ley General de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano

El 20 de mayo de 1976 fue aprobada la Ley General de Asentamientos Hu-
manos, con la cual se creó un sistema de planeación con una serie de linea-
mientos para organizar el territorio. La ley era producto de la tradición de 
la Primera Conferencia sobre Asentamientos Humanos de la Organización 
de las Naciones Unidas (ONU), cuyo objetivo fue “reconocer la necesidad de 
asentamientos humanos sostenibles y las consecuencias de la rápida urbani-
zación”3 (UN-Habitat, s.f.), especialmente en los países que se catalogaban 
como tercermundistas o subdesarrolllados. 

En la Conferencia se discutió que especialmente en las ciudades de estas 
regiones las condiciones de vida eran inaceptables y se instaba a los gobier-
nos de sus países a tomar acciones, antes de que se agravara la creciente des-
igualdad, la segregación, la discriminación, el desempleo, el analfabetismo y 
la falta de acceso a la educación, así como la contaminación y el deterioro del 
medio ambiente (UN-Habitat, s/f). Una de las consecuencias más relevan-
tes de esta primera Conferencia fue la creación del Programa de las Naciones 
Unidas para los Asentamientos Humanos en 1978, conocido también como 
UN-Habitat (UN, s.f.). 

Dentro de este marco de discusión internacional fue que se redactó la 
Ley General de Asentamientos Humanos. Por lo que se alude a los asenta-
mientos humanos y no al desarrollo urbano en esta Ley (Azuela y Cancino, 
2011, p. 146). Frecuentemente, se dice que con ella tuvo lugar uno de los 

3  Traducción propia.
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hitos más relevantes en la historia de planeación urbana en México, el de 
su institucionalización. 

Como han señalado quienes han estudiado esta Ley desde su promulga-
ción, su importancia radica en que estableció las bases para la estructuración 
e implementación de “un sistema de planeación urbana nacional” (Azuela 
y Cancino, 2011, p. 147; Iracheta, 1989). Asimismo, fue un claro posiciona-
miento del Estado para intervenir activamente en el desarrollo urbano del 
país (Garza, 1989, p. 11). 

De manera general, se pueden reconocer dos ejes en la Ley para compren-
der su relevancia en términos legislativos y de planeación urbana: 

Presenta las normas, instrumentos y herramientas en materia urbanísti-
ca para el ordenamiento del territorio y para los asentamientos humanos en 
todo el país. 

Homogeneizó la legislación federal, estatal y municipal e inició un pro-
ceso de coordinación entre estos niveles de gobierno en favor de los asenta-
mientos humanos y la planeación urbana (Ramírez, 1989).

De esta Ley se derivaría el Sistema Nacional de Planeación Urbana y dos 
años más tarde, en 1978, el Plan Nacional de Desarrollo Urbano (Iracheta, 
1989). De esta forma, sería la directriz para la legislación y los planes de de-
sarrollo urbano en los años por venir. 

En 2016 se aprobó una reforma constitucional que estipuló la “compe-
tencia del Congreso de la Unión para legislar sobre la concurrencia de la 
Federación, las entidades federativas y los municipios o demarcaciones te-
rritoriales de la Ciudad de México” (Hernández, s.f., p. 3). Con ello, el 13 de 
octubre del mismo año se aprobó la publicación de la Ley General de Asen-
tamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano,4 que 
significó la incorporación de un régimen de gobernanza (Hernández, s.f., p. 
3), en donde se reconoce la competencia de los distintos niveles de gobierno 
en la planeación urbana.

Perspectiva de género en la planeación urbana

La LGAHOTDU de 2016 cuenta con 119 artículos, más quince transitorios, de 
los cuales en siete se hace alusión a la perspectiva de género y en uno a la 
violencia de género. Si bien reconocemos que la LGAHOTDU fue promulgada 

4  Con dicha promulgación se abrogó la Ley General de Asentamientos Humanos vigente desde 1993. Su fecha de publi-
cación en el Diario Oficial de la Federación es del 28 de noviembre de 2016. Puede consultarse aquí http://www.diputados.
gob.mx/LeyesBiblio/ref/lgahotdu/LGAHOTDU_orig_28nov16.pdf 	
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durante la LXIII legislatura (2015-2018), las reformas subsecuentes en mate-
ria de género fueron presentadas durante la LXIV legislatura. 

A continuación, proponemos un análisis general de la LGAHOTDU de 2016 
desde una perspectiva de género con el objetivo de aterrizar dicho análisis 
en el terreno de la legislación urbana. Esta perspectiva se entiende como una 
herramienta metodológica que nos permite visibilizar a las mujeres y sus ne-
cesidades específicas, así como explicar las condiciones de desigualdad que 
las atraviesan (Serret, 2008, p. 76). A partir de esta, buscamos conocer cuál 
era el lugar que ocupaba el género y las mujeres en dicha ley en 2016, para 
luego analizar las iniciativas de ley que tuvieron lugar entre 2020 y 2021, en 
las cuales se incluye la perspectiva de género en los ámbitos de la planeación 
urbana y la movilidad.  

Como ya se ha establecido antes, la LGAHOTDU tiene por objetivo “fijar 
las normas básicas e instrumentos de gestión de observancia general, para 
ordenar el uso del territorio y los Asentamientos Humanos en el país” (2016, 
Art. 1), e incorpora la perspectiva de los derechos humanos, atendiendo la 
reforma constitucional de 2011 en dicha materia, en la que se fija el deber del 
Estado para proteger los derechos de las personas. En ese sentido, la gestión 
del territorio se hará “con pleno respeto a los derechos humanos, así como 
el cumplimiento de las obligaciones que tiene el Estado para promoverlos, 
respetarlos, protegerlos y garantizarlos plenamente” (2016, Art. 1). 

Igualmente, en la fracción quinta del mismo artículo se advierte un prin-
cipio de equidad en la ley, pues se afirma que con este instrumento se buscan 

propiciar mecanismos que permitan la participación ciudadana en parti-

cular para las mujeres, jóvenes y personas en situación de vulnerabilidad, 

en los procesos de planeación y gestión del territorio con base en el acceso 

a información transparente, completa y oportuna, así como la creación de 

espacios e instrumentos que garanticen la corresponsabilidad del gobierno 

y la ciudadanía en la formulación, seguimiento y evaluación de la política 

pública en la materia (LGAHOTDU, 2016, Art. 1). 

El principio de equidad e inclusión se hace explícito, disponiéndose que 
“la planeación, regulación y gestión de los asentamientos humanos, Cen-
tros de Población y la ordenación territorial, deben conducirse en apego” 
(2016, Art. 4) a los principios del derecho a la ciudad, a la propiedad, la co-
herencia y racionalidad, entre otros. Lo anterior, discursivamente se en-
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tiende como principios éticos, derechos y lógicas de producción y reproduc-
ción del territorio. 

De manera escueta se incluye el género y más específicamente la perspec-
tiva de género dentro del principio de equidad e inclusión: 

Equidad e inclusión. Garantizar el ejercicio pleno de derechos en condi-

ciones de igualdad, promoviendo la cohesión social a través de medidas 

que impidan la discriminación, segregación o marginación de individuos 

o grupos. Promover el respeto de los derechos de los grupos vulnerables, la 

perspectiva de género y que todos los habitantes puedan decidir entre una 

oferta diversa de suelo, viviendas, servicios, equipamientos, infraestructu-

ra y actividades económicas de acuerdo a sus preferencias, necesidades y 

capacidades (LGAHOTDU, 2016, Art. 4). 

La equidad se define como el principio de justicia que busca contribuir a 
conseguir la igualdad de condiciones para los distintos grupos de la sociedad 
que se encuentran en desventaja (García, 2008, pp. 48-50). En este caso, re-
sulta relevante la inclusión de la perspectiva de género puesto que con ello 
se reconoce que las mujeres no tienen las mismas condiciones de acceso al 
suelo, la vivienda, los bienes y servicios y, en general, al disfrute de la ciudad. 

De acuerdo con ONU Mujeres, el sector femenino de la población percibe 
con inseguridad y temor las ciudades, especialmente al espacio público y al 
transporte, limitando  

su libertad de movimiento, [reduciendo] (…) su capacidad de acceder a 

oportunidades de trabajo y de educación, de participar plenamente en la 

vida pública, acceder a servicios esenciales y a disfrutar de actividades cul-

turales o de ocio, [repercutiendo] (…) negativamente en su salud y bienes-

tar (ONU Mujeres México, 2018a). 

Esto también contraviene el artículo 1 de la Convención sobre la Elimi-
nación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por 
sus siglas en inglés), la cual México firmó en 1981 y ratificó en 1994.5 Pues, de 
acuerdo con la definición de la Convención, la exclusión en el espacio es una 
forma de discriminación que veja los derechos humanos de las mujeres: 

5  Dentro del marco de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, 

adoptada en Belém do Pará, Brasil, el 9 de junio de 1994. 
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toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo, que tenga por 

objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejer-

cicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de 

la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades 

fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o 

en cualquiera otra esfera (ONU Mujeres, Inmujeres, Conavim, 2020, p. 9).

De esta manera, al no garantizar a las mujeres su derecho de movilidad, 
acceso a la ciudad, integridad y seguridad, el Estado está propiciando la ex-
clusión y la discriminación de las mujeres en la ciudad. 

Al entenderse la perspectiva de género como un elemento del principio de 
equidad e inclusión, y que si bien se establece en la ejecución de la LGAHOT-
DU, es criticable que no se ahonda en qué significa incorporarla en los princi-
pios de planeación para garantizar los derechos de las mujeres en las distin-
tas acciones urbanísticas.

En los años posteriores a la promulgación de esta ley, se comenzaron dis-
tintos programas para visibilizar las condiciones de violencia que viven las 
mujeres y las niñas en las ciudades de México. Ante la necesidad de conocer las 
condiciones de desigualdad que enfrentan las mujeres en su vida cotidiana se 
sumó el aumento de los feminicidios en el país, que es el asesinato por razones 
de género y que constituye la forma de violencia más extrema contra la mujer. 

Tan sólo de 2015 a 2020 pasamos de 7 mujeres asesinadas al día a 10.6 en 
todo el país, y en 2019 se contabilizaron 971 feminicidios (ONU Mujeres, In-
mujeres, Conavim, 2020, p. 32). Si bien se reconoce que la mayor cantidad de 
feminicidios tienen lugar en el espacio doméstico, las defunciones con presun-
ción de homicidio en mujeres aumentaron entre 1990 y el 2012, hasta consti-
tuir el 54%. En 2019, las defunciones por homicidio de mujeres constituyeron 
el 52.2% en todo el país (ONU Mujeres, Inmujeres, Conavim, 2020, p. 32). 

Como consecuencia de esta violencia, miles de mujeres se organizaron y 
saliero2wn a las calles de manera consistente desde 2016, año en que tuvo 
lugar la manifestación conocida de la primavera violeta y que consistió en la 
marcha más concurrida contra la violencia machista en México, teniendo eco 
en toda América Latina. 

En los años posteriores también se organizaron marchas multitudinarias 
de mujeres para exigir que las autoridades garantizaran la seguridad de las 
mujeres en todos los ámbitos y en todos los espacios, a las que se suman la exi-
gencia del derecho a decidir sobre sus cuerpos y la despenalización del aborto. 
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Ante la visibilización y denuncia masiva de la violencia machista se im-
plementaron distintos programas, locales e internacionales, con el objetivo 
de atender los graves problemas derivados de la misma. Uno de ellos ha sido 
el Programa Insignia Global Ciudades y Espacios Públicos Seguros para Mu-
jeres y Niñas de ONU Mujeres. Este programa tiene por objetivo “contribuir 
a la eliminación de la violencia sexual hacia las mujeres y las niñas en los 
espacios públicos” (ONU Mujeres México, 2018). Cabe señalar que para 2018 
ya se habían unido cuatro ciudades mexicanas (Monterrey, Puebla, Torreón 
y Ciudad de México).

Es relevante mencionar que, a partir de la puesta en marcha del progra-
ma, las ciudades antes mencionadas establecieron diagnósticos y generaron 
estadísticas sobre la violencia hacia las mujeres en sus localidades, lo que nos 
permite conocer mejor las condiciones de las mujeres en estas entidades. No 
obstante, este tipo de programas promovidos por la ONU ya se encontraban 
en la región latinoamericana desde años atrás.6

En 2017 la entonces Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal 
(ahora Ciudad de México) conminaba a las autoridades locales a implementar 

políticas de seguridad ciudadana con enfoque de género y que se [incor-

poraran] (…) disposiciones basadas en la predicción de riesgos a partir de 

diagnósticos integrales, medidas disuasivas, análisis estratégico del terri-

torio y ubicación de posibilidad e incidencia educativa y de comunicación 

social en los diferentes espacios donde desarrollan su vida las mujeres y las 

niñas (CDH DF, 2017, p. 3).

Lo anterior, debido a la inseguridad, ya que el 38% de las mujeres a 
nivel nacional habían sufrido algún tipo de violencia, mientras que en la 
Ciudad de México esta cifra, prácticamente, se duplicaba y constituía “casi 
tres cuartas partes del total de las mujeres de 15 o más años (72.1%) [que] 
han sufrido por lo menos un acto de violencia de cualquier tipo” (CDH DF, 
2017, p. 3). 

Asimismo, de acuerdo con la Encuesta sobre la violencia sexual en el 
transporte y otros espacios públicos en la Ciudad de México realizada por 
ONU Mujeres en 2018, se observa que la percepción de seguridad de las muje-
res en la capital es preocupantemente baja. Con respecto al documento refe-

6  En la región sudamericana se encontraban desde la década de 2000 promoviendo herramientas para la promoción de 
ciudades seguras desde la perspectiva de género gracias a la presencia de Ana Falú, distinguida arquitecta y activista fe-
minista argentina, en la dirección de la Fondo de Desarrollo de las Naciones Unidas para la Mujer (Unifem) de Brasil y el 
Cono Sur. 
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rido, 54.4% de las mujeres se sienten muy inseguras e inseguras en el trans-
porte público, y 69.1% se sienten muy inseguras o inseguras en las calles o 
espacios públicos en la Ciudad de México (ONU Mujeres México, 2018b, p. 18). 

Si bien estos datos son solo de la capital, con ellos podemos inferir es-
cenarios similares en otras ciudades del país, las cuales, como se ha visto, 
tienen en común el ejercicio de la violencia hacia las mujeres basada en una 
cultura machista y misógina. Esto además se hace presente en la falta de 
consideración de la perspectiva de género en las políticas urbanas y en los 
programas destinados a erradicar la violencia contra las mujeres en todavía 
bastantes ciudades del país. 

En este contexto, casi al final de esta legislatura, tuvieron lugar dos inicia-
tivas de reforma a la LGAHOTDU, cuyo objetivo fue incorporar la perspectiva 
de género, haciendo énfasis en la movilidad de las mujeres y en la planeación 
en general. 

Iniciativas para incorporar la perspectiva 
de género en la LGAHOTDU

De acuerdo con datos de la Secretaría de Servicios Parlamentarios entre 2018 
y 2021 se han presentado 49 proyectos de decreto para reformar la LGAHOT-
DU, de 2016 (SSP, s.f. a).  El 20 de mayo de 2020, se presentó una iniciativa7 
que fue turnada a la Comisión de Desarrollo Metropolitano, Urbano, Ordena-
miento Territorial y Movilidad. El objetivo de dicha iniciativa de decreto era 
“incluir la perspectiva de género para contribuir a la igualdad entre hombres 
y mujeres” (Cámara de Diputados, s/f a, p. 1). Asimismo, se proponen refor-
mar diversos artículos8 y la propuesta se centra en la movilidad, incorporando 
el término de la movilidad de cuidado. 

Dicho concepto fue acuñado para nombrar los viajes relacionados con el 
cuidado, actividades que generalmente no son remuneradas y son realiza-
das por personas adultas (mayormente mujeres) para mantener y atender los 
hogares (Sánchez y Zucchini, 2020, p. 91). Aunado a ello, Sánchez y Zucchini 
proponen también una metodología para analizar los datos que suelen ex-
traerse de los viajes que realiza la población y la implementación de políticas 
de movilidad, desde una perspectiva de género (2020, p. 91). 

7  Diputada Ana Priscila González García (Movimiento Ciudadano).
8  “Los artículos 4 fracción X; 8 fracciones XXXI y XXXII; 10 fracciones XXVI y XXVII, 37, fracción VIII; 71 fracción VIII; 72 frac-
ción I; 74, segundo párrafo; 89 fracción I; 101, fracción XIII; Se adicionan la fracción XXV bis del artículo 3; la fracción XXXIII y 
XXXIV del artículo 8; la fracción XXVIII del artículo 10; , todos de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Urbano” (Cámara de Diputados, s.f. a, p. 6). 
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Lo anterior se incluye en la reforma, definiéndose que la movilidad de 
cuidado es “desplazamientos diarios asociados con el acompañamiento a 
dependientes, como pueden ser niños y niñas o bien personas de la tercera 
edad, el cual no es remunerado y en el que se incluye el relacionado con el 
mantenimiento del hogar” (Cámara de diputados, s.f. a, p. 4). 

Además, se propone incluir una adición para especificar las diferentes ne-
cesidades de los hombres y las mujeres, teniendo como punto de partida la 
movilidad de cuidado (Cámara de Diputados, s.f. a) y se atribuye a la federa-
ción la obligación de 

Fomentar el desarrollo de estudios e investigaciones que contribuyan a 

incorporar la perspectiva de género en los procesos de planeación de los 

sistemas de movilidad y que coadyuven a entender los patrones de viaje y 

necesidades específicas por género y a mantener información sistemática 

y comparable sobre patrones asociados con la movilidad del cuidado (Cá-

mara de diputados, s.f. a, p. 5). 

Como puede apreciarse, se incorpora no solo el concepto como parte de 
una perspectiva de género, sino que se mencionan los elementos a partir de 
los cuales se puede promover una movilidad de cuidado como la diferencia-
ción de los patrones de viaje por género y la necesidad de su estudio.

En la iniciativa de reforma se busca además fomentar la incorporación de 
las mujeres dentro de la planeación el diseño de los sistemas de movilidad. De 
igual modo, se menciona que debe fomentarse la “implementación de pro-
tocolos de actuación en contra de la violencia de género y acoso sexual en el 
transporte público” (Cámara de Diputados, s.f. a, p. 6). 

De acuerdo con la Encuesta sobre la violencia sexual en el transporte y 
otros espacios públicos en la Ciudad de México de 2018, los lugares en los 
que con frecuencia se sufre violencia de tipo sexual son en el espacio público, 
específicamente en el transporte masivo (STC Metro) y las calles.

Por ello, resulta relevante que la iniciativa contemple, aunque no pro-
fundice en los protocolos para erradicar la violencia sexual y de género en el 
transporte público, en donde nueve de cada 10 mujeres tienen experiencias de 
este tipo en la capital del país (CDH DF, 2017, p. 20). A pesar de esto, se deja 
de lado el espacio público, el cual es el otro espacio en donde las mujeres se 
sienten inseguras y han experimentado violencia de algún tipo. En los sub-
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secuentes artículos para reformar la LGAHOTDU9 se reitera la recopilación de 
datos para diferenciar los viajes entre hombres y mujeres, se hacen puntua-
lizaciones para incorporar el término de movilidad de cuidado y se hace alu-
sión a la promoción de la inclusión para garantizar la igualdad entre hombres 
y mujeres (Cámara de Diputados, s.f. a, pp. 7-10). 

El 9 de junio de 2021, se presentó otro proyecto de decreto para reformar 
esta Ley10, el objetivo de dicho proyecto de Decreto es 

Incluir en el objeto de Ley General de Asentamientos Humanos, Ordena-

miento Territorial y Desarrollo Urbano el promover la planificación y or-

denamiento del desarrollo territorial y urbano con perspectiva de género. 

Adicionar la definición de perspectiva de género y establecer la promoción 

de la planeación, ordenamiento territorial y urbano con perspectiva de gé-

nero, así como la creación de políticas en la materia (Cámara de diputados, 

s.f. b, p. 1).

Es relevante dicha iniciativa porque no sólo es de carácter general a la pla-
nificación urbana, sino que además hace un llamado a incorporar la perspec-
tiva de género, la cual se entiende en el proyecto como: 

Concepto que se refiere a la metodología y los mecanismos que permiten 

identificar, cuestionar y valorar la discriminación, desigualdad y exclusión 

de las mujeres, que se pretende justificar con base en las diferencias bioló-

gicas entre mujeres y hombres, así como las acciones que deben empren-

derse para actuar sobre los factores de género y crear las condiciones de 

cambio que permitan avanzar en la construcción de la igualdad de género 

(Cámara de diputados, s.f. b, p. 2).

Llama la atención que, se toman definiciones desde el feminismo acadé-
mico para clarificar conceptos y líneas de acción, pero no se reconocen a las 
autoras ni se fundamentan estas iniciativas para reformar la legislación en las 
condiciones actuales de las mujeres, y tampoco se hace mención del feminismo 
como movimiento social que impulsa cambios estructurales e institucionales. 

9  El dictamen a discusión de la propuesta de Decreto para reformar distintos artículos de la LGAHOTDU fue realizado el 
26 de febrero de 2021, en donde fue aprobado en lo general y en lo particular por 453 votos a favor y publicado en la Gaceta 
Parlamentaria el 17 de marzo de este mismo año. De acuerdo con la Secretaría General de Servicios Parlamentarios pasó 
a la Cámara de Senadoras para sus efectos constitucionales, para luego turnarse a las Comisiones de unidas de Desarrollo 
Urbano, Ordenamiento Territorial, de Estudios Legislativos, con opinión de la Comisión para la Igualdad de Género (Secre-
taría de Servicios Parlamentarios, s.f. b).
10  Diputada Fabiola Raquel Guadalupe Loya Hernández (Movimiento Ciudadano).
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Estas iniciativas desde la lógica del gender mainstreaming,11 de acuerdo a 
García (2008) tienen por objetivo la igualdad en nuestras sociedades y, desde 
esta perspectiva, esta es la vía institucional para ello, para convertirlas en 
políticas y leyes (García, 2008, p. 81). A pesar de esto, reconocemos que es ne-
cesaria la integración de la perspectiva de género en la legislación y las polí-
ticas públicas, para contribuir en el camino hacia la igualdad entre hombres y 
mujeres, para lo cual deben implementarse leyes, instrumentos y programas 
en favor de estas últimas. 

Consideraciones finales

El Proyecto de decreto para reformar la LGAHOTDU del 9 de junio de 2021 se 
encuentra pendiente de aprobación y de publicación en la Gaceta Parlamen-
taria. El proyecto antes mencionado sólo se limita a definir la perspectiva de 
género y a garantizar una planificación y ordenamiento territorial a partir de 
las diferencias entre hombres y mujeres, pero en busca de la igualdad. Ade-
más, continúa la línea del proyecto de mayo de 2020, que abrió la puerta a la 
incorporación de vocabulario y metodologías desde las necesidades y condi-
ciones actuales de las mujeres. En ese sentido, los proyectos de reforma a la 
LGAHOTDU han abierto un camino en materia legislativa urbana y la necesi-
dad de incorporar en ella la perspectiva de género.

Con ello, México se suma a varios países que tienen una tradición en po-
líticas públicas, legislación y administración urbana desde la perspectiva de 
género en el ámbito de lo urbano. No parece fortuito que esto suceda en un 
momento en que México también se está integrando a la discusión desde el 
paradigma de planeación del urbanismo feminista, el cual ha sido impulsado 
en Iberoamérica por urbanistas catalanas y argentinas, principalmente. 

Igualmente, se debe reconocer que, si estas iniciativas han visto la luz, es 
gracias a los movimientos feministas a lo largo y ancho de todo el país, que 
siguen exigiendo justicia por las víctimas de feminicidio y de violencia de gé-
nero en todas sus expresiones. 

Queda pendiente la problematización de los otros espacios de la ciudad 
desde una perspectiva de género y que estos se incorporen a la legislación 
urbana, como es el caso del espacio público. Como se mencionó en párrafos 
anteriores, después del transporte, este es el lugar donde las mujeres tienen 

11  El “gender mainstreaming o género en el mainstream o mainstreaming de género, o transversalidad de género o trans-
versalidad de la igualdad de género como también se le denomina, cuyo propósito general es hacer de las políticas públicas 
en general, políticas de igualdad” (García, 2008, p. 60).
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una mayor sensación de inseguridad y donde experimentan distintos tipos 
de violencia. 

Finalmente, se busca que, además de establecer las diferencias entre 
hombres y mujeres en dinámicas urbanas como la movilidad, también se 
vuelve necesario garantizar la seguridad de estas, a partir del reconoci-
miento de esas diferencias y los peligros a los que se enfrentan. En térmi-
nos generales, hace falta incorporar la perspectiva de género en materia 
de diseño, planificación, espacio público, entre otros, con el objetivo de 
garantizar el disfrute de las mujeres a la ciudad, así como a una vida libre 
de violencia.  
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El derecho a la comunicación y la violencia mediática, 
avances en la LXIV Legislatura

Andrea Samaniego Sánchez1

Introducción

Las mujeres sufren diversos tipos de violencia, desde las más lamen-
tables como son los feminicidios hasta otras de tipo simbólico que, a 
veces, pasan de forma imperceptible dentro de nuestra sociedad. Uno 

de los tipos de violencia simbólica es el que se vive a través de los medios 
de comunicación, en donde los contenidos muestran figuras femeninas este-
reotipadas, esto es, los medios muestran mujeres violentadas o sexualizadas 
y al proyectar esos programas al resto de la sociedad hacen que se normalicen 
esos discursos que atentan contra las propias mujeres.

En este sentido, uno de los trabajos realizados durante la LXIV Legislatura 
fue regular la violencia mediática, para ello se presentaron diversas iniciati-
vas y se modificó la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia que tipificó este tipo de violencia en específico.

Sin lugar a duda, es un avance que se circunscribe dentro del derecho a 
la comunicación y que responde ante algunas de las obligaciones interna-
cionales contraídas por el Estado Mexicano en materia de violencia hacia las 
mujeres.

El artículo está estructurado en tres partes, en la primera, se revisan los 
conceptos de derecho a la comunicación y violencia mediática; en la segun-
da, se analizan los tratados internacionales en la materia, así como las leyes 
nacionales que configuran nuestro marco jurídico en específico; y por último, 
en la tercera parte, se revisarán las iniciativas que se elaboraron en la LXIV 
Legislatura en torno a la violencia mediática, así como la prospectiva de las 
reformas efectuadas.

1  Licenciada en Ciencias de la Comunicación, Maestra y Doctora en Ciencia Política todos los grados obtenidos por la Uni-
versidad Nacional Autónoma de México. Profesora Asociada “C” de Tiempo Completo de la Facultad de Ciencias Políticas 
y Sociales, UNAM. Forma parte de la Federación Mexicana de Universitarias y de la Red de Politólogas #NoSinMujeres. an-
drea.samaniego@politicas.unam.mx 
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Sobre el derecho a la comunicación 
y la perspectiva de género

El derecho a la comunicación algunos autores lo entienden como un derecho 
humano (Vega, 2009); (Araya, Avendaño y Carazo, 2013; Dagron, 2018), pre-
rrequisito para el desarrollo de otros derechos que se inscriben dentro de la 
participación pública, en tanto que

el derecho a comunicar va de la mano de la libertad de expresión, del de-

recho a la información y del acceso universal a las nuevas tecnologías y al 

conocimiento, pero, también, de la participación de los ciudadanos en los 

procesos de toma de decisión relacionados con las políticas de comunica-

ción e información, de la promoción de la diversidad cultural por parte de 

los medios y las nuevas tecnologías, del acceso de los grupos sociales que 

históricamente han sido excluidos de la esfera pública a las herramientas 

de la comunicación, así como de la protección y confidencialidad de la co-

municación (Vega, 2009, p. 15).     

A decir de Dagron (2018) el derecho a la comunicación provee a las so-
ciedades democráticas de un marco de actuación que engloba otros derechos 
como: el de acceso a la información, libertad de opinión, libertad de expre-
sión y libertad de difusión.

Estas perspectivas muestran que este derecho exige una serie de recono-
cimientos, no solamente en lo tocante a uno u otro aspecto, sino que debe ser 
una perspectiva integral que permita su pleno desarrollo. 

Al respecto, algunos autores (Ochoa, Castro y Cubero, 2017, p. 57) explican 
que la legislación nacional, en específico la Ley General de Telecomunicacio-
nes y Radiodifusión si bien ya contempla mecanismos en materia de género, 
aún no desarrolla el derecho a la comunicación.

Lo anterior es importante puesto que los medios de comunicación son re-
levantes para las sociedades democráticas y esto ha quedado de manifiesto, 
ya que se estructuran como agentes que ayudan a conocer lo que acontece en 
la realidad: posicionan ciertos temas y se configuran como grandes estructu-
ras que vinculan a la ciudadanía con sus gobernantes.

Su papel es relevante pues influyen en nuestra percepción sobre el mundo, 
como expresa Van Dijk:
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la mayor parte de nuestro conocimiento social y político, así como nuestras 

creencias sobre el mundo, emanan de las decenas de informaciones que 

vemos, leemos o escuchamos diariamente. Es muy probable que no exista 

ninguna práctica discursiva, aparte de la conversación cotidiana, que se 

practique con tanta frecuencia y por tanta gente como son el seguimiento 

de noticias en prensa y televisión (1997, pp. 29-30).

Así visto, los medios de comunicación y quienes hacen los contenidos de 
estos, como constructores de la realidad, dicen mucho sobre el mundo en 
donde se posicionan, señalan con sus programas lo que está permitido, así 
como aquello que está prohibido. Proyectan, en suma, a la sociedad. 

En este sentido, también se convierten en vehículos propagadores de dis-
cursos que reproducen estereotipos, esto es la violencia mediática. De acuer-
do con la ley argentina del 2009, esta se define del modo siguiente:

aquella publicación o difusión de mensajes e imágenes estereotipados a 

través de cualquier medio masivo de comunicación, que de manera directa 

o indirecta promueva la explotación de mujeres o sus imágenes, injurie, 

difame, discrimine, deshonre, humille o atente contra la dignidad de las 

mujeres, como así también la utilización de mujeres, adolescentes y niñas 

en mensajes e imágenes pornográficas, legitimando la desigualdad de tra-

to o construya patrones socioculturales reproductores de la desigualdad o 

generadores de violencia contra las mujeres (OEA, 2009).

Visto de esta manera, los medios de comunicación se convierten en insti-
tuciones que pueden perpetuar la violencia contra la mujer en el espacio me-
diático; desde chistes, insinuaciones, presentar a las mujeres con poca ropa, 
o hacer personajes femeninos donde se les violenta constantemente son sólo 
algunas manifestaciones de este tipo de violencia.

Por lo que, el derecho a la comunicación debe trabajar en dos grandes es-
feras: la primera, que trate sobre la incorporación de las mujeres en los me-
dios de comunicación en puestos directivos y en la elaboración de contenidos; 
la segunda, que no se reproduzcan contenidos estereotipados y que perpe-
túen la violencia hacia las mujeres en el ámbito mediático. 
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Legislación internacional y nacional

Para el derecho a la comunicación y la erradicación de la violencia y este-
reotipos que se difunden en medios de comunicación son importantes, en el 
marco internacional, la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas 
de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés) del 18 de 
diciembre de 1979; la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar 
y Erradicar la Violencia Contra la Mujer del 9 de junio de 1994 (Convención 
Belem Do Pará); y la Plataforma de Acción de la Cuarta Conferencia Mundial 
sobre la Mujer de 1995 (Plataforma de Beijing).

En ellas se estipula que, los Estados firmantes –de los cuales, México es 
uno de ellos– deben ejercer todo tipo de instrumentos de política pública, 
legales y penales aplicables para erradicar la violencia hacia la mujer.

Tabla 1.
Tratados CEDAW, Belém Do Pará y Plataforma de Beijing 

y los Compromisos asumidos por el Estado Mexicano 
en materia de Violencias Simbólicas y Medios de Comunicación

Número Nombre del 
Tratado

Artículos relevantes en materia de violencias sim-
bólicas y medios de comunicación

1 Convención sobre 
la Eliminación de 
Todas las Formas 
de Discriminación 
contra la Mujer 
(CEDAW)

“Artículo 2. Los Estados Partes condenan la discri-
minación contra la mujer en todas sus formas, con-
vienen en seguir, por todos los medios apropiados y 
sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la 
discriminación contra la mujer y, con tal objeto, se 
comprometen a: 
e) Tomar todas las medidas apropiadas para elimi-
nar la discriminación contra la mujer practicada por 
cualesquiera personas, organizaciones o empresas; 
[…]

Artículo 5. Los Estados Partes tomarán todas las 
medidas apropiadas para:
a. Modificar los patrones socioculturales de con-
ducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la 
eliminación de los prejuicios y las prácticas con-
suetudinarias y de cualquier otra índole que estén 
basados en la idea de la inferioridad o superioridad 
de cualquiera de los sexos o en funciones estereoti-
padas de hombres y mujeres. […]”
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2 Convención Inte-
ramericana para 
Prevenir, Sancio-
nar y Erradicar la 
Violencia Contra 
la Mujer (Con-
vención Belém Do 
Pará)

“Artículo 3. Toda mujer tiene derecho a una vida 
libre de violencia, tanto en el ámbito público como 
en el privado. […]

Artículo 6. El derecho de toda mujer a una vida libre 
de violencia incluye, entre otros. 
b. El derecho de la mujer a ser libre de toda forma de 
discriminación, y
c. El derecho de la mujer a ser valorada y educada 
libre de patrones estereotipados de comportamiento 
y prácticas sociales y culturales basados en concep-
tos de inferioridad o subordinación. […]

Artículo 8. Los Estados Partes convienen en adoptar, 
en forma progresiva, medidas específicas, inclusive 
programas para: […]
b. modificar los patrones socioculturales de con-
ducta de hombres y mujeres, incluyendo el diseño 
de programas de educación formales y no forma-
les apropiados a todo nivel del proceso educativo, 
para contrarrestar prejuicios y costumbres y todo 
otro tipo de prácticas que se basen en la premisa 
de la inferioridad o superioridad de cualquiera de 
los géneros o en los papeles estereotipados para el 
hombre y la mujer que legitimizan o exacerban la 
violencia contra la mujer; […]
g. alentar a los medios de comunicación a elaborar 
directrices adecuadas de difusión que contribuyan 
a erradicar la violencia contra la mujer en todas 
sus formas y a realzar el respeto a la dignidad de la 
mujer; […]”
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3 Declaración de 
Beijing

“Reafirmamos nuestro compromiso de: […]
9. Garantizar la plena aplicación de los derechos 
humanos de las mujeres y las niñas como parte ina-
lienable, integral e indivisible de todos los derechos 
humanos y libertades fundamentales; […]

12. Promover la potenciación del papel de la mujer 
y el adelanto de la mujer incluido el derecho a la li-
bertad de pensamiento, de conciencia, de religión y 
de creencia, lo que contribuye a la satisfacción de las 
necesidades morales, éticas, espirituales e intelec-
tuales de las mujeres y los hombres, individualmen-
te o en comunidad con otros, por lo que les garanti-
za la posibilidad de realizar su pleno potencial en la 
sociedad plasmando su vida de conformidad con sus 
propias aspiraciones. 

Estamos decididos a […]

24. Adoptar las medidas que sean necesarias para 
eliminar todas las formas de discriminación con-
tra las mujeres y las niñas, y suprimir todos los 
obstáculos a la igualdad de género y al adelanto y 
potenciación del papel de la mujer; […] 

29. Prevenir y eliminar todas las formas de violencia 
contra las mujeres y las niñas; […]

35. Garantizar el acceso de las mujeres en condicio-
nes de igualdad a los recursos económicos, incluidos 
la tierra, el crédito, la ciencia y la tecnología, la ca-
pacitación profesional, la información, las comuni-
caciones y los mercados, como medio de promover 
el adelanto de las mujeres y las niñas y la poten-
ciación de su papel, incluso mediante el aumento 
de su capacidad para disfrutar de los beneficios de 
la igualdad de acceso a esos recursos para lo que se 
recurrirá a, entre otras cosas, la cooperación inter-
nacional;” 
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4 Plataforma de 
Acción de Beijing

“33. En los últimos 20 años el mundo ha sido testigo 
de una explosión en el campo de las comunicacio-
nes. En virtud de los avances en la tecnología de las 
computadoras y televisión por satélite y cable, el ac-
ceso mundial a la información sigue aumentando y 
expandiéndose, con lo que se crean nuevas oportu-
nidades para la participación de la mujer en las co-
municaciones y en los medios de difusión, así como 
para la divulgación de información sobre la mujer. 
Sin embargo, las redes mundiales de comunicación 
se han utilizado para difundir imágenes estereoti-
padas y degradantes de la mujer con estrechos fines 
comerciales y de consumismo. Mientras la mujer no 
participe equitativamente en las esferas técnica y de 
adopción de decisiones dentro del contexto de las 
comunicaciones y los medios de difusión, incluidas 
las artes, seguirá siendo objeto de representaciones 
falsas y se seguirá desconociendo cómo es en reali-
dad su vida. Los medios de difusión tienen muchas 
posibilidades de promover el adelanto de la mujer 
y la igualdad entre mujeres y hombres mostrando a 
las mujeres y los hombres sin estereotipos, de modo 
diverso y equilibrado, y respetando la dignidad y el 
valor de la persona humana. […]

44. […] se exhorta a los gobiernos, a la comunidad 
internacional y a la sociedad civil, inclusive a las 
organizaciones no gubernamentales y el sector 
privado, a que adopten medidas estratégicas en las 
siguientes esferas decisivas de especial preocupa-
ción: […]”

* Estereotipos sobre la mujer y desigualdad de acce-
so y participación de la mujer en todos los sistemas 
de comunicación, especialmente en los medios de 
difusión.

Fuente: Elaboración propia con información tomada de Inmujeres-CEDAW, 2021; OEA, 2021; ONU Mujeres, 2021.

De forma preponderante, la Plataforma de Beijing pone de relevancia el 
papel que tienen los medios de difusión como agentes que pudieran propagar 
estereotipos o violencias simbólicas contra la mujer, así como la necesidad de 
incorporar a mujeres en los cuerpos directivos en esta industria. En materia 
nacional, se cuenta como principal instrumento con la Ley General de Acceso 
de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, la cual fue publicada el primero 
de febrero de 2007 y que funge como un mecanismo para la protección de las 
mujeres en torno a las violencias sistémicas que se reproducen en distintos 
ámbitos de su vida cotidiana.
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Avances en la normatividad 
en la presente Legislatura

Es importante recalcar que, para los efectos de este artículo, si bien se reco-
noce que hay leyes nacionales en torno a la libertad de expresión y al acceso a 
la información, se revisarán los avances de la LXIV Legislatura, tomando en 
consideración dos aspectos fundamentales, que en palabras de Vega (2009) 
se traducen en: la participación de la ciudadanía en la toma de decisiones so-
bre las políticas de comunicación y el acceso de los grupos sociales excluidos 
de la esfera pública a las herramientas de la comunicación.

Para la agenda de la LXIV Legislatura el tema central, acorde con lo ex-
puesto desde la plataforma de acción de Beijing era que, los medios de comu-
nicación no perpetúen discursos estereotipados sobre las mujeres. Durante 
la citada Legislatura se presentaron las siguientes iniciativas que tienen re-
lación con la violencia mediática, esto es, resolver el tema de los estereotipos 
de género:

Tabla 2.
Iniciativas presentadas en la LXIV Legislatura 

en materia de violencia mediática
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Como puede observarse, en las diferentes iniciativas se buscó legislar en re-
lación con varios aspectos específicos dentro de los que destaca: 1) evitar los 
estereotipos de género que reproducen patrones de violencia e inferioridad 
contra las mujeres, 2) legislar sobre la violencia mediática y 3) legislar sobre 
la violencia simbólica.

Al respecto se modificó la Ley General de Acceso a las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia con fecha del primero de junio de 2021 y se adicionó el Ca-
pítulo IV Ter “De la Violencia Digital y Mediática” quedando la segunda defi-
nida de la forma siguiente:

ARTÍCULO 20 Quinquies.- Violencia mediática es todo acto a través de 

cualquier medio de comunicación, que de manera directa o indirecta pro-

mueva estereotipos sexistas, haga apología de la violencia contra las mu-

jeres y las niñas, produzca o permita la producción y difusión de discurso 

de odio sexista, discriminación de género o desigualdad entre mujeres y 

hombres, que cause daño a las mujeres y niñas de tipo psicológico, sexual, 

físico, económico, patrimonial o feminicida.

La violencia mediática se ejerce por cualquier persona física o moral que 

utilice un medio de comunicación para producir y difundir contenidos que 

atentan contra la autoestima, salud, integridad, libertad y seguridad de las 

mujeres y niñas, que impide su desarrollo y que atenta contra la igualdad.

Así, se busca que los medios de comunicación no sean propagadores 
de estereotipos de género y del discurso violento contra las mujeres. En 
este sentido, se les considera como actores preponderantes dentro del en-
tramado social y su actuación es importante para modificar patrones de 
conducta.

Consideraciones finales

La LXIV Legislatura presentó una serie de iniciativas para hacer frente al pro-
blema de violencia contra las mujeres propagada, sobre todo, en medios de 
comunicación. Al respecto, se enfocaron en definir sobre la violencia mediá-
tica todo aquel discurso que se emita sobre los medios de comunicación que 
haga una apología a estereotipos sexistas o que promueva la violencia contra 
la mujer, sin lugar a duda es un avance en la materia.

Ahora bien, para hacer frente a los compromisos internacionales adquiridos 
en materia de erradicación de los distintos tipos de violencia contra las muje-
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res, hacen falta iniciativas y modificación a las leyes que incluyan a este grupo 
poblacional dentro de los cuerpos directivos de medios de comunicación.

Si bien hay un avance en la discusión y aprobación en las modalidades de 
violencia, y de ahí deriva el concepto de violencia mediática, todavía se re-
quiere reformar la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión que, 
presenta su última modificación en 2014, esto es, hasta el momento, ninguna 
de las iniciativas presentadas en la LXIV Legislatura se tradujo en una modi-
ficación de este ordenamiento legal en específico. 

Esta ley no tiene mayor referencia al tema, salvo lo indicado en el párrafo 
XIII en su artículo 226 en donde se expresa que la programación dirigida al 
sector infantil y de adolescentes deberá promover el derecho de las mujeres 
a una vida libre de violencia. No hay una definición sobre la elaboración de 
contenidos no sexistas o con una perspectiva de género que, en suma, eviten 
discursos estereotipados para las mujeres.

Por lo tanto, queda pendiente trabajar en este frente y establecer las san-
ciones correspondientes a quienes no cumplan con estas directrices. No es un 
debate sencillo, pues podría argumentarse que, de no establecerse bien estos 
conceptos, así como las sanciones aplicables a quienes no cumplan, existiría la 
posibilidad de que argumentaran que se atenta contra su libertad de expresión.
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El combate a la violencia digital 
y “la Ley Olimpia”

Mónica S. Amilpas García1

Introducción

La tecnología ha impactado la forma en que nos relacionamos, nos com-
portamos y nos comunicamos. Nos ha permitido mantener cercanía, 
organizarnos, aprender cosas nuevas y vincularnos con personas con 

intereses semejantes sin importar su ubicación geográfica. Podemos acceder 
a un sin fin de recursos que impactan en nuestras actividades laborales y es-
colares, entre otras cosas.  

De igual manera, la apropiación de la tecnología, por parte de las mujeres 
y las niñas, ha ido en aumento desde su surgimiento en los años noventa. 
Estos espacios han contribuido a visibilizar la agenda relacionada con los De-
rechos Humanos de las mujeres, sin embargo, al ser un ámbito de interac-
ción, también se ha expresado la violencia contra las mujeres. En México, la 
situación es preocupante, tan es así que se ha colocado en la agenda pública 
y legislativa.

Ante ello, en 2020 se implementaron diversos cambios legislativos enfo-
cados a atender esta problemática, principalmente, a sancionar la difusión 
no consentida de imágenes con contenido sexual que violentan a las mujeres.

Violencia contra las mujeres y las niñas

La violencia contra las mujeres y las niñas es una violación a sus derechos 
humanos. De acuerdo con Lagarde (2010) es “la conducta que incluye cual-
quier agresión física, psicológica, sexual, patrimonial, económica o feminici-
da dirigida contra ellas por el hecho de ser mujeres” (p. 477).

Dentro del marco de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia (LGAMVLV) se entiende como “cualquier acción u omi-
sión, basada en su género, que cause (…) daño psicológico, físico, patrimo-

1  Doctora en Ciencias Políticas y Sociales por la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM) con enfoque en co-
municación y género. Maestra en Administración por el Instituto Tecnológico Autónomo de México (ITAM). Actualmente 
Co-coordina el Diplomado Comunicación con Enfoque de Derechos Humanos y Perspectiva de Género, impartido por la 
División de Educación Continua y Vinculación de la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales, UNAM. monica.amilpas@po-
liticas.unam.mx 
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nial, económico, sexual o la muerte tanto en el ámbito privado como en el 
público” (DOF, 2007, Art. 5). De acuerdo con esta ley existen diferentes tipos 
de violencia como violencia psicológica,2 física,3 patrimonial,4 económica,5 
sexual6 y feminicida.7 

Estas violencias tienen diversas modalidades, las cuales se clasifican 
como violencia familiar, violencia laboral y docente, violencia en la comuni-
dad, violencia institucional, violencia política y, ahora, con base en el Capí-
tulo IV adicionado y publicado en el Diario Oficial de la Federación el primero 
de junio de 2021, la violencia digital y mediática.

La violencia contra las mujeres y las niñas es estructural al tener su ori-
gen en el sistema androcéntrico donde somos socializadas todas las perso-
nas. Sistema que considera al hombre como medida de todas las cosas, se 
asumen como naturales las jerarquías que colocan a los varones en la posi-
ción de poder y autoridad y a las mujeres como subordinadas. Donde la asig-
nación de roles y espacios para cada sexo controlan, dañan y violentan a las 
mujeres y las niñas. 

En nuestro país, la cultura machista sigue presente en todos los ámbitos, 
en todas las conductas, la cual se va reforzando a través de instancias como la 
familia, la escuela, las instituciones y los medios de comunicación, incluyen-
do los nuevos medios y espacios digitales. 

De acuerdo con los resultados de la Encuesta Nacional sobre la Dinámica 
de las Relaciones en los Hogares (ENDIREH, 2016), 66 de cada 100 mujeres 
de 15 años o más de edad han sufrido al menos un incidente de violencia de 
cualquier tipo a lo largo de la vida. El 43.9% de ellas han sufrido violencia por 

2  “La violencia psicológica. Es cualquier acto u omisión que dañe la estabilidad psicológica, que puede consistir en: negli-
gencia, abandono, descuido reiterado, celotipia, insultos, humillaciones, devaluación, marginación, indiferencia, infideli-
dad, comparaciones destructivas, rechazo, restricción a la autodeterminación y amenazas, las cuales conllevan a la víctima 
a la depresión, al aislamiento, a la devaluación de su autoestima e incluso al suicidio” (LGAMVLV, Art. 6).
3  “La violencia física.- Es cualquier acto que inflige daño no accidental, usando la fuerza física o algún tipo de arma u ob-
jeto que pueda provocar o no lesiones ya sean internas, externas, o ambas” (LGAMVLV, Art. 6).
4  “La violencia patrimonial.- Es cualquier acto u omisión que afecta la supervivencia de la víctima. Se manifiesta en: la 
transformación, sustracción, destrucción, retención o distracción de objetos, documentos personales, bienes y valores, 
derechos patrimoniales o recursos económicos destinados a satisfacer sus necesidades y puede abarcar los daños a los 
bienes comunes o propios de la víctima” (LGAMVLV, Art. 6).
5  “Violencia económica.- Es toda acción u omisión del agresor que afecta la supervivencia económica de la víctima. Se 
manifiesta a través de limitaciones encaminadas a controlar el ingreso de sus percepciones económicas, así como la per-
cepción de un salario menor por igual trabajo, dentro de un mismo centro laboral”  (LGAMVLV, Art. 6).
6  “Violencia sexual.- Es cualquier acto que degrada o daña el cuerpo y/o la sexualidad de la víctima y que por tanto atenta 
contra su libertad, dignidad e integridad física. Es una expresión de abuso de poder que implica la supremacía masculina 
sobre la mujer, al denigrarla y concebirla como objeto, y cualesquiera otras formas análogas que lesionen o sean suscepti-
bles de dañar la dignidad, integridad o libertad de las mujeres” (LGAMVLV, Art. 6). 
7  “Violencia feminicida: es la forma extrema de violencia de género contra las mujeres, producto de la violación de sus 
derechos humanos, en los ámbitos público y privado, conformada por el conjunto de conductas misóginas que pueden 
conllevar impunidad social y del Estado y puede culminar en homicidio y otras formas de muerte violenta de mujeres” 
(LGAMVLV, Art. 21).



189

parte de la pareja actual o última a lo largo de su relación; mientras que, el 
53.1% ha sufrido al menos un incidente de violencia por parte de otros agre-
sores distintos a la pareja a lo largo de la vida.

Con datos más recientes, las mujeres con mayor propensión a experimen-
tar violencia por cualquier agresor a lo largo de la vida son las que residen en 
áreas urbanas (69.3%), en edades entre 25 y 34 años (70.1%); las que cuentan 
con nivel de educación superior (72.6%); y las que no pertenecen a un hogar 
indígena (66.8%). Los principales delitos cometidos en contra de las muje-
res son los relacionados con el abuso sexual (42.6%) y la violación (37.8%) 
(INEGI, 23 de noviembre 2020).

Ante este panorama, se han realizado esfuerzos por parte de organizacio-
nes de la sociedad civil, academia y gobierno para incidir en esta realidad, tal 
es el caso de la LGAMVLV.

En el ámbito internacional se ha trabajado para eliminar la violencia con-
tra las mujeres. La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Violencia y Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés), 
adoptada en 1979, es considerada el primer instrumento internacional que 
definió la violencia contra las mujeres y estableció una agenda de trabajo. 
Posteriormente, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra las Mujeres, Belem Do Parà, lanzada en 1994 por 
la Organización de los Estados Americanos (OEA), identifica toda violencia 
contra las mujeres como una violación a sus derechos humanos.

Adicionalmente, la Plataforma de Acción de Beijing en 1995 señala en su 
inciso j. Mujeres y Medios de Difusión que los gobiernos y empresas mediá-
ticas deben tomar medidas contra la violencia contra las mujeres y las niñas. 
No obstante, “si bien la Plataforma de Acción de Beijing enumeró las acciones 
que lograrían la igualdad de género y detendrían la violencia de género, no 
existe una política formal sobre género y comunicación en la mayoría de los 
países del mundo” (Vega, 2019, p. 15).

En este tenor, se subraya cómo los medios de comunicación, incluidos los 
digitales, naturalizan y reproducen estereotipos sexistas que promueven la 
violencia de género.

Violencia digital contra las mujeres

Con el desarrollo de las tecnologías de la información y los medios digitales, 
se ha visibilizado otra problemática: la violencia contra las mujeres en los 
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entornos digitales. En este sentido, “el discurso de odio sexista en línea que 
promueve el odio basado en el sexo (...), este discurso de odio es el vehículo 
para la perpetración de distintos tipos y modalidades de violencia de género, 
en particular de violencia sexual, psicológica y feminicida” (Vega, 2019, p. 22).

Los nuevos medios de comunicación, así como los espacios digitales se 
han convertido en herramientas y escenarios donde se violentan a las muje-
res y las niñas. Pues en el espacio digital acontece una reproducción de com-
portamientos discriminatorios y violentos en contra de las mujeres y las ni-
ñas que se encuentran normalizados y que, por las características propias del 
espacio, se incentivan con el anonimato.

La neutralidad de estos espacios es inexistente, puesto que lo que sucede 
en el ámbito digital es un reflejo de la realidad. Entonces, la violencia digital 
no es un fenómeno nuevo, sino que es un fenómeno que se traslada a otro 
espacio, adaptándose a sus características.

Muchas han sido las mujeres que han sufrido violencia en el ciberespacio. 
De acuerdo con datos del 2019 del Módulo sobre Ciberacoso (Mociba) del Ins-
tituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), más de 17.7 millones de 
personas usuarias de internet de 12 años o más que afirmaron haber vivido 
alguna situación de acoso cibernético, 9.4 millones eran mujeres; el grupo 
más afectado es el de las personas jóvenes de 20 a 29 años (INEGI, 2019).

El tipo más común de ciberacoso fueron insinuaciones o propuestas se-
xuales (40.3%), siendo estas agresiones provenientes de desconocidos 
(53.4%). Ante esto, la reacción inmediata del 69.2% de las mujeres de 12 o 
más años fue bloquear personas, cuentas o páginas. Cabe señalar que son po-
cas las mujeres que denuncian de manera formal estas violencias, debido al 
miedo y poca confianza depositada en los sistemas de justicia. Entre los te-
mores principales señalan que su agresor quede impune.

Actualmente, no existe un concepto compartido para referirse a la violencia 
o violencias en el entorno digital, se usa ciberviolencia, violencia en línea, vio-
lencia digital de manera indistinta. Sin embargo, existen diversas definiciones:

Puede ser entendida como “actos de violencia de género cometidos insti-
gados o agravados, en parte o totalmente, por el uso de las Tecnologías de la 
Información y la Comunicación (TIC), plataformas de redes sociales y correo 
electrónico; y causan daño psicológico y emocional, refuerzan los prejuicios, 
dañan la reputación, causan pérdidas económicas y plantean barreras a la 
participación en la vida pública y pueden conducir a formas de violencia se-
xual y otras formas de violencia física” (Luchadoras MX, 2017, p. 15). 	
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Para la Comisión de las Naciones Unidas para la Banda Ancha en su Infor-
me Combatir la Ciberviolencia contra las Mujeres y las Niñas: una Llamada 
de Atención al Mundo (Broadband Commission for Digital Development, UN, 
2015) señala:

la violencia en el espacio digital es un tipo de violencia que se manifiesta en 

la Red de muy diversas formas, desde las tradicionales violaciones de pri-

vacidad online como son: el hackeo para conseguir información personal, 

suplantación de identidad digital, la vigilancia y seguimiento por geoloca-

lización, spameo y acoso, e incluso el deseo manifiesto de querer causar un 

daño físico; hasta nuevos conceptos surgidos del traslado de la violencia de 

género a la esfera de las comunicaciones online como la porno-revancha, 

el sexting o el grooming. 	

 	 		

También es entendida como

todo acto de violencia por razón de género contra la mujer cometido con 

la asistencia, en parte o en su totalidad, del uso de las TIC, o agravado por 

éste, como los teléfonos móviles y los teléfonos inteligentes, internet, pla-

taformas de medios sociales o correo electrónico, dirigida contra una mujer 

porque es mujer o que la afecta en forma desproporcionada (CDH CDMX, 

2021, p. 24).

Las manifestaciones de la violencia digital son varias y así como las pla-
taformas digitales evolucionan también lo hacen sus manifestaciones. De 
acuerdo con el Informe para la Relatora sobre Violencia contra las Mujeres 
(Luchadoras MX, 2017, pp. 20-24), existen 13 diferentes tipos de violencia 
digital, las cuales pueden ser interdependientes y habilitarse entre sí:

1. Acceso no autorizado (intervención) y control de acceso.- Ataques a 

las cuentas o dispositivos de una persona de forma no autorizada. Pue-

den implicar la obtención no autorizada de información y/o restricciones 

al acceso. Las formas de ataque son: robo de contraseña, programas espías; 

intervención/escucha en sus dispositivos; robo de equipo; bloqueo de acceso 

propio; phishing; infección de virus; keyloggers 

2. Control y manipulación de la información.- El robo u obtención de infor-

mación que puede implicar la pérdida del control sobre la misma, y cual-
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quier intento de modificación no consentida con un fin determinado. Las 

formas de ataque son: borrar, cambiar o falsificar datos personales (foto 

o video); tomar foto o video sin consentimiento (no necesariamente con 

contenido sexual); control de cuentas en plataformas digitales. 

3. Suplantación y robo de identidad.- Uso o falsificación de la identidad 

de una persona sin su consentimiento. Pueden implicar la obtención no 

autorizada de información y/o restricciones al acceso. Las formas de ata-

que son: creación de perfiles o cuentas falsas; usurpación del sitio, nombre 

o datos que refieran a la persona; hacerse pasar por una persona, incluso 

usando su propia cuenta para hacer comunicaciones; robo de identidad, 

dinero o propiedad. 

4. Monitoreo y acecho.- La vigilancia constante a las prácticas, la vida co-

tidiana de una persona o de información (ya sea pública o privada), inde-

pendientemente de si la persona involucrada se da cuenta o no de la acción 

en su contra. Ya sea que la persona se dé cuenta o no de que está siendo 

acechada. Las formas de ataque son: cámaras de vigilancia o escondidas, 

identificación de ubicación por medio de imágenes; geolocalización en los 

equipos/celulares o notificaciones; seguir; ciberstalkeo.

5. Expresiones discriminatorias.- Discurso que refleja patrones culturales 

que asignan un rol secundario o únicamente reproductivo (y/o sexual/se-

xualizado) a las mujeres, y a otros cuerpos. Pueden o no incitar a la violen-

cia. Es una forma de violencia simbólica basada en las ideas preconcebidas 

tradicionales de género. Las formas de ataque son: comentarios abusivos; 

discurso lesbo/homofóbico; insultos electrónicos; coberturas discriminato-

rias de medios de comunicación.	

6. Acoso.-  Conductas de carácter reiterado y no solicitado hacia una perso-

na, que resultan molestas, perturbadoras o intimidantes. Estas conductas 

pueden ser sexualizadas o no. Las formas de ataque son: acecho; oleadas de 

insultos en grupo; mensajes de desconocidos; mensajes repetidos, envío de 

fotos sexuales no solicitadas.	

7. Amenazas.- Expresiones y contenido (verbal, escrito, en imagen, etc.) en 

tono violento, lascivo o agresivo que manifiestan una intención de daño a 

una persona, sus seres querido/s, o bienes. Las formas de ataque son: men-

sajes, imágenes o videos con amenazas violencia física o sexual.

8. Difusión de información personal o íntima sin consentimiento.- Compar-

tir o publicar sin consentimiento algún tipo de información, datos o infor-

mación privada que afecte a una persona. Las formas de ataque son: com-
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partir información privada (doxxing); exposición de identidad o preferencia 

sexual que genera riesgo (outing); difusión de contenido íntimo o sexual sin 

consentimiento; uso de información sin consentimiento; revelación de la in-

formación privada; pornografía no consensuada; revelación de la intimidad. 

9. Extorsión.- Obligar a una persona a seguir la voluntad o las peticiones 

de un tercero, que la controla o intimida, ejerciendo un poder adquirido por 

poseer algo de valor para ella (información personal u otras). Las formas 

de ataque son: chantaje, sextorsión.

10. Desprestigio.- Descalificación, daño o perjuicio de la trayectoria, credi-

bilidad, trabajo profesional o imagen pública de una persona, grupo o ini-

ciativa, a través de la exposición de información falsa, manipulada o fuera 

de contexto. Las formas de ataque son: difusión de contenido; campaña de 

desprestigio; difamación; descalificación.		

11. Abuso y explotación sexual relacionada con las tecnologías.- Ejercicio 

de poder sobre una persona a partir de la explotación sexual de su imagen 

y/o cuerpo contra su voluntad, en donde la tecnología es intermediaria y 

fundamental para llevarlos a cabo. Puede implicar la obtención de un be-

neficio (lucrativo o no). Las formas de ataque son: enganche con fines de 

trata; enganche con fines de abuso sexual; grooming.

12. Afectaciones a canales de expresión.- Se refiere a las tácticas o acciones 

deliberadas para tirar y dejar fuera de circulación canales de comunicación 

o expresión de una persona o un grupo. Las formas de ataque son: bajas de 

perfil o página en redes sociales; ataques DDOS (movilización de personas 

y tecnologías, en la cual un amplio volumen de solicitudes son enviadas 

al servidor de un sitio web para saturarlo y así causar que se vuelva inac-

cesible); restricciones de uso de dominio; robo de dominio; blackouts (del 

estado o empresa) durante una reunión o protesta o de un proveedor.

13. Omisiones por parte de actores con poder regulatorio.- Falta de interés, 

reconocimiento, acción, o menosprecio de diversos actores (autoridades, 

intermediarios de internet, instituciones, comunidades) con posibilidades 

de regular, solucionar y/o sancionar agresiones relacionadas con la tecno-

logía.  Las formas de ataque son: mensajes, imágenes o videos con amena-

zas violencia física o sexual.

En el ámbito internacional existen otros tipos de clasificaciones, pese a 
que diversos estudios coinciden en que la violencia en línea y la perpetrada 
fuera de la misma se alimentan mutuamente. 
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El abuso puede limitarse a las tecnologías en red o puede complementarse 

con el acoso fuera de línea, incluido el vandalismo, las llamadas telefónicas 

y el asalto físico. El (gran) elemento diferencial que añade la tecnología es 

el carácter viral de la distribución (Vega, 2019, p. 27). 

Los daños de este tipo de violencia hacia las mujeres pueden ser físicos, 
psicoemocionales y daños en la esfera social, profesional y económica. Uno 
de los impactos más detectados en los casos de violencia digital que sufren las 
mujeres y niñas es el autoaislamiento social. 

			 
El combate a la violencia digital

Del 18 de diciembre de 2018 al 12 de septiembre de 2019, se presentaron un 
total de 12 iniciativas distintas relacionadas con la violencia en línea y espe-
cíficamente con la difusión de contenido sexual privado sin consentimiento.

En el 2020, es cuando se ponen en marcha diversas acciones para atender 
la violencia digital. Se implementan una serie de reformas en diversos ordena-
mientos, tales como el Código Penal, La Ley de Acceso de las Mujeres a Una Vida 
Libre de Violencia de la Ciudad de México y la Ley Orgánica de la Procuraduría 
General de Justicia. A estas acciones se le conocen como la “Ley Olimpia”.	

En la LAMVLV en su Capítulo IV se agregó la Violencia Digital y Mediática, 
teniendo las especificaciones siguientes:

Violencia digital: es toda acción dolosa realizada mediante el uso de tecno-

logías de la información y la comunicación, por la que se exponga, distri-

buya, difunda, exhiba, transmita, comercialice, oferte, intercambie o com-

parta imágenes, audios o videos reales o simulados de contenido íntimo 

sexual de una persona sin su consentimiento, sin su aprobación o sin su 

autorización y que le cause daño psicológico, emocional, en cualquier ám-

bito de su vida privada o en su imagen propia.

Así́ como aquellos actos dolosos que causen daño a la intimidad, privacidad 

y/o dignidad de las mujeres, que se cometan por medio de las tecnologías 

de la información y la comunicación.

Para efectos del presente Capítulo se entenderá por Tecnologías de la In-

formación y la Comunicación aquellos recursos, herramientas y programas 

que se utilizan para procesar, administrar y compartir la información me-

diante diversos soportes tecnológicos.
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La violencia digital será́ sancionada en la forma y términos que establezca 

el Código Penal Federal (Art. 20 Quáter). 

En el dictamen del Senado de la República se tipifican y sancionan los de-
litos de acoso, hostigamiento y difusión de contenido sexual en plataformas 
de internet y redes sociales, los cuales pueden alcanzar penas de tres a seis 
años de prisión.

También se obliga a las autoridades encargadas a eliminar los conteni-
dos difundidos sin consentimiento de las víctimas, esto a través del blo-
queo de los espacios donde se publicó el contenido o, en su caso, la baja del 
contenido.

De acuerdo con una investigación realizada por el medio Animal Político en 
noviembre del 2020 (Arteta), las Fiscalías y Poderes Judiciales locales abrie-
ron 2 mil 143 carpetas de investigación por difusión de imágenes íntimas sin 
consentimiento en 18 estados en los últimos tres años. Aunque, de esos casos, 
la gran mayoría, 83%, sigue en trámite; mientras que, 17% se solucionó con 
métodos alternativos sin llegar a un juicio. 	  	  		

Si bien, es de reconocerse que exista una legislación en contra de la vio-
lencia digital, el 16 de abril de 2021 diferentes voces representantes de la so-
ciedad civil, la academia, abogadas y defensoras de los derechos humanos de 
las mujeres se dirigieron a la Comisión de Igualdad de Género de la Cámara 
de Diputados para manifestar su preocupación por esta serie de reformas que 
no atienden de manera integral a la violencia digital. Entre los puntos más 
destacados se encontraban:

1. La definición de violencia digital contra las mujeres contenida en la Ley 

de Acceso Ley de Acceso de las Mujeres a Una Vida Libre de Violencia no 

corresponde con las múltiples manifestaciones de este fenómeno, por lo 

que es erróneo nombrarla como tal. Organismos, organizaciones e institu-

ciones vinculadas con la defensa de derechos digitales, nacionales e inter-

nacionales, consideran que la violencia digital contra las mujeres incluye 

por lo menos el hackeo, la suplantación, la vigilancia, el acoso, el hostiga-

miento, el reclutamiento, prácticas denominadas como doxing y stalking, y 

la difusión de discurso de odio sexista, entre otras.

2. El dictamen aprobado solamente contempla un tipo de violencia digital, 

relacionado con violaciones a la privacidad, lo que hace engañoso para las 

propias mujeres víctimas de violencia digital publicitar la aprobación de 
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una reforma que no incluye varias de las conductas de las que son víctimas 

cotidianamente y ver frustrado su acceso a la justicia.

3. En el espíritu de la Ley General, el dictamen debía incluir una definición 

que permita desarrollar una política pública integral para la atención y la 

prevención de la violencia digital, así como la garantía del pleno acceso a 

la justicia con la debida diligencia, la sanción y reparación del daño que no 

se remitiera exclusivamente al ámbito judicial, sino que incorpore la parti-

cipación de instituciones como el Instituto Nacional de las Mujeres (INMU-

JERES) y la Secretaría de Educación Pública (SEP), tomando en cuenta que 

la mayor parte de los perpetradores son hombres adolescentes y jóvenes.

4. Advertimos del riesgo que la definición de violencia digital incluida en el 

dictamen representa en la creación de un doble tipo penal. La Ley contra la 

Trata ya sanciona la misma conducta establecida en el dictamen, pero con 

una pena más alta, lo que significa que el dictamen aprobado beneficia a 

los agresores y no a las víctimas.

5. El tipo penal aprobado en el dictamen no incluye salvaguardas para pro-

teger la evidencia ni para evitar actos arbitrarios por parte de las auto-

ridades, lo que puede dar pie a remociones de contenido no relacionadas 

con la difusión de imágenes íntimas sin consentimiento. Para las mujeres 

que enfrentan este tipo de violencia digital, las herramientas de reporte 

en plataformas digitales suelen ser el primer y a veces el único mecanismo 

para recuperar el control de sus contenidos. La remoción de contenido in-

justificada por parte de instancias gubernamentales y burocráticas podría 

implicar un riesgo al tratarse de procesos lentos, abusivos e ineficaces, e 

incluso se podría eliminar evidencia que podría servirle a la víctima en caso 

de que decida emprender un proceso legal.

6. El dictamen aprobado pone en riesgo de revictimización a las mujeres 

víctimas de difusión de imágenes íntimas sin consentimiento, puesto que 

alude al consentimiento como mecanismo de impunidad de los agresores, 

lo que deja en ellas la carga de la prueba.

7. Es contraproducente la apuesta única por una vía punitivista, sin consi-

derar una definición amplia de violencia digital ni mecanismos de acceso 

a la justicia y reparación del daño. Las fallas en el sistema de justicia en 

México, en particular en casos de violencia contra las mujeres, tienden a 

desincentivar la denuncia. Los procesos resultan tardados y revictimizantes 

e implican costos económicos y emocionales. (Artículo 19, 2021).
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Estos puntos pueden resumirse en un llamado para atender la violencia 
digital en su totalidad y complejidad, no solamente en un aspecto de esta. Lo 
anterior, ha de tomarse como parte de la agenda pendiente en este tema.

Consideraciones finales

Enfocarse en sancionar la difusión no consentida de imágenes íntimas no 
combate en su totalidad la violencia digital. Si bien es un avance el que se 
legisle sobre este tema, es necesario un trabajo paralelo e integral desde di-
ferentes ámbitos.

Es importante considerar la creación de protocolos de atención y capaci-
tación con perspectiva de género para quienes se encargan de la impartición 
de justicia; así como el prever mecanismos de reparación para las víctimas, 
tanto de carácter económico como psicológico.

Cabe resaltar que “la generación de contenidos digitales y de las violen-
cias, no obedecen temporalidad y espacialidad, lo que dificulta su seguimien-
to bajo un marco normativo único por la diversidad de leyes y su aplicación en 
los territorios y naciones” (CNDH CDMX, 2021, p.108).  De ahí que el acceso a 
la justicia de las mujeres sea un reto, puesto que como se ha señalado muchas 
de ellas prefieren no denunciar por miedo a las repercusiones sociales, a que 
los perpetradores no sean responsabilizados y a los largos y desgastantes que 
resultan los procesos penales. 

Finalmente, cuando las mujeres son víctimas de violencia, no solo en 
el ámbito digital, el Estado debe garantizar su acceso a la justicia desde lo 
formal y normativo hasta considerar distintas maneras de reparar el daño. 
Se deben plantear acciones y medidas necesarias para fomentar la denuncia 
de los actos de violencia digital, y que estas sean debidamente atendidas e 
investigadas de forma adecuada. Además, se debe trabajar desde otros fren-
tes en la erradicación de toda forma de violencia contra las mujeres.		
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Reformas en materia de migración, 
asilo político y refugio en México

María Fernanda Lavín Robles1 

Introducción

Durante la LXIV Legislatura, que inició funciones el primero de sep-
tiembre de 2018 para concluir el día 31 de agosto de 2021, se han emi-
tido una serie de reformas en materia de migración,2 asilo político3 

y refugio.4 Particularmente, se emitieron adiciones a la Constitución para 
tratar el caso de niños, niñas y adolescentes migrantes que llegan a México 
año con año. Sobre todo, se ha buscado proteger a los migrantes menores de 
edad, que viajan solos por nuestro país, en respuesta a las acciones tomadas 
por las estaciones migratorias en la frontera con Estados Unidos en donde se 
han violado los derechos humanos de adolescentes, niñas y niños migrantes.

A pesar de que, durante el período de la Legislatura ha habido propuestas 
de reforma, en noviembre de 2020 se realizaron una serie de modificaciones 
para legislar en favor de las infancias y juventudes migrantes y protegerlos 
ante medidas que puedan poner en riesgo sus vidas, así como su integridad 
física y psicológica. Por lo mismo, sobresale la labor de la saliente Legislatura 
en la materia, ya que se realizaron avances para proteger a las poblaciones 
migrantes más vulnerables.

En 2019 se detuvo en México a 53,507 menores (31,251 eran de sexo mas-
culino y 22,256 eran mujeres) cifra que fue mostrando la urgencia de tomar 
acciones para proteger a esta población migrante (Forbes Staff, 25 de febrero 
de 2021). Además, ese mismo año se registró el mayor número de solicitantes 

1  Es historiadora e investigadora en el campo de la historia política contemporánea. Es Licenciada y Maestra en Historia 
por la Facultad de Filosofía y Letras de la Universidad Nacional Autónoma de México y actualmente cursa el Doctorado en 
Historia en la misma institución. fernandalavinrobles@gmail.com  
2  Son personas que deciden trasladarse a otro país no por causa de una amenaza directa de persecución o muerte, sino 
principalmente para mejorar sus vidas al encontrar mejores trabajos o por acceso a la educación, reunificación familiar, o 
por otras razones. Los migrantes pueden retornar a sus países de origen ya que continúan recibiendo la protección de su 
gobierno (ACNUR, 2021a).
3  Es una figura que otorga un Estado asilante a una persona que busca refugiarse en dicho país por miedo a retornar a su 
país de origen o en donde solía residir. El asilo es una protección internacional que define que la persona no puede regresar 
al lugar en donde habitaba por causas como: persecución política, religiosa, étnica, etc. o por violencia generalizada (AC-
NUR, 2021a).
4  Son personas que huyen de su lugar de origen o en donde suelen residir por causa de conflictos políticos o armados y por 
miedo a ser perseguidos. El derecho internacional define el modo en que deben ser tratados y protegidos por los Estados 
y son personas que no deben ser expulsadas o retornadas a las naciones en donde habitaban por riesgo de perder la vida o 
sufrir abusos y violencia (ACNUR, 2021b).
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de la condición de refugiado ante la Comisión Mexicana de Ayuda a Refugia-
dos (Comar) con un total de 70,427 solicitudes. Estos números nos señalan 
que el aumento en el número de migrantes y de personas que buscan asilo 
en México, a pesar de que descendió por causa de la pandemia de Covid-19 
durante el año de 2020, obliga al gobierno mexicano a tomar acciones más 
certeras y contundentes en cuanto al trato que se le debe dar a los migrantes 
en su llegada o tránsito por México.

Para empezar, hay que entender que la legislación mexicana ha sido muy 
restrictiva y poco clara en cuanto a quiénes pueden obtener la condición de 
refugiado. La Constitución Mexicana estipula en el Artículo 11 reformado el 
15 de agosto de 2016:

Toda persona tiene derecho para entrar en la República, salir de ella, viajar 

por su territorio y mudar de residencia, sin necesidad de carta de seguri-

dad, pasaporte, salvoconducto u otros requisitos semejantes. El ejercicio de 

este derecho estará subordinado a las facultades de la autoridad judicial, 

en los casos de responsabilidad criminal o civil, y a las de la autoridad ad-

ministrativa, por lo que toca a las limitaciones que impongan las leyes so-

bre emigración, inmigración y salubridad general de la República, o sobre 

extranjeros perniciosos residentes en el país.

Toda persona tiene derecho a buscar y recibir asilo. El reconocimiento de 

la condición de refugiado y el otorgamiento de asilo político, se realizarán 

de conformidad con los tratados internacionales. La ley regulará sus pro-

cedencias y excepciones. (CPEUM, 2021).

Sin embargo, la legislación mexicana tardó mucho tiempo en incluir la fi-
gura de refugiado. Fue hasta la LXI Legislatura (2009-2012) que se creó la Ley 
Sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político, el 27 de enero 
de 2011 y reformada, el 30 de octubre de 2014. 

Para llegar a esta ley se tuvo que pasar por varias coyunturas en las que 
el Estado Mexicano tuvo que reaccionar ante la solicitud de asilo por parte 
de ciudadanos de diversas naciones; especialmente, durante las últimas tres 
décadas del siglo XX por causa de los conflictos ocasionados por el estableci-
miento de dictaduras en diversas naciones de América Latina y por los con-
flictos armados en Centroamérica. 

A pesar de que no fue la primera vez que se legisló en favor de los asilados 
políticos y refugiados, ya desde la década de los noventa se crearon organis-
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mos para tratar el tema, como la Comar.  Es relevante destacar la importan-
cia de definir quiénes pueden solicitar la condición de refugiado y también la 
creación de la “protección complementaria” (se implementó con esta ley).

La protección complementaria se entiende como la protección que con-
cede el Estado mexicano al extranjero “que no ha sido reconocido como re-
fugiado, consiste en no devolverlo al territorio de otro país en donde su vida 
se puede ver amenazada o puede estar en peligro de ser sometido a tortura u 
otros tratos inhumanos y degradantes” (ACNUR, s.f.).

La protección complementaria es primordial para proteger a la población 
migrante o refugiada que huye de la violencia generalizada en su país de ori-
gen o en donde suele residir, ya que sin esta figura los migrantes y refugiados 
correrían el riesgo de ser deportados a sus naciones o lugares en donde habi-
taban a pesar de que sus vidas estuvieran en riesgo. 

Este tipo de medidas se establecieron debido a la coyuntura de violencia 
en diversas naciones, sobre todo de Centroamérica; región de donde mucha 
gente ha huido en los últimos años, por causa del crimen organizado y pro-
blemas políticos, entre otros.

Consideraciones jurídicas e históricas 
del asilo en México

La historia del asilo en México se remonta a los años de la creación de la Re-
pública Mexicana como nación independiente. Desde los albores de la consu-
mación de la independencia, en el siglo XIX, se otorgó asilo a perseguidos po-
líticos de otros regímenes, que eran abundantes por la continua inestabilidad 
del continente americano y perseguidos por cuestiones raciales o religiosas 
(Serrano, 1998).

Durante los siglos XIX y XX, el derecho internacional fue modificando la 
conceptualización del asilo político hasta llegar a la acepción moderna.  La 
que define al asilo como:

la protección de los individuos que son perseguidos por las autoridades de 

un Estado debido a supuestas violaciones al orden político y no por trans-

gredir los principios éticos de la vida comunitaria; se aplica a quienes hu-

yen dada su falta de afinidad con un tipo de régimen y la imposibilidad de 

vivir en él (Serrano, 1998, p. XXII).
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Aunque desde el siglo XIX, se elaboraron varios tratados internacionales 
para codificar esta práctica, hasta el siglo XX el Estado mexicano no partici-
paría en establecer el derecho de asilo. 

Los convenios más importantes fueron la Convención de La Habana sobre 
el asilo en 1928, la Convención de Montevideo sobre Asilo en 1933, la Con-
vención de Caracas sobre Asilo en 1954 y el Pacto de San José sobre Derechos 
Humanos en 1969. Dentro de este marco legal, se otorgó asilo a perseguidos 
de todo el mundo, siendo el caso más famoso el del exilio republicano español 
que llegó a México durante el gobierno de Lázaro Cárdenas (1934-1940) en 
los últimos años de la década de los treinta del siglo XX (Lida, 1997).

En términos generales, la legislación mexicana afirmaba que el asilo di-
plomático es el que se concede en el país “expulsor”, pero dentro de un re-
cinto diplomático en donde el espacio territorial pertenece al Estado “asi-
lante”. En este tipo de asilo se sigue el principio de inviolabilidad de la sede 
diplomática, aunque los asilados no tienen inmunidad diplomática. 

Durante varios conflictos en América Latina se hizo uso de esta figura para 
proteger a centenares de personas que buscaron asilo en las sedes diplomá-
ticas mexicanas especialmente en Argentina, Chile y Uruguay. No obstante, a 
pesar del interés del gobierno mexicano por proteger a ciudadanos que busca-
ron asilo en estos recintos y de la pronta acción del gobierno mexicano y sus 
diplomáticos, la realidad es que poca gente consiguió protegerse bajo la figura 
del asilo, debido a que en México la legislación no era clara en este tema.

 Durante la década de los treinta, con la llegada de los republicanos espa-
ñoles, el Estado mexicano abrió sus puertas a varios exiliados políticos, vol-
viéndose este momento un parteaguas (Lida, 1997). 

Aunque, la historiografía se ha centrado en explicar las gestiones de Lá-
zaro Cárdenas en apoyo al exilio español, no fue el único presidente que pro-
movió una política de asilo abierta para los perseguidos de gobiernos dicta-
toriales. Poco después de su gobierno, Manuel Ávila Camacho (1940-1946) 
recibió a un grupo de exiliados antifascistas alemanes. Adolfo Ruiz Cortines 
(1952-1958) permitió la entrada de Fidel Castro y su grupo de revoluciona-
rios, quienes posteriormente lideraron la Revolución Cubana (1953-1959), y 
de exiliados guatemaltecos, que huían de la dictadura impuesta tras el de-
rrocamiento de Jacobo Árbenz (1954). Incluso, Gustavo Díaz Ordaz (1964-
1970) brindó asilo a cientos de estudiantes y políticos de izquierda brasi-
leños que huyeron de la dictadura militar que derrocó al gobierno de Joao 
Goulart en 1964.
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También hay numerosos estudios que señalan que muchas solicitudes de 
asilo fueron rechazadas por los consulados y embajadas mexicanas por la ri-
gidez de la burocracia mexicana que incapacitaba a los agentes para tomar 
decisiones en momentos de urgencia (Gleizer, 2015). 

Pese a que, en términos generales, México se ha proyectado como un 
país abierto a la recepción de refugiados y exiliados, es importante señalar 
que siempre hubo una selección de cuántos y quiénes podían entrar, y hubo 
casos en los que se decidió no conceder asilo, como el de los refugiados ju-
díos que huían del nazismo (Gleizer, 2011). Por lo mismo, se advierte que el 
asilo en México no se basó de manera exclusiva en propósitos humanitarios, 
sino que se otorgó con base en criterios de afinidad política, políticas de 
empleo, estrategias de desarrollo nacional, e incluso juicio racial (Sznajder 
y Roniger, 2009).

Dentro de esta práctica de asilo, el presidente Luis Echeverría (1970-1976) 
permitió la entrada de cientos de perseguidos políticos latinoamericanos que 
durante la década de los setenta huían de dictaduras militares establecidas 
como parte de la Operación Cóndor auspiciada por Estados Unidos. Eran so-
bre todo militantes de izquierda que huían de la persecución militar de países 
como Chile, Uruguay, Argentina y Brasil. Aunque en el sexenio de Echeverría 
comenzó el éxodo sureño, durante el gobierno de José López Portillo (1976-
1982) se permitió la entrada de un mayor número de exiliados, sobre todo ar-
gentinos y guatemaltecos, que huían conforme se incrementaba la represión 
en sus países de origen.

Los gobiernos siguientes continuarían con una misma línea política en 
cuanto a la recepción de asilados, en donde de modo general la norma fue asi-
lar a los solicitantes siguiendo las normativas de los tratados internaciona-
les a los que México se había suscrito, pero sin que la Constitución Mexicana 
incluyera leyes particulares para la protección de estos. Hasta 2011, posible-
mente, se conseguiría esto por la coyuntura de emergencia regional ocasio-
nada por los fuertes flujos migratorios provenientes sobre todo de la región 
centroamericana.

Por esta razón, resulta de vital importancia reconocer los avances en ma-
teria de asilo y refugio que han llevado a cabo las pasadas Legislaturas con el 
objetivo trabajar en favor de las miles de personas que llegan a México cada 
año en busca de refugio y asilo político.
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La agenda de género en el tema migratorio

La presente legislatura ha buscado avanzar para lograr una mayor igualdad 
de género y acabar con la violencia hacia las mujeres a través de diversas ini-
ciativas, como: la Ley General para la Prevención Social de la Violencia y la 
Delincuencia, el dictamen sobre el lenguaje inclusivo y la Ley General de Ac-
ceso a las Mujeres a una vida libre de violencia, entre otras. 

Asimismo, se han aprobado diversas iniciativas para acabar con la vio-
lencia hacia las mujeres, como las reformas a los Códigos Penal Federal y 
Nacional de Procedimientos Penales en materia del delito de feminicidio, la 
persecución de oficio del delito de violencia familiar, la paridad de género en 
el Pleno de la CNDH y la creación de grupos policiales especializados en vio-
lencia de género. A pesar de que estos esfuerzos son importantes, el hecho es 
que ha habido pocas iniciativas en materia de migración y asilo que se dirijan 
a salvaguardar la seguridad, integridad y vida de niñas, jóvenes y mujeres 
migrantes que cruzan por nuestro país año con año.

Porfirio Muñoz Ledo, diputado y presidente de la Cámara de Diputados, 
declaró en enero de 2020 que México debía defender la migración como un 
derecho humano y no contribuir a campañas anti migrantes persecutorias 
como las presididas por el gobierno de Donald Trump en Estados Unidos. En 
consecuencia, Muñoz Ledo condenó las acciones ejecutadas por el gobierno 
mexicano al contener a una caravana de migrantes en la frontera con Guate-
mala violando el Artículo 11 de nuestra Constitución. El gobierno mexicano ha 
actuado de esta forma en más ocasiones, siendo que a principios de 2021 se 
repitieron estas acciones persecutorias.

En el presente gobierno se ha implementado una política de vigilancia de 
fronteras para limitar la entrada de migrantes a nuestro país, concretamente 
las llamadas caravanas de migrantes. Igualmente, ha habido una disminución 
presupuestal al Instituto Nacional de Migración y a la Secretaria de Relaciones 
Exteriores, en un contexto en donde el flujo de migrantes ha ido en aumento. 

No obstante, la LXIV Legislatura ha buscado implementar reformas que 
legislen en favor de los migrantes y específicamente de la infancia migrante. 
Desde 2019, en respuesta al aumento de las detenciones de migrantes meno-
res no acompañados en estaciones fronterizas, se han promovido reformas 
para detener estas acciones.

Sobre esta materia el 29 de septiembre de 2020 en el Boletín de la Cámara 
de Diputados se dio a conocer la reforma de diversos artículos de las Leyes 
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de Migración y la de Refugiados, a la de Protección Complementaria y Asilo 
Político, para que se impida la privación de la libertad para niñas, niños y 
adolescentes migrantes. 

Estas reformas detallan que, para efectos constitucionales en el caso de 
niñas, niños o adolescentes migrantes, el Estado mexicano deberá garantizar 
que se respeten los derechos y principios de la Ley General de los Derechos de 
las Niñas, Niños y Adolescentes. También estipulan que el Sistema Nacional 
para el Desarrollo Integral de las Familias (DIF) deberá identificar a los me-
nores que necesitan protección internacional para que sean registrados como 
refugiados y gocen de los beneficios que incluye esta figura y sean protegidos 
de la deportación. Asimismo, los menores que no cuentan con acompaña-
miento de familiares serán atendidos en Centros de Asistencia Social, esta-
bleciéndose la condición de “visitante por razones humanitarias” para niñas, 
niños y adolescentes migrantes.

El objetivo de estas reformas es promover una política migratoria en de-
fensa de los derechos humanos y en especial proteger la integridad de los 
menores de edad que ingresan al país para que se respeten y protejan sus de-
rechos y se atiendan los principios de “no discriminación, no detención, no 
devolución, reunificación familiar, derecho a la vida, a la supervivencia, de-
recho a la libertad y derecho a la protección contra la violencia” (Cámara de 
Diputados, 22 de junio de 2021).

Con todo y la relevancia de estas iniciativas, no podemos considerar que la 
protección a los menores de edad migrantes se está tratando desde un enfo-
que de género, ya que estas medidas buscan proteger a las infancias migran-
tes sin tomar en cuenta las diferentes problemáticas a las que se enfrentan las 
niñas y adolescentes migrantes. En este contexto es valioso destacar que se 
debe legislar tomando en cuenta un enfoque de género para proteger de modo 
más efectivo a este grupo que es aún más vulnerable.

Según las estadísticas migratorias de la Unidad de Política Migratoria de 
2019 a 2020, se advierte un descenso marcado en el número de migrantes 
que ingresaron al país probablemente por causa de la contingencia sanitaria 
Covid-19. De los extranjeros presentados ante la autoridad migratoria entre 
2019 y 2020, se nota un claro descenso de alrededor de 100 mil personas (de 
182,940 extranjeros presentados ante la autoridad migratoria en 2019, des-
cendió a 82,379 en 2020). 

No hay razones para pensar que el descenso pueda deberse al mejora-
miento de la situación en las naciones expulsoras de la mayoría de los mi-
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grantes que llegan a México, como Honduras, Guatemala, El Salvador, Nica-
ragua y Haití, entre otros. Más bien pareciera que el descenso se debió a esta 
contingencia, sumado a una mayor supervisión del gobierno mexicano en el 
control del flujo migratorio en las fronteras.

Este mismo organismo contabiliza que durante 2019, el Estado mexicano 
deportó a 149,812 migrantes y a 60,315, en 2020. Es central señalar que estas 
cifras no disminuyeron por alguna reforma en cuanto a la deportación o por 
la laxitud en las medidas de control por parte del gobierno. Más bien, estos 
datos coinciden con el descenso de la entrada de migrantes durante el año 
2020, por las condiciones impuestas producto del Covid-19 (Segob, 2021).

Sobre el número de mujeres y adolescentes y niñas que ingresaron a Mé-
xico durante 2019 y 2020, la Unidad de Política Migratoria muestra que en 
2019 de las 182,940 personas que ingresaron, 39,149 eran mujeres mayores 
de edad y 22,256 eran mujeres menores de 18 años. En 2020, las cifras arrojan 
que de los 82,379 migrantes que fueron presentados ante la autoridad mi-
gratoria, el 19.2% eran mujeres mayores de edad y 13.7%, menores de 18 años 
(32.9% eran mujeres). 

Consideraciones finales

Estas cifras evidencian que el flujo de migrantes del sexo femenino es signifi-
cativo, por lo que, es urgente que el Estado mexicano tome medidas que pro-
tejan la integridad de mujeres, adolescentes y niñas migrantes. Sin embargo, 
el descenso en los números por la Covid-19 y las altas cifras de migrantes 
mujeres demuestran que el enfoque de género es sustancial en el diseño y 
formulación tanto de las políticas públicas como de las legislaciones que se 
implementen en materia migratoria.

Actualmente, hay organismos que analizan el tema de la “feminización” de 
la migración, con el objetivo de generar respuestas y acciones para proteger a 
la mujer migrante. En abril de 2021, el Instituto Nacional de las Mujeres (In-
mujeres) publicó un comunicado en donde se dio a conocer la participación de 
dicho organismo en el II Congreso Mujeres en las Migraciones. Género, Dere-
cho Humanos y Empoderamiento para concretar la elaboración de los Linea-
mientos para la Atención y Protección de Mujeres en Contextos Migratorios. 

En este orden de ideas, la Conferencia Regional sobre Migración (CRM) ha 
visibilizado la relevancia de tomar en cuenta la experiencia migratoria de las 
mujeres, adolescentes y niñas como población con mayores condiciones de 
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vulnerabilidad en el tránsito migratorio. Por lo que, la consideración en la le-
gislación de los riesgos específicos que sufre este grupo (violencia sexual, vio-
lencia de género, explotación sexual y trata, entre otros) deben ser elementos 
centrales para la vigilancia y protección de los derechos de las migrantes.

Queda claro que es urgente que el fenómeno migratorio, en primer lugar, 
sea tratado como un tema prioritario para el gobierno mexicano, para que se 
puedan impulsar políticas públicas, programas y apoyos a los migrantes que 
ingresan a México año con año. 

En los últimos años, se advierte una creciente “feminización” de la mi-
gración, lo cual nos lleva a que todas las medidas en materia de migración 
sean formuladas y pensadas con un enfoque de género para asegurar la pro-
tección, acompañamiento y orientación de las mujeres, adolescentes y niñas 
migrantes que lleguen o transiten por nuestro país. 

Las problemáticas que se derivan de las coyunturas nacionales en los tres 
países principales expulsores de migrantes que llegan a México (Honduras, 
Guatemala y El Salvador) no se han logrado solucionar en los últimos años 
ni parece que puedan solucionarse con prontitud. Por lo tanto, es de esperar-
se que el fenómeno migratorio siga siendo uno de los principales temas que 
deba tratar el gobierno mexicano y las legislaturas siguientes.

Fuentes consultadas 

ALTO COMISIONADO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LOS REFUGIADOS 
(ACNUR) (2021a). Asilo y Migración. Recuperado de https://n9.cl/wcb34

ALTO COMISIONADO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LOS REFUGIADOS 
(ACNUR). (2021b). Solicitantes de asilo. Recuperado de https://n9.cl/xfib2

ALTO COMISIONADO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LOS REFUGIADOS 
(ACNUR). (s.f.). Buena práctica 28: Protección Complementaria y visas 
humanitarias. Recuperado de https://n9.cl/jkoo8

CÁMARA DE DIPUTADOS (22 de junio de 2021). Boletín 5035.  Recuperado de 
www.diputados.gob.mx

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS (CPEUM) (2021).
SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN (Segob) (22 de junio de 2021). Estadísticas 

Migratorias, Síntesis 2020. Recuperado de www.segob.mx
FORBES STAFF (25 de febrero de 2021). Cifra de menores migrantes detenidos 

en México disminuyó 78.5% en 2020 por pandemia. Forbes. Recuperado de 
https://n9.cl/jk13k



208

GLEIZER, D. (2011). El exilio incomodo. México y los refugiados judíos 1933-1945. 
México: El Colegio de México, Universidad Autónoma Metropolitana.

GLEIZER, D. (2015). Gilberto Bosques y el consulado de México en Marsella 
(1940-1942). La burocracia en tiempos de guerra, Estudios de Historia Mo-
derna y Contemporánea de México, 49.

INSTITUTO NACIONAL DE LAS MUJERES (Inmujeres) (30 de abril de 2021). 
Mujeres migrantes: vulnerabilidad y violencia al buscar un mejor proyecto 
de vida. Recuperado de https://n9.cl/w8e7x

SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN (Segob) (22 de junio de 2021), II Informe de 
Gobierno 2019-2020. Recuperado de www.segob.mx  

LIDA, C. (1997). Inmigración y Exilio. Reflexiones sobre el caso español. México: 
El Colegio de México, Siglo XXI editores.

SERRANO MIGALLÓN, F. (1998). El asilo político en México. México: Porrúa.
SERRANO MIGALLÓN, F. (2002). “Duras las tierras ajenas...” Un asilo, tres exi-

lios. México: FCE.
SZNAJDER, M. Y RONIGER, L. (2009). La política del destierro y el exilio en 

América Latina. México: FCE.
VÁZQUEZ OLIVERA M. y CAMPOS HERNÁNDEZ, F. (Coords.) (2016). México 

ante el conflicto centroamericano. Testimonio de una época. México: Bonilla 
Artigas Editores, UNAM, CIALC.

YANKELEVICH, P. (2002). México, País refugio. México: Plaza y Valdés.
YANKELEVICH, P. (2015). Inmigración y racismo. Contribuciones a la historia de 

los extranjeros en México. México: El Colegio de México.



209

CONSIDERACIONES FINALES 
Sol Cárdenas Arguedas

Ruth Zavala Hernández

Martha Tagle Martínez

 

Para su lectura, este libro, Perspectiva de Género en México: Cámara de 
Diputados y Diputadas, Legislatura LXIV (2018-2021). Una visión multi-
disciplinaria, se organizó en cinco ejes temáticos que integran estudios, 

tanto de investigadoras especialistas en distintas temáticas como de actoras 
políticas protagonistas clave de esta Legislatura (diputadas federales). Esto 
desde un análisis multidisciplinario (Ciencia Política, Relaciones Internacio-
nales, Derecho, Historia, Ciencias de la Comunicación, Administración Pú-
blica y Urbanismo), que transversaliza la perspectiva de género y el enfoque 
de derechos humanos.

En los párrafos siguientes, en primer lugar, se recuperan las considera-
ciones finales más relevantes de cada una de las autoras por eje temático, 
que son 1. Paridad y representación política de las mujeres; 2. Agenda 2030, 
cambio climático y género; 3. Derecho a los cuidados y precarización laboral 
en razón de género; 4. Planeación con perspectiva de género; y 5. Violencia de 
género y algunas de sus manifestaciones. En segundo lugar, se presentan las 
consideraciones generales del libro.

 
Paridad y representación política de las mujeres

Con relación a los derechos políticos electorales de las mujeres, particular-
mente con la reforma “Paridad en todo” de 2019, se advierte un incremento 
relevante del número de mujeres en los espacios de toma de decisiones a nivel 
federal y local en nuestro país (véanse resultados de los procesos electorales 
2020-2021 frente a 2017-2018). 

La reforma 2020 de violencia política contra las mujeres en razón de 
género amplía sus alcances, por un lado, de los protocolos para atenderla 
(2016 y 2017) e incentiva una cultura en las instituciones políticas electo-
rales que promuevan la no violencia y el respecto a los derechos políticos 
electorales de las mujeres y, por el otro, se tipifica esta forma de violencia 
como un delito.
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Es un hecho que conforme las mujeres vamos ganando espacios en la re-
presentación política y en la toma de decisiones, mayor es la violencia políti-
ca que se ejerce sobre nosotras.

En el estudio comparativo (Moreno) se destacan los avances sobre la par-
ticipación y representación política de las mujeres en América Latina, con-
virtiéndola en una región que está por encima de la media mundial. En los 
últimos años, las cuotas de género y la paridad se han ido consolidando y han 
alcanzado impactos relevantes. Es decir, “han recibido un respaldo institu-
cional constante, que empieza a ver resultados tanto en la transversalización 
de la paridad, (…) así como en el gradual avance de la representación sustan-
tiva, para poco a poco, (…) visibilizar y modificar gradualmente las prácticas 
e inercias culturales en nuestras sociedades”. 

De acuerdo con los textos presentados aún se observan varios retos que 
deben ser estudiados, visibilizados y atendidos:

La lógica propia del poder y la representación política naturalizada en la 
masculinidad hegemónica deben ser cuestionadas, porque “no se puede ha-
blar de democracia en un país donde no exista la pluralidad y diversidad. En 
pocas palabras, no hay ni habrá democracia sin las mujeres participando, ac-
tuando y tomando decisiones en el espacio público” (Cárdenas y Cortés).

Debemos considerar que, aunque haya un mayor número de mujeres le-
gisladoras o en la toma de decisiones, esto no significa forzosamente que 
estas legislarán y ejecutarán tomando en consideración la agenda feminista. 
Estamos alcanzando la representación política descriptiva, pero necesitamos 
lograr más, conseguir una representación sustantiva y para lograrla, primero 
necesitamos estar en los espacios de deliberación y toma de decisiones, pero 
sobre todo que estos sean libres de violencia.

La reforma “Paridad en todo” debe permear más allá de sólo la esfe-
ra pública de la representación política, aún queda trecho por recorrer en 
otros ámbitos de lo público, como lo es el Poder Judicial (Moreno y Juárez) 
y el Ejecutivo (especialmente en la Administración Pública) y qué decir del 
ámbito de lo privado. Por lo que, la paridad debe trascender hacia todos los 
sectores de nuestra sociedad. Lo anterior, a través del establecimiento de 
lineamientos normativos que justamente busquen compensar las carencias 
paritarias en las instituciones y que además faciliten las condiciones para 
que las personas puedan acceder paritariamente a todos los espacios de 
toma de decisiones (Juárez).
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Agenda 2030, cambio climático y género

Las autoras Zavala y Gómez afirman que la Agenda 2030 de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible (ODS) de la ONU conforma un marco general de acción 
para que los gobiernos garanticen a su población diversos bienes públicos glo-
bales. Particularmente, Gómez señala que el ODS 5 Igualdad de Género con-
tiene indicadores para evaluar el desempeño y avances en la materia; México 
ha iniciado un proceso que favorece dicha igualdad y el empoderamiento de 
mujeres y niñas. 

Es de destacar el trabajo de la Legislatura actual, que ha logrado avances 
sustantivos en la materia. El cambio climático es uno de los temas que inte-
gran esta agenda de desarrollo. Para superar este fenómeno y sus efectos se 
requieren cambios profundos en la forma que funcionan nuestras socieda-
des. Adicionalmente, es primordial tomar en consideración otros temas que 
requieren atención y que es necesario que se retomen en la futura agenda le-
gislativa, por ejemplo: 

Una política climática exitosa deberá integrar la perspectiva de género, ya 
que existen datos que indican que los impactos del cambio climático son di-
ferenciados entre mujeres y hombres. 

Es imperante la participación activa de las mujeres en los procesos de 
toma de decisiones sobre las políticas climáticas de adaptación y mitigación, 
y en la formulación y reformas de la legislación ambiental.

El presupuesto destinado al medio ambiente debe ser un tema de deba-
te que permita reflejar la importancia de este ámbito. El reconocimiento de 
la crisis ecológica actual vulnera la garantía de diversos derechos humanos 
como el derecho a la salud, a la vida, a un medio ambiente sano, entre otros.

Reconocer el vínculo entre género y cambio climático permitirá contribuir 
al avance de los ODS de la ONU y otros compromisos que México ha adquirido 
en el plano internacional. 

Derecho a los cuidados y precarización laboral 
en razón de género

Respecto al tema de los cuidados, Tagle propone considerar la relevancia del 
reconocimiento de los cuidados como derecho humano, como una condición 
para el pleno desarrollo individual y colectivo de las personas. Debido a que, 
tradicionalmente, en México estos corren a cargo de las mujeres es un tema 
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que permite comprender una de las causas de los niveles preocupantes de 
desigualdad entre hombres y mujeres y que se expresan en diversos ámbitos, 
como el escolar, laboral, científico, cultural, entre otros. 

El reconocimiento del valor social de los cuidados es indispensable para 
reivindicar la aportación histórica que han realizado las mujeres en nuestra 
sociedad. Esto se ha iniciado a través de una serie de modificaciones legisla-
tivas que permitirían un reconocimiento amplio y completo de este derecho. 
Para lo anterior, es fundamental la intervención del Estado para que se pueda 
garantizar este cambio cultural y social. 

La reforma en esta Legislatura relacionada al mejoramiento de las con-
diciones y estabilidad laborales de las personas trabajadoras del hogar, que 
mayoritariamente son mujeres, es un gran avance para la dignificación de 
su trabajo. Queda pendiente entonces dar continuidad y seguimiento a este 
andamiaje jurídico, fortaleciendo los demás marcos jurídicos que “permitan 
que las reformas aprobadas y los compromisos adquiridos ante la firma de 
ratificación del Convenio 189 tengan un impacto positivo real en las condi-
ciones laborales de las y los trabajadores del hogar” (Briceño).

Planeación con perspectiva de género 

Uno de los instrumentos emblemáticos a considerar en el diseño y la imple-
mentación de las políticas públicas es el gasto para la igualdad que corres-
ponde al Anexo Transversal 13 Erogaciones para la Igualdad entre Hombres 
y Mujeres del Presupuesto de Egresos de la Federación. Esto significa que es 
una herramienta fundamental que cumple funciones “económicas y sociales, 
con objetivos y compromisos de gobierno plasmados en sus instrumentos 
programáticos, en los cuales determina metas en congruencia con los recur-
sos y montos definidos, y disponibles, destinados a programas y proyectos, 
así como al funcionamiento del aparato gubernamental” (Sauri). 

En este orden de ideas, la relevancia de estos instrumentos refleja el peso 
que les da el gobierno respecto a su compromiso para garantizar y proteger 
los derechos humanos de las mujeres y su derecho a tener una vida libre de 
cualquier forma de violencia. 

En otro orden de ideas, respecto al tema de la planeación urbana, Al-
cantar expone que en el caso del proyecto de decreto para reformar la Ley 
General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Urbano (que aún se encuentra pendiente de aprobación) los proyectos res-
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pectivos de reforma han abierto brecha en materia legislativa urbana, así 
como para la incorporación de la perspectiva de género. Con esto, México 
“se suma a varios países que tienen una tradición en políticas públicas, le-
gislación y administración urbana desde la perspectiva de género en el ám-
bito de lo urbano”. 

Ambas autoras (Sauri y Alcantar) mencionan algunas áreas de mejora, por 
un lado, Sauri señala que el Anexo 13, Erogaciones para la Igualdad:

· Se “trata de un instrumento potencialmente poderoso que bien podría 
orientarse al objetivo contemplado desde su origen. No obstante, se tra-
ta de un instrumento subutilizado que, año con año, lejos de clarificar el 
gasto para la igualdad, lo distorsiona”.
· Después de hacer una revisión a los recursos etiquetados y a sus indica-
dores, revela que “no todo el gasto integrado al Anexo tiene perspectiva 
de género. De manera que no todo el monto total de recursos asignados al 
anexo da cuenta del gasto supuestamente catalizador para el logro de la 
igualdad entre mujeres y hombres”. 
Por el otro lado, Alcantar analiza que es necesario:  
· Problematizar el espacio público desde una perspectiva de género para su 
incorporación a la legislación urbana.
· Definir las diferencias en la movilidad entre mujeres y hombres para ga-
rantizar la seguridad de las mujeres, tomando en cuenta esas diferencias 
y los peligros a los que se enfrentan. “En términos generales, hace falta 
incorporar la perspectiva de género en materia de diseño, planificación, 
espacio público, entre otros; justo con el objetivo de garantizar el disfrute 
de las mujeres a la ciudad, así como a una vida libre de violencia”.

Violencia de género y algunas de sus manifestaciones

Según Samaniego y Amilpas, es un avance significativo toda la serie de ini-
ciativas y reformas para hacer frente a la violencia mediática y digital contra 
las mujeres. No obstante, ellas consideran que aún quedan temas pendientes 
por atender, ya que en el análisis es importante tomar en cuenta la integra-
lidad desde los distintos ámbitos donde las mujeres sufren violencia. Por lo 
que sugieren:

Para hacer frente a los compromisos internacionales firmados en mate-
ria de eliminación de los diversos tipos de violencia contra las mujeres, se 
requieren iniciativas y modificaciones a las leyes para que las mujeres se en-
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cuentren en condiciones de igualdad dentro de los cuerpos directivos de los 
medios de comunicación.

Reformar la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, debido a 
que ninguna de las iniciativas presentadas en esta Legislatura se tradujo en 
cambios a este ordenamiento legal. Tampoco hubo una definición sobre la 
elaboración de contenidos no sexistas o con una perspectiva de género que 
eviten discursos estereotipados para las mujeres.

Definir las sanciones correspondientes a quienes no cumplan con estas 
directrices. “No es un debate sencillo, pues podría argumentarse que, de no 
establecerse bien estos conceptos, así como las sanciones aplicables a quie-
nes no cumplan, existiría la posibilidad de que argumentaran que se atenta 
contra su libertad de expresión” (Samaniego).

Considerar la “creación de protocolos de atención y capacitación con 
perspectiva de género para quienes se encargan de la impartición de justicia; 
así como, prever mecanismos de reparación para las víctimas, tanto de ca-
rácter económico como psicológico” (Amilpas).

Plantear medidas y acciones que impulsen la denuncia de los actos de vio-
lencia mediática y digital. 

En cuanto al tema de la migración, Lavín hace hincapié en que las mujeres, 
adolescentes y niñas representan a la población con mayores condiciones de 
vulnerabilidad durante el tránsito migratorio. Por ello, es necesario integrar 
el enfoque de género en el diseño y formulación tanto de las políticas públicas 
como de las legislaciones que se implementen en esta materia. 

Sobresale de las reformas de esta Legislatura que el Estado mexicano de-
berá garantizar que se respeten los derechos y principios de la Ley General de 
los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes. Adicionalmente, se estable-
ce que el Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de las Familias (DIF) 
deberá identificar a los menores que necesitan protección internacional para 
que sean registrados como refugiados y gocen de los beneficios que incluye 
esta figura.

No se debe perder de vista que, las reformas legislativas en esta mate-
ria deben continuar centrándose en integrar los riesgos particulares que 
sufren las niñas, adolescentes y mujeres (violencia de género, explotación 
sexual y trata, entre otros). Por lo mismo, se deben diseñar programas con 
un enfoque de género para proteger los derechos de las niñas y mujeres 
migrantes que transitan por México, ya que son un sector muy vulnerable 
y en aumento.
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Todas las reformas de la presente Legislatura abordadas a lo largo de 
este libro implican avances importantes en materia de protección de los de-
rechos fundamentales de las mujeres, pasando por sus derechos humanos, 
políticos y públicos. 

Entre los retos que no debemos perder de vista está que todavía debemos 
hacer frente a las distintas resistencias que aún existen frente al movimien-
to feminista en nuestro país. Debemos seguir trabajando y reivindicando 
procesos legislativos con perspectiva de género interseccional. Sin perder 
de vista que, para seguir avanzando en la agenda feminista, es necesario 
considerar que el proceso de cambio político, social y cultural implicará tra-
bajar de forma paralela la formalidad-legalidad y la construcción de una 
cultura política feminista. 

En otras palabras, los entramados jurídicos institucionales (formal-legal) 
son sustanciales en la sociedad, justamente porque constriñen y delimitan 
los comportamientos de las personas. Sin embargo, las reglas no escritas 
también, al final, se institucionalizan, se vuelven prácticas y patrones de 
conducta en la vida cotidiana y esas muchas veces son las más arraigadas, las 
más difíciles de cambiar.

A partir de la contingencia sanitaria mundial provocada por la Covid-19 
(desde marzo de 2020 en México), la mayoría de las autoras muestran su pre-
ocupación por el recrudecimiento de las asimetrías de género y la expresión 
de las distintas formas de violencia contra las mujeres. 

Uno de los elementos que se observan es que, en muchas ocasiones, la in-
formación estadística (tanto de la esfera pública como privada) en nuestro 
país no se presenta desagregada por sexo.  La falta de información detalla-
da imposibilita, obstaculiza y dificulta los análisis y estudios con perspectiva 
de género, porque “lo que se mide, se puede mejorar” (Coneval). Para lograr 
diagnósticos certeros que den soluciones a las distintas problemáticas que 
implican las desigualdades y violencias de género en nuestro país, se necesita 
información, datos e investigaciones cualitativas y cuantitativas con pers-
pectiva de género.   

A pesar de que este libro buscó integrar una gran diversidad de temáti-
cas y encuadres multidisciplinarios de análisis, es importante no olvidar que 
aún quedan pendientes por analizar otras temáticas legislativas de la agenda 
feminista.

En este tenor, se vuelve menester seguir explorando y abordando enfoques 
y metodologías de trabajo que impliquen no sólo la categoría género, sino que 
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también, se recuperen herramientas de análisis como la interseccionalidad. 
Dicho de otro modo, la categoría género se interrelaciona con otras varia-
bles que se convierten en otras formas de exclusión, como lo son la etnia, la 
clase social, la edad, las identidades y expresiones sexuales y genéricas, la 
nacionalidad, la religiosidad, entre otras. De forma tal que, al combinarse las 
anteriores con el género, las desigualdades y las violencias se recrudecen en 
función de la interacción entre ellas.

Por último, queremos apuntar que el desarrollo de estudios y análisis 
sobre las distintas manifestaciones en las que se expresan las asimetrías y 
la violencia de género, así como sus posibles soluciones en nuestro país, se 
vuelven fundamentales. Especialmente, adquiere preminencia el estudio del 
trabajo legislativo que emana del órgano de representación política por an-
tonomasia y aún más, es de gran trascendencia para la vida de las mujeres el 
trabajo legislativo con perspectiva feminista interseccional. No es una cues-
tión menor, ya que las mujeres somos un poco más de la mitad de la población 
de nuestro país e históricamente se nos había excluido del proceso legislativo 
para la formulación de los entramados jurídicos institucionales que al final 
impactan directamente en nuestras vidas. Es tiempo de mujeres, y de seguir 
construyendo el camino a una sociedad más justa, equitativa e igualitaria.
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